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Nota
de la Editora

Finalizamos el año con nuevos propósitos que cumplir en el 2016, relacionados con 
mejorar cada vez más nuestra revista y fortalecer nuestra editorial. 

 Una de las metas propuestas para el año venidero es lograr la inscripción de 
Sapientia en la categoría Revista electrónica dentro del catálogo  Latindex, lo cual 
permitirá que más lectores accedan a los contenidos pues con un solo clic podrán 
navegar por la versión digital.

 Con miras a aumentar nuestro listado de ensayistas, programaremos un seminario 
sobre las técnicas para escribir ensayos, y el personal de planta de Sapientia se capacitará 
en las nuevas tendencias para la edición de revistas especializadas. 

 Los talleres de producción serán fortalecidos con la adquisición de equipos de 
impresión y con la contratación de personal que coadyuve en la labor de edición, en la 
producción de formularios de uso institucional y en las otras tareas que diariamente son 
solicitadas por los tribunales del país. 

 Avanzaremos en la producción de títulos jurídicos y técnicos, y se estudia la 
posibilidad de publicar algunas obras literarias. En cuanto a las obras digitales, entraremos 
en un proceso de consulta con los autores para subir a la web las obras que llevan el sello 
del Órgano Judicial; y continuaremos con los programas de prevención de violencia a 
través de la promoción de  los deberes y derechos ciudadanos, que se desarrolla con 
niños y jóvenes a nivel nacional. 

 A nombre del Consejo Editorial y del mío propio, agradezco a los ensayistas, al 
personal editorial y de producción su contribución en los logros alcanzados durante el 
2015.

María Victoria González
Editora

Reseña de la Portada

Autor: Jean Auguste Dominique Ingres

Título: Estudio de manos

Pintor francés y una de las principales fi guras del neoclasicismo. Su 
maestría en el dibujo lo colocó entre los grandes del neoclásico y 
llegó a ser venerado por fi guras como Picasso, Degas, entre otros 
artistas de su época y contemporáneos. Realizó varios bocetos sobre 
estudios de la fi gura humana.



Mensaje del Presidente

 
 Al presentar la edición de diciembre de 
la revista Sapientia, me es grato hacer un 
recuento de los dos últimos años de vida de esta 
publicación, período en el que nuestra revista 
jurídica alcanzó grandes metas.

 El ingreso a Latindex elevó a Sapientia 
al nivel de publicación con rigor científi co y 
a nuestros escritores les reconoció excelencia 
en sus ensayos, permitiéndoles ser citados 
internacionalmente a los más altos niveles de 
la academia; la convirtió en la más prestigiosa 
revista de este tipo en nuestro país, hecho 

demostrado a través de la cada vez mayor demanda de ejemplares y de 
solicitudes para pertenecer al cuerpo de ensayistas.

 Los temas tratados de cada una de las ramas del derecho y los 
documentos de interés presentados al lector son producto de la experiencia, 
del estudio y análisis de los ensayistas, que se complementan con los artes 
plasmados en las portadas, convirtiendo a Sapientia en una publicación con 
exquisitez visual.

 Nuestra revista institucional, que circula desde hace más de cinco años, 
ahora puede ser vista desde cualquier parte del mundo a través de la dirección 
electrónica http://organojudicialrepositorio.metabiblioteca.org/ , la cual ya ha 
registrado más de 180 visitas, incluyendo lectores de Japón y Colombia. 

 Estamos orgullosos de nuestra revista jurídica Sapientia y de cada uno de 
sus integrantes quienes con su dedicación contribuyen también a engrandecer 
al Órgano Judicial.

José E. Ayú Prado Canals
Presidente de la Corte Suprema de Justicia
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PRESCRIPCIÓN EN LOS PROCESOS DE IMPUGNACIÓN
DE PATERNIDAD

¿OBSTÁCULO AL DERECHO DE IDENTIDAD?

Resumen
  
Nuestro país es signatario de instrumentos internacionales que dan 
prevalencia al derecho de nuestros menores de edad a llevar el o los 
apellidos que biológicamente le pertenecen. Sin embargo, paradójicamente 
la legislación nacional prevé la prescripción en procesos de impugnación 
de paternidad, al año del reconocimiento o desde que cesó el vicio del 
consentimiento. Se argumenta que inaplicar dicho término, sería desconocer 
la importancia que tiene  el proteger la seguridad jurídica. Aducen que la 
acción de tutela no debe ser vista como una herramienta para desconocer la 
regla de prescripción prevista en el ordenamiento jurídico, que constituye un  
límite temporal de orden público previsto  para acceder a la administración de 
justicia, especialmente cuando se acude al amparo constitucional con el fi n 
de cuestionar o desestabilizar los vínculos familiares que se han construido 
con el paso de los años. El artículo que nos ocupa va dirigido a cuestionarnos 
si el principio fundamental del interés superior del niño,  se respeta cuando 
accedemos a prescribir procesos de impugnación de paternidad, permitiendo 
de esta manera que nuestros niños, niñas y adolescentes mantengan una 
fi liación que no les corresponde, bajo la excusa de proteger la seguridad 
jurídica.

Summary

Our country is a signatory to international instruments that give prevalence 
to the right of our minors to carry or surnames biologically belong. Yet 
paradoxically the national legislation provides prescription processes 
challenge paternity recognition annually since ceased or vice of consent. 
It is argued that not applying this term, it would ignore the importance of 
protecting legal certainty. They argue that the application for protection 
should not be seen a s a tool to disregard the statute of limitations under 
the law, which is a time limit of public order provided for access to justice, 
especially when it comes to the constitutional amparo to challenge or 
disrupt family ties that have been built over the years.The article in question 
is intended to question whether the fundamental principle of the best 
interests of the child are respected when accessing prescribe challenge 
paternity processes, thus allowing our children and adolescents remain a 
pedigree that is not theirs, under the guise of protecting legal certainty.

Recibido el 15 de octubre  de 2015 - Aprobado el 30 de octubre de 2015
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Para lograr la efectiva universalidad 
del derecho fundamental que 
tiene toda persona, ya sea  menor 

o mayor de edad de forjarse una 
identidad,  es necesario que cuente con 
un nombre, apellido y  nacionalidad, 
desde el momento en que nace. 

 Nuestra norma constitucional 
prevee la protección de  los derechos de 
los niños, niñas y adolescentes, y orienta 
la manera de regular la investigación de 
la paternidad1.  

 A su vez el Código de la Familia 
aprobado mediante Ley 3 de 17 de 
mayo de 1994, enlista  los derechos 
fundamentales de todo menor de 
edad, y señala en su numeral 3 que 
tiene derecho a conocer quiénes 
son sus padres, usar los apellidos de 
sus progenitores o de uno de ellos y 
disfrutar de los demás derechos de la 
fi liación2.  

 En cuanto a la legislación 
internacional, el artículo 7 de la 
Convención sobre los Derechos del 
Niño, aprobada por la República de 
Panamá, mediante Ley No. 15 de 6 de 

noviembre de 1990,  indica que “el niño 
será inscrito inmediatamente después 
de su nacimiento y tendrá derecho 
desde que nace a un nombre, a adquirir 
una nacionalidad y, en la medida de 
lo posible, a conocer a sus padres y 
a ser cuidado por ellos”.   A su vez, el 
artículo 8 señala que “los Estados Partes 
se comprometen a respetar el derecho 
del niño a preservar su identidad, 
incluidos la nacionalidad, el nombre y 
las relaciones familiares.”

 Igualmente  la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos 
aprobada mediante Ley No. 15 de 28 de 
octubre de 1977,  indica en su artículo 
18 que “ Toda persona tiene derecho a 
un nombre propio y a los apellidos de 
sus padres o  al de uno de ellos. La Ley 
reglamentará la forma de asegurar este 
derecho para todos, mediante nombres 
supuestos, si fuere necesario.” 

 Los señalamientos  anteriores 
nos permite concluir que existe 
coincidencia entre la norma 
constitucional, la internacional y la legal 
en cuanto a la importancia que  nuestros 
ciudadanos ostenten la fi liación que 

Palabras Claves

Identidad biológica, interés superior del niño, seguridad jurídica, excepción 
de prescripción, reconocimiento legal, impugnación de paternidad, 
investigación de paternidad, relaciones familiares.

Keywords 

Biological identity, interests of the child, legal certainty, except prescription, 
legal recognition, challenge paternity, establish paternity, family relationships.

_______________________________________
1 Art. 59 Constitución Política de la República de Panamá. Edición Actualizada según reforma del año 2004.
2 Art. 489 ordinal 3 del Código de la Familia.
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biológicamente les corresponde. Más 
adelante veremos si ésto es real. 

 A través de la Ley 31 de 20063 , la 
Direccción Nacional del Registro Civil  
prevee  como requisitos indispensables 
para la inscripción de un nacimiento: la 
fecha de este, el nombre, los apellidos y 
el sexo del nacido.  En cuanto al apellido 
se contemplan varias opciones. Veamos 
algunas:

1. Cuando se trate de la inscripción de hijo 
del matrimonio, en la que operan las 
presunciones legales de paternidad y 
solo concurre un progenitor a declarar 
el nacimiento, este decidirá el orden 
de los apellidos. (art. 41)

2. En los casos de declaración de 
nacimiento de hijos de madre 
soltera, esta puede inscribirlo 
con su propio apellido paterno y 
materno. Si posteriormente ocurre el 
reconocimiento del padre, los apellidos 
como consecuencia de la fi liación se 
establecerán en el orden que decidan 
ambos padres. 

      (art. 42)
3. Cuando se trate de inscripción de 

niños expósitos el declarante podrá 
asignarle los apellidos que desee. 
(art. 44)  

 Todas estas medidas se toman 
para garantizar el interés superior 
de los menores de edad mediante la 
inscripción oportuna de su nacimiento. 
Además, dado que el derecho a  la  
fi liación  se condice con el derecho a  la 
identidad,  demanda que existan normas 
jurídicas que restrinjan en lo posible el 
subregistro y  no obstaculicen que el ser 

humano sea tenido legalmente como 
hijo de quien biológicamente lo es.

DETERMINACIÓN DE LA FILIACIÓN

 El     derecho  de  todo niño 
de conocer a su padre y madre 
biológicos prima sobre cualquier otra 
consideración, en la deliberación del 
tema. La fi liación debe ser transparente 
y claramente establecida.  Como 
ya mencionamos, por mandato 
constitucional, en nuestro país 
se incluyó el regular por Ley  la 
investigación de la paternidad, ya que 
si el Estado es garante de la seguridad 
jurídica de los niños, la relación de la 
identidad de éstos deja de pertenecer a 
la esfera privada para socializarse fuera 
del  contexto familiar. 

 En ese sentido nuestro Código 
de la Familia4  concibe jurídicamente 
la Filiación como la relación existente 
entre hijo o hija y sus progenitores. 
Puede ser conocida o desconocida. 
Esta última será total, cuando se ignore 
la identidad de ambos progenitores; 
o parcial cuando no se conoce la 
identidad de uno de ellos. 
 
 En cuanto a la paternidad5,  
puede ser reconocida en tres formas 
diferentes: a través de reconocimiento 
voluntario, por reconocimiento legal y 
mediante reconocimiento judicial.

 El reconocimiento voluntario de 
la paternidad lo realiza el propio padre 
del hijo o hija, en el Registro Civil; en 
el acto de matrimonio, en testamento 

_______________________________________ 
3 Ley  31 de 2006 que regula el registro de los hechos vitales y demás actos jurídicos relacionados con el estado civil de las personas.
4 Art. 235  de la Ley No. 3 de 17 de mayo de 1994. Por la cual se aprueba el Código de la Familia.
5 Art. 252 Código de la Familia
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o ante el juez competente cuando se 
trata de hijo o hija mayor de edad.

 El reconocimiento judicial es la 
vía que tiene el hijo o hija que no haya 
sido reconocido por su padre, para 
lograr su fi liación paterna. Si el padre 
ha fallecido, la actuación se surtirá con 
audiencia de sus herederos declarados 
o presuntos o del albacea de la sucesión.

 Cuando la fi liación paterna se 
determina mediante reconocimiento 
legal, que es el que tiene lugar 
por ministerio de la ley en base a 
presunciones legales, nos encontramos 
ante la posibilidad que el reconocido 
lo sea  por  una  persona  que 
biológicamente no es su padre; lo que 
se traduce en que se le  violente  su 
derecho a  llevar la fi liación paterna 
que le corresponde. En el Código de la 
Familia existe un procedimiento judicial 
para impugnar este tipo de paternidad  
con miras a obtener la fi liación 
correcta; pero para ello es necesaria la 
participación de abogados y algunos  
trámites judiciales  demorados. 

 Siempre pensando en el interés 
superior de todo niño o niña, en el año 
2003 entra en vigencia la Ley 39 de 30 
de abril  de 20036 , mediante la cual se 
intenta  facilitar el trámite a través de 
la vía administrativa y sin la obligación 
de representación de abogado. La Ley 
se enfoca en evitar la continuidad del 
ocultamiento de la fi liación biológica, 
así como permitir que el padre biológico 
pueda reconocer a su hijo en caso que la 
madre se encuentre unida por vínculo 
matrimonial con una persona distinta a 

él al momento del nacimiento del niño 
o niña. 

 Esta Ley va en consonancia con lo 
que dispone el artículo 215 de nuestra 
Constitución Política, que al respecto 
señala:

“Las leyes procesales que 
se aprueben se inspirarán, 
entre otros, en los siguientes 
principios:
1. Simplifi cación de los 

trámites, economía 
procesal y ausencia de 
formalismos.

2. El objeto del proceso es 
el reconocimiento de los 
derechos consignados en 
la Ley substancial.

 Como el derecho a la identidad 
personal supone para cada individuo 
el acceso al conocimiento de su origen 
biológico, debe estar instrumentado en 
forma tal que no se torne  abstracto ni de 
imposible cumplimiento.  En ese sentido, 
el nuevo marco legal se consideró más 
armónico con lo establecido en la 
Constitución Política y los instrumentos 
jurídicos internacionales de derechos 
humanos vigentes en la República de 
Panamá, mencionados subjúdice.

PROCESO ESPECIAL DE 
RECONOCIMIENTO

 El proceso de reconocimiento 
que nace con la ya citada Ley 39, 
conlleva un procedimiento especial, 
que contiene mayor fl exibilidad para 
lograr fi liar a los menores de edad.  Su 

E. Escobar. Prescripción en los Procesos de Impugnación de Paternidad ¿Obstáculo al Derecho de Identidad?. Pág. 6 a 21 

_______________________________________
6  Conocida comunmente como “Ley de Paternidad Responsable”.
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constitución no formalista,  simplifi ca 
un sin número de actos procesales, para 
llevar a cabo el trámite correspondiente 
al reconocimiento de la paternidad.

 Inicia a solicitud de la madre 
del niño o niña no reconocido 
voluntariamente por su padre, quien 
bajo la gravedad del juramento 
declara  el nombre del padre de su 
hijo,   ante el Registrador Auxiliar del 
hospital o centro de salud donde se 
haya producido el nacimiento o ante 
la Dirección Provincial del Registro 
Civil del Tribunal Electoral.  En el acto 
de declaración, el Registrador Auxiliar 
debe  advertir a la madre que, de faltar 
a la verdad, será investigada por el 
delito de Falsifi cación de Documento 
Público, (cuya pena es de prisión de 4 a 
8 años, según lo estatuye el artículo 366 
del Código Penal), e igualmente será 
responsable por los daños civiles en 
que incurra.  Esta advertencia deberá 
constar en el acta de declaración jurada.

 Recibida la información en la 
Dirección Provincial del Registro Civil, 
se adelantarán los siguientes trámites:
1. Se notifi cará personalmente del 

proceso al supuesto padre biológico, 
mediante boleta formulada por el 
Registro Civil,  que debe ser fi rmada 
por él  y  estampar su huella digital. 
En caso de renuencia a ser notifi cado, 
el funcionario elaborará un informe 
donde dejará constancia de dicha 
renuencia y se dará por notifi cada la 
solicitud. 

2. Se  concede el término de diez (10) 
días hábiles, contados a partir de la 

notifi cación para que el señalado se 
presente al Registro Civil a declarar 
si acepta o niega la paternidad 
atribuida. 

3. Si dentro del término señalado en el 
numeral anterior, el supuesto padre 
acepta la paternidad, se inscribirá el 
niño o la niña con los apellidos del 
padre y de la madre y surgirán desde 
ese momento todos los derechos y 
responsabilidades parentales, según 
lo establecido en el Código de la 
Familia. 

4. Cuando el supuesto padre niegue la 
paternidad,  se practicará el siguiente 
procedimiento:      
a.-  Se procederá a inscribir al hijo o la 
hija con el apellido de la madre.  La 
Dirección Provincial del Registro Civil 
llenará un formulario con el que se 
dará inicio al Proceso Especial de 
Reconocimiento el cual se remitirá de 
ofi cio al Juzgado Seccional de Familia o 
al Juzgado de Niñez y Adolescencia en 
turno 7,  del domicilio de la madre, este 
formulario debe contener las generales 
completas y el domicilio del supuesto 
padre, y estar fi rmado por la madre y 
el supuesto padre. Queda constancia 
escrita, que al supuesto padre   se le 
da por notifi cado de la demanda de 
fi liación en su contra.   
b.-   Recibido el formulario, el juez o  jueza 
abrirá un expediente y dictará un Auto 
admitiendo el proceso, en el cual se 
fi jará la fecha del examen del marcador 
genético o ADN  que se notifi cará por 
edicto al presunto padre. El examen 
se practicará en el Laboratorio de 
Medicina Legal del Ministerio Público o 
en un laboratorio acreditado por este  y  

_______________________________________
7 Los procesos de fi liación son de competencia preventiva de los jueces seccionales de familia y de los jueces de niñez y adolescencia, 

de modo que el primero que aprehende el conocimiento del proceso, previene o impide al otro conocer del mismo.(Art. 754 
numeral 8 del Código de la Familia)
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el Consejo Técnico de Salud.  
c.-  El día designado por el juzgado para 
la práctica de la prueba de marcador 
genético o ADN, deberán comparecer 
al laboratorio la madre, el niño o  
niña y el presunto padre.  La falta de 
comparecencia inexcusable de éste 
último, constituye plena prueba en su 
contra y el Juez ordenará la inscripción 
del hijo o la hija como suyo,  mediante 
sentencia. 
d.-  Si la prueba de marcador genético 
o ADN resulta positiva, el juez de la 
causa ordenará la inscripción del hijo 
o la hija con el apellido del padre 
biológico y el de la madre mediante 
sentencia. 

5.- Si  vencido el término de diez (10) 
días otorgados al supuesto padre no 
concurre a las ofi cinas del Registro 
Civil sin que medie causa justifi cada, 
se inscribirá el niño o la niña con el 
apellido del padre señalado. 

6.- Si la prueba de marcador genético o 
ADN resulta positiva, el padre biológico 
tendrá que asumir el costo de la misma; 
no obstante, si dicha prueba resulta 
negativa, la madre quedará obligada al 
pago de esta. 

7.- El Proceso Especial de Reconocimiento 
solamente podrá ser instaurado 
durante el primer año de transcurrido 
el nacimiento del hijo o de la hija.  
Posterior a este período debe realizar 
el proceso a través de abogado de la 
localidad, mediante el procedimiento 
común u ordinario de fi liación,  ante los 
tribunales competentes.

Una correcta aplicación de 
las normas procesales contenidas 
en el Código de la Familia, exige del 
juzgador la distinción entre un proceso 

de fi liación   iniciado ante los juzgados 
competentes y los iniciados ante el 
ente administrativo, específi camente 
ante la correspondiente Dirección 
Provincial o agencia del Registro Civil 
del Tribunal Electoral. Esto signifi ca 
que en materia de   fi liación   judicial 
existen dos procedimientos para lograr 
el reconocimiento de la paternidad. 
Uno es el procedimiento especial 
en donde la única prueba es la del 
marcador genético o ADN.  El otro 
es el procedimiento ordinario en 
donde  se puede aducir todo tipo de 
pruebas; entre ellas las testimoniales, 
documentales, periciales, etc.  Así lo 
ha establecido la Sala Civil de la Corte 
Suprema de Justicia, al pronunciarse 
respecto al tema.  Ilustramos con uno 
de los fallos : 

“...En este caso, nos 
encontramos ante un 
proceso de fi liación iniciado 
y tramitado ante el Órgano 
Judicial al que no le son 
aplicables las normas 
del proceso especial de 
reconocimiento de la 
paternidad que se inicia en 
la vía administrativa y que 
puede llegar al conocimiento 
de los jueces en virtud 
de ciertas circunstancias 
específi camente descritas 
en la Ley 39 de 2003. La 
distinción de los casos a los 
que son aplicables esta ley 
en relación con los que se 
tramitan exclusivamente 
en vía jurisdiccional, 
se hace evidente en las 
intervenciones de los que en 
ese entonces, legisladores 
proponentes del proyecto 
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de ley sobre reconocimiento 
de la paternidad y que entre 
otras cosas explicaron que: 
"...Había que encontrar 
un procedimiento que 
fuera expedito y gratuito, 
y, en estos dos años, ... 
porque, ciertamente que el 
procedimiento para reclamar 
la fi liación ya existe en 
Panamá, a través de la vía 
judicial, pero que supone 
que la madre debe buscar un 
abogado y tener los recursos 
para ello e iniciar un proceso 
judicial larguísimo y costoso, 
para el cual, la mayor parte 
de las mujeres, no tienen 
recursos..." ( A.S. RECURRE EN 
CASACIÓN EN EL PROCESO DE 
FILIACIÓN QUE LE SIGUE M. Z. F. 
S. A FAVOR DE LA MENOR M. S. 
F..  PANAMA, DIECISÉIS (16) DE 
JUNIO DE DOS MIL SEIS (2006).

RECONOCIMIENTO JUDICIAL

 La identidad es uno de los 
derechos personalísimos del ser 
humano quien  goza de las garantías 
legales y procesales para obtenerla.   
Tratándose de menores de edad, su 
representante legal, tutor, Ministerio 
Público o la Defensoría del Menor 
debe obrar en  atención al principio 
del interés superior del niño orientado  
a conocer la verdad biológica de su 
origen.  

 Ningún interés ha de ser 
superior al del menor de edad.  No 
comprenderlo por apego a la letra de 
la ley o a cualquier otra preferencia, 
es no cumplir la pauta rectora de los 
instrumentos internacionales a los que 

ya nos hemos referido, que al haber sido 
signados por nuestro país, no deben 
quedar como letra muerta.

 La acción se presenta contra el 
padre que niega la paternidad y si éste 
ha fallecido, la actuación se surtirá con 
audiencia de sus herederos declarados 
o presuntos o del albacea de la sucesión.

 El derecho de los hijos o 
hijas para vindicar el estado que les 
pertenece es imprescriptible. Por 
muerte de ellos ese derecho pasa a los 
nietos, respecto de los cuales también 
es imprescriptible. 

IMPUGNACIÓN DE LA PATERNIDAD

 En los casos en que la persona 
cuente con una fi liación, pero exista 
duda respecto la veracidad de  la misma,  
procede  interponer un  proceso de 
impugnación de  la paternidad.

 Esta acción podrá ejercitarla:
1. El hijo o hija presunto.
2. La madre o el supuesto padre
3. El padre verdadero o quien se 

encuentre legalmente afectado por el 
acto de simulación de la paternidad; y

4. Los herederos de aquel y de 
éstos. 

 A pesar que nuestro país 
es signatario de  convenciones 
internacionales  en donde se resalta 
la obligación de los Estados Partes de 
resguardar los derechos de los menores 
de edad, entre éstos, el Derecho a la 
Identidad, y que con este tema de 
Impugnación de paternidad, lo que 
se persigue es evitar que el niño lleve 
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una fi liación que no le corresponde;  se 
concibe la posibilidad que prescriba 
el derecho a impugnar; luego de 
transcurrido el plazo de un año, contado  
a partir de la inscripción de la paternidad 
en el Registro Civil. En el caso que la 
persona estuviera fuera del país, el año 
empieza a contarse desde la fecha de su 
retorno al territorio nacional8.  

 La pregunta que surge 
inmediatamente es: ¿Riñe la 
prescripción de la Impugnación de 
Paternidad con el derecho que tiene 
toda persona sea mayor o menor 
de edad a un nombre propio y a los 
apellidos de sus padres o  al de uno 
de ellos?
 La prescripción es una 
excepción que impide o extingue 
total o parcialmente la pretensión o la 
modifi ca. Es preciso que el demandado 
la aduzca al contestar la demanda, en 
sus alegaciones o mediante los recursos 
ordinarios.

 Para Cabanellas constituye “...
el modo de adquirir un derecho o de 
liberarse de una obligación por el curso 
del tiempo. Es por lo tanto un medio 
de adquirir derechos o de perder los 
adquiridos, obrando el tiempo, en 
realidad, como el productor esencial de 
estas situaciones jurídicas. 

 De lo expresado se derivan 
bien fácilmente por cierto, dos clases 
de prescripciones: una para adquirir 
y otra para liberarse. La primera es un 
derecho, por el cual el poseedor de una 
cosa adquiere la propiedad de ella por 

la continuación de la posesión, durante 
el tiempo fi jado por la ley; la segunda 
es una excepción para repeler una 
acción, por el solo hecho de que quien 
la entabla ha dejado durante cierto 
tiempo de intentarla, o de ejercer el 
derecho al cual se refi ere...”  9

 Cuando el reconocimiento del 
hijo o hija  ha sido realizado mediante 
error, violencia o intimidación, la acción 
de impugnación prescribe al año del 
reconocimiento o desde que cesó 
el vicio del consentimiento, y podrá 
ser ejercitada o continuada por los 
herederos de quién hubiere otorgado 
el consentimiento, si hubiere fallecido 
antes de transcurrir el año. Pero cuando 
se trate del hijo o hija presunto, no les 
prescribe el derecho de impugnar su 
paternidad. 
 
 El contenido de estas normas nos 
orientan a que una vez venza el término 
establecido por Ley para impugnar, el 
menor de edad conservará el apellido 
que mantiene a la fecha,  aun cuando 
éste no le corresponda biológicamente.

 ¿En qué benefi cia esto al menor 
de edad? Veamos algunas de las 
hipótesis que se esgrimen:

1.  La necesidad del niño de contar 
con una familia. 
 
 ¿Qué familia queremos para ese 
niño? En el preámbulo de la Convención 
sobre los Derechos del Niño se reconoce 
que para el pleno y armonioso desarrollo 
de su personalidad, debe crecer en el 
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seno de la familia, en un ambiente de 
felicidad, amor y comprensión. 

 ¿Cómo garantizamos ésto, con 
un padre que sabe que biológicamente 
no lo es y ha tratado, sin éxito, de 
impugnar su paternidad sobre ese 
niño?  No mantendrá, en la mayoría de 
los casos, ningún vínculo afectivo con 
quien lleva su apellido, ni le permitirá a 
éste relacionarse con su familia paterna.

 A más del desamor y desatención 
que sentirá el menor de edad, estará 
encadenado a llevar un apellido que no 
le pertenece y perderá la oportunidad 
de conocer su verdadero origen. 

 Luego entonces, esta excusa no 
es válida.

2.  La posibilidad que el niño o niña 
cuente con una pensión alimenticia.

 Es claro que existiendo una 
fi liación paterna  hay posibilidad de 
reclamar para el hijo o hija una cuota 
alimenticia. Pero ¿de qué vale contar 
con ese apoyo económico si no existe  
para el menor de edad el deseo de 
garantizarle una formación integral, 
de amarlo, protegerlo, luchar por él, 
dado que no es  hijo o hija biológico? La 
simulación de paternidad no conllevará 
benefi cio para  el o la menor de edad 
quien lo más seguro es que recibirá 
el apoyo económico, por obligación 
judicial, pero ninguno de los otros 
benefi cios de la fi liación más que 
garantizar una fi liación paterna al 
niño o niña para que obtenga una 
pensión alimenticia, lo importante es 
enfocarse legalmente en garantizarle 

su fi liación biológica y exigirle a 
quien le corresponde la prestación 
económica, pues hay más probabilidad 
que al conocer la existencia de su hijo 
biológico pueda en algún momento 
restablecerse  la relación paterno 
fi lial y el niño gozar de todos los otros 
benefi cios. Esta hipótesis tampoco es 
válida. 

3. Garantizar la seguridad e 
integridad mental del menor de 
edad.   

 La mayoría de los casos en 
donde existe una  fi liación putativa, 
se le oculta al niño o niña su origen 
biológico.  Se esgrime que se debe 
mantener el ocultamiento,  por la 
situación traumática que le produciría al 
niño descubrir su verdadera identidad; 
es decir, saber que no es hijo de quién 
creía serlo. 
 
 No avalamos esta  hipótesis 
pues por el contrario, el que el menor 
de edad conozca su verdad biológica 
le  permitirá, con el apoyo terapeútico 
necesario, elaborar el proceso de 
estructuración y crecimiento emocional.  
Como persona, tiene derecho a conocer 
sus raíces.

 Florencia Lalor, psicopedagoga 
refl exiona: “…los niños adoptados 
manifi estan que ya anticipan la 
verdad, al percibir pistas respecto del 
conocimiento de su realidad. A medida 
que crecen se van dando cuenta de que 
hay algo que no está bien, o que les 
cierra. Perciben que hay una mentira. 
Cuando esto sucede y los padres no 
enfrentan la situación con la verdad, 
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estos chicos pueden tener confl ictos, 
trastornos, problemas graves de 
conducta o aprendizaje. Entonces, 
es necesario entender que dichos 
trastornos no se deben al hecho de ser 
hijos adoptivos, sino a los secretos y a la 
manera de manejar la información.

 Cuando los padres revelan la 
verdad a sus hijos cuando éstos ya son 
mayores, los chicos o adolescentes 
se vuelven en contra de ellos. Sufren 
mucho y tienen graves confl ictos. 
Sienten que además de haber sido 
abandonados por sus padres biológicos, 
fueron engañados toda su vida por los 
adoptivos. En estos casos es muy difícil 
que los chicos perdonen a sus padres 
y vuelvan a confi ar en ellos. Es con el 
engaño que se rompe el vínculo entre 
padres adoptivos y sus hijos...” 10

 Traemos ello a colación por 
considerar que es similar la situación 
que se presenta cuando pretendemos 
continuar avalando el ocultamiento 
de la verdadera identidad en las 
fi liaciones. Caemos en la disidencia 
con la ordenanza contenida en la 
Convención sobre los Derechos del 
Niño donde, como ya explicamos, se 
establece que el niño tiene derecho 
a conocer a sus padres y la obligación 
de éstos de preservar la identidad, 
nombre y  relaciones familiares de sus 
hijos de conformidad con la ley, sin 
injerencias ilícitas ; pues cuando es 
privado ilegalmente de  alguno de los 
elementos de su identidad, los Estados 

Partes deben prestar la asistencia y 
protección apropiadas con miras a 
restablecerla rápidamente.

4.  Después de años de llevar un 
apellido, no es correcto que se 
pretenda desestabilizar a la persona 
con el uso de otro.

 En este punto cabría valorar qué 
es lo más importante a proteger:  La 
fi liación social o la fi liación biológica. 

 Razonamiento como el que nos 
ocupa se torna refutable e insufi ciente 
para pretender desconocer el derecho 
a conocer el propio origen, confi gurado 
como un importante  derecho 
fundamental de todo ser humano.

 Un criterio específi co escogido 
por ley para la protección del nombre 
que se haya usado por mucho tiempo, 
sobre todo en casos donde se trate de 
un mayor de edad, lo encontramos en 
el capítulo IV  de la Ley 31 de 200611 , que 
permite a la parte interesada, mediante 
apoderado legal, solicitar por derecho 
de uso y costumbre mantener el 
nombre y apellido que lo ha identifi cado 
hasta ese momento. 12 Esto le garantiza 
seguir identifi cado socialmente como 
se ha presentado hasta esa fecha, pero 
su fi liación biológica se corrige en 
los asientos de su inscripción, donde 
constará la real.  

 Razones pragmáticas como 
éstas no pueden tener mayor valor 
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que el derecho fundamental que 
conlleva la dignidad  de  la persona y 
el libre desarrollo de  su personalidad. 
La caracterización tautológica en  la  
impugnación de paternidad,  lleva 
como consecuencia lógica,  mayor 
probabilidad de conocer y relacionarse 
con el padre biológico, con la  familia 
paterna biológica, llevar el apellido 
que corresponde,   lo que a la larga,  
librará al hijo o hija putativa de un 
desprecio público por parte del 
hombre que ostenta la paternidad que 
no le corresponde,  y que puede hasta 
revictimizar a una criatura inocente con 
sus actos. 

 Se trata de garantizar al menor 
de edad hasta donde sea posible, su 
dignidad personal, un buen trato, 
cuidados y atenciones que propicien su 
desarrollo óptimo. Se trata de protegerlo 
de toda forma de abandono, descuido, 
trato negligente, discriminación, de 
parte de quien en un momento fi guró 
voluntariamente o por error como su 
padre legal.

 Ante las exigencias del 
cumplimiento de los convenios 
internacionales,  debemos preservar 
el Interés Superior del Niño tal como 
lo consagran nuestras leyes, tomando 
en consideración que el conocer 
la verdadera fi liación, constituye el 
derecho a la identidad de la persona 
humana. 

 Aun cuando nuestra normativa 
nacional permite excepcionar 
prescripción en casos de impugnación 
de paternidad, el hecho de ser Estado 
Parte de la Convención Americana de 

Derechos Humanos, nos hace cumplir 
con los pronunciamientos de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos  
donde  recomiendan a los órganos del 
Poder Judicial ejercer no sólo un control 
de constitucionalidad, sino también 
el control de convencionalidad, ex 
ofi cio, entre las normas internas y la 
Convención Americana de Derechos 
Humanos.

"La Corte es consciente que los 

jueces y tribunales internos están 

sujetos al imperio de la ley y, por 

ello, están obligados a aplicar 

las disposiciones vigentes en 

el ordenamiento jurídico. Pero 

cuando un Estado ha ratifi cado 
un tratado internacional como 

la Convención Americana, 

sus jueces, como parte del 

aparato del Estado, también 

están sometidos a ella, lo que 

les obliga a velar porque los 

efectos de las disposiciones 

de la Convención no se vean 

mermadas por la aplicación de 

leyes contrarias a su objeto y fi n, 
y que desde un inicio carecen 

de efectos jurídicos. En otras 

palabras, el Poder Judicial debe 

ejercer una especie de “control 

de convencionalidad” entre las 

normas jurídicas internas que 

aplican en los casos concretos y 

la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos. En esta 

tarea, el Poder Judicial debe 

tener en cuenta no solamente 

el tratado, sino también la 

interpretación que del mismo ha 

hecho la Corte Interamericana, 

intérprete última de la 

Convención Americana.". 
(Corte Interamericana de 
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Derechos Humanos Caso 

Almonacid Arellano y otros 

vs. Chile Sentencia de 26 de 

septiembre de 2006. Párrafo 124 

). En relación con la obligación 
general de adecuar la normativa 
interna a la Convención, la 
Corte ha afi rmado en varias 
oportunidades que “[e]n el 
derecho de gentes, una norma 
consuetudinaria prescribe que 
un Estado que ha celebrado 
un convenio internacional, 
debe introducir en su derecho 
interno las modifi caciones 
necesarias para asegurar la 
ejecución de las obligaciones 
asumidas” En la Convención 
Americana este principio es 
recogido en su artículo 2, que 
establece la obligación general 
de cada Estado Parte de 
adecuar su derecho interno a 
las disposiciones de la misma, 
para garantizar los derechos en 
ella reconocidos, lo cual implica 
que las medidas de derecho 
interno han de ser efectivas 
(principio de effet utile)La 
Corte ha interpretado que tal 
adecuación implica la adopción 
de medidas en dos vertientes, 
a saber: i) la supresión de las 
normas y prácticas de cualquier 
naturaleza que entrañen 
violación a las garantías 
previstas en la Convención o 
que desconozcan los derechos 
allí reconocidos u obstaculicen 
su ejercicio, y ii) la expedición 
de normas y el desarrollo de 
prácticas conducentes a la 
efectiva observancia de dichas 
garantías. Precisamente, 
respecto a la adopción de 
dichas medidas, es importante 

destacar que la defensa u 
observancia de los derechos 
humanos a la luz de los 
compromisos internacionales 
en cuanto a la labor de los 
operadores de justicia, debe 
realizarse a través de lo que 
se denomina “control de 
convencionalidad”, según 
el cual cada juzgador debe 
velar por el efecto útil de los 
instrumentos internacionales, 
de manera que no quede 
mermado o  anulado por 
la aplicación de normas o 
prácticas internas contrarias 
al objeto y fi n del instrumento 
internacional o del estándar 
internacional de protección de 
los derechos humanos" (Corte 

Interamericana de Derechos 

Humanos Caso Heliodoro 

Portugal vs. Panamá Sentencia 

de 12 de Agosto de 2008. 

Párrafos 179 y 180).

Más clara no puede estar  
consignada nuestra obligación como 
operadores de justicia  de ejercer el 
control de convencionalidad entre la 
norma jurídica interna que  indica que 
la acción de impugnación tiene plazo 
de prescripción cuando no la ejerce el 
hijo o hija presunto versus el artículo 
18 de la Convención  Americana sobre 
Derechos Humanos, y el artículo 7 de 
la Convención sobre los Derechos del 
Niño, que indican que toda persona 
tiene derecho a un nombre propio y a 
los apellidos de su padre o  al de uno 
de ellos, para garantizar su interés 
superior. 

Entendemos lo relativo a la 
fi gura de la prescripción; pero al 
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tratarse de procesos de familia debe 
prevalecer el interés superior del menor 
de edad, basándose en la veracidad 
de los hechos. Lo que obstruya el 
derecho a la verdad en los asuntos 
de fi liación, atenta contra normas 
constitucionales. Conocer la verdad 
biológica frente a una supuesta 
paternidad, es un derecho de todo niño 
o niña.  Esto reafi rma nuestra convicción 
de  salvaguardar el derecho humano de 
los menores de edad de llevar el apellido 
que le corresponde y  garantizarle  el 
goce de su identidad real, el goce de 
relaciones familiares saludables y un 
desarrollo integral positivo, basado en 
el  hecho de sentirse parte de su familia 
paterna y  estrechar los lazos con éstos.

El Código de la Familia en su 
artículo 2 recoge el principio del interés 
superior del niño y la familia.

Doctrinal   y  jurisprudencialmente, 
ese principio ha devenido a ser criterio 
rector del derecho de familia y punto 
fundamental de la regulación familiar 
que informa nuestro sistema jurídico, 
y cómo no podía ser de otra forma, 
es el eje  en nuestro ordenamiento  
en cuanto a  las medidas que deban 
adoptarse en relación a los hijos.

En el Manual de Aplicación de 
la Convención sobre los Derechos del 
Niño,  se subraya en varias ocasiones 
que esos derechos  deben ser 
considerados como un todo y se insiste 
en la interdependencia de los artículos 
de ese instrumento internacional.  La 
determinación del interés superior debe 
hacerse en función del corto, como 

del largo plazo. Debe corresponder al 
espíritu de la Convención en su totalidad 
y, en concreto al énfasis que ésta pone 
en el niño como individuo y como 
persona con plenos derechos civiles y 
políticos, a la vez como benefi ciario de 
protecciones especiales.

Como Estado Parte,  no debemos 
utilizar la interpretación del interés 
superior para negar al niño derechos que 
le son garantizados por la Convención y 
las leyes nacionales.

El listado de esos derechos 
fundamentales los recoge  nuestra 
norma nacional de familia en el artículo 
489,  los cuales deben interpretarse de 
acuerdo con los principios generales y 
universalmente admitidos en benefi cio 
integral del niño. 

Con ello nos enfrentamos con 
el orden público, que por un lado 
investiga la posibilidad de un delito13 , 
en el que se encuentran en juego 
intereses de la sociedad y de terceros, y 
por el otro el derecho personalísimo de 
saber quién uno es. Entonces el dilema 
de fondo a resolver es hasta qué punto 
puede el derecho a la verdad biológica  
transformarse en un deber.    

Ante las exigencias del 
cumplimiento de los convenios 
internacionales, debemos preservar 
el Interés Superior del Niño tal 
como lo consagran nuestras leyes. El 
conocimiento del origen biológico de 
la persona es de suma importancia 
dentro de los aspectos de la identidad 
personal.  

¿Cómo entender el tema 
_______________________________________
13 Artículo 205 del Código Penal
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de prescripción en estos procesos, 
cuando los derechos familiares 
son irrenunciables, indisponibles y  
personalísimos?  Dice la norma que solo 
se extinguen con la muerte de su titular 
y no se admite la renuncia, transferencia 
ni transmisión de los mismos.  

¿Hay contradicción entre 
la acción de estado de familia que 
persigue determinar la  fi liación 
biológica del menor de edad y la 
excepción de prescripción en los casos 
de impugnación de paternidad?  Parece 
clara la respuesta ya que el principio de 
aplicación de la orientación doctrinaria 
del Derecho  insta a considerar al menor 
de edad como un sujeto de derecho  
no como un objeto del derecho de los 
adultos. 

La orientación del Derecho de 
Familia va dirigida a afi anzar el derecho 
a la identidad como un derecho natural, 
es una disposición de orden público e 
interés social que no puede ser alterada 
o variada por voluntad de particulares; y 
es obligante priorizar las convenciones 
internacionales adecuando la normativa 
interna a las mismas.14  

Previo a fi nalizar, es importante 
mencionar que también nuestra 
legislación permite el impugnar la 
maternidad, probándose el falso parto, 
o la suplantación del pretendido 
hijo o hija al verdadero. y contempla 
como tiempo de prescripción, el dejar 
transcurrir cinco años contados desde la 
fecha del parto. 15, pero no abundamos 
en ello, pues  el enfoque en este trabajo 

lo orientamos a la fi liación paterna, en  la 
que con mayor frecuencia  se  vulnera el 
derecho de identidad de las personas.    

En la Conferencia Internacional 
sobre la Población y el Desarrollo 
celebrada en El Cairo en el año 1994, los 
países participantes se comprometieron 
a través de sus respectivos gobiernos 
a alcanzar los objetivos y metas de la 
Conferencia Internacional, en donde no 
se creó ningún derecho humano nuevo; 
pero se lanzó como reto aplicar en 
todos los aspectos de los programas de 
la población las normas de los derechos 
humanos universalmente reconocidos.  
En el tema de responsabilidades y 
participación del hombre, el 
compromiso fue:

 “Deberían hacerse esfuerzos 
especiales por insistir en la parte 
de responsabilidad del hombre 
y promover la participación 
activa de los hombres en 
la paternidad responsable, 
el comportamiento sexual 
y reproductivo saludable, 
incluida la planifi cación de 
la familia; la salud prenatal, 
materna e infantil; la 
prevención de las enfermedades 
de transmisión sexual, incluido 
el VIH; la prevención de los 
embarazos no deseados y de 
alto riesgo; la participación 
y la contribución al ingreso 
familiar; la educación de los 
hijos, la salud y la nutrición; y el 
reconocimiento y la promoción 
de que los hijos de ambos 
sexos tienen igual valor. Las 
responsabilidades del hombre 

_______________________________________
14 Art. 4 Código de la Familia.
15 Artículo 250 del Código de la Familia.

E. Escobar. Prescripción en los Procesos de Impugnación de Paternidad ¿Obstáculo al Derecho de Identidad?. Pág. 6 a 21  
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en la vida familiar deben incluir 
la educación de los niños desde 
la más tierna infancia. Debe 
hacerse especial hincapié en 
la prevención de la violencia 
contra las mujeres y los niños.”  16

Ya para concluir debemos 
reconocer que Panamá está realizando 
esfuerzos en este sentido, pero aún 
quedan tareas pendientes por resolver y 

una de ellas es adecuar nuestra normativa 
nacional a las obligaciones contraidas 
en los instrumentos internacionales 
signados, para que sin restricciones 
de términos perentorios nuestros 
ciudadanos puedan promover procesos 
de impugnación de paternidad que 
garantice al destinatario el derecho de 
llevar los apellidos que le corresponden 
biológicamente o  uno de estos.

_______________________________________
16 Programa de Acción de la Conferencia Internacional sobre Población y Desarrollo.  Capítulo IV punto C.
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EL ROL DE  LOS SUJETOS PROCESALES EN EL JUICIO ORAL

Resumen
  
Los sujetos procesales en el juicio, aún con intereses contrarios, comparten 
un proceso penal cuyo objeto es, resolver el confl icto surgido como 
consecuencia del delito, el conocimiento de los hechos, establecer la verdad, 
garantizar la justicia en la aplicación del derecho y, para contribuir a restaurar 
la armonía social entre sus protagonistas, en un marco de respeto irrestricto 
a los derechos fundamentales de las personas. Los sujetos procesales, 
participan en un juicio oral, acusatorio y adversarial; esto implica que 
deben conocer, ejecutar y argumentar la acusación y probar los hechos que 
acrediten la responsabilidad penal de las personas, sin que los tribunales 
puedan asumir ni rebasar los términos de la acusación, preservándose en 
todo momento la distinción entre las funciones propias de la acusación, de 
la defensa y del juez o tribunal de juicio oral. El proceso es adversarial en 
tanto implica una contienda entre partes en situación de igualdad procesal 
sometidas a la jurisdicción y, oral en tanto las pretensiones, argumentaciones 
y pruebas en el desarrollo del proceso se deben plantear, introducir y practicar 
en forma oral ante el juez o tribunal, bajo los principios de inmediación y 
contradicción.

Summary

The procedural subjects in the trial, even with adverse interests, share criminal 
proceedings concerning, resolve the confl ict emerged as a result of the crime, 
knowledge of the facts, establish the truth, ensure justice in the application 
of law and for help restore social harmony between its protagonists, in the 
framework of absolute respect for the fundamental rights of individuals. 
The procedural subjects involved is an adversarial trial, accusatory; This 
implies that they know, implement and argue the prosecution and prove 
the facts that prove the criminal responsibility of individuals, not the courts 
to assume or exceed the terms of the indictment, preserving at all times 
distinguish between the functions of the prosecution, defense and the judge 
or court trial. The process is adversarial in that it involves a contest between 
parties in a procedural equality under the jurisdiction and oral in both the 
claims, arguments and evidence in the development process should be 
posed introduce and practice orally before the judge or tribunal, under the 
principles of immediacy and contradiction.

Palabras Claves

Sujeto procesal,  juicio oral, procedimiento penal, acusación.

Recibido el 15 de octubre  de 2015 - Aprobado el 30 de octubre de 2015
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Introducción

Los sujetos procesales son las 
personas entre las cuales se 
constituye la relación jurídico-

procesal, la misma que ha surgido por 
el confl icto de intereses generado por 
la comisión de un ilícito penal. 

 Lo anterior exige al juez contar 
con las destrezas, habilidades y 
conocimientos ajustados a la nueva 
cultura del juicio oral.  El éxito del 
proceso de juzgamiento oral acusatorio 
depende de una colaboración 
fundamental entre las partes y el 
juzgador, en la cual el juez debe, no 
solo resolver el confl icto con base a 
las pruebas ofrecidas por las partes, 
sino también, debe regular la actividad 
de ellas y decidir, como presupuesto 
a su incorporación la conducencia 
y legalidad de la prueba ofrecida y 
después dictar la resolución judicial, 
que supone una valoración mediante 
procesos mentales rigurosos.

 Para esto el juez debe poseer 
la facultad y el deber de controlar las 
actividades de las partes, el público, 
la prensa y el acusado, con fi nes de 
asegurar el decoro, respeto, y efi ciencia 
del proceso. Así mismo el juez debe 
dar posibilidad para que las partes 
presenten sus peticiones, fundamentos 
y argumentos que la justifi can. De la 
misma manera debe permitir que las 

partes presenten su punto de vista 
en un contexto que permita que ellas 
hagan un ejercicio razonable de sus 
derechos, debe asegurarse que la 
víctima o el imputado comprendan las 
distintas acciones que se van realizando 
dentro de la audiencia.

 En la República de Panamá, 
el tema de los sujetos procesales y 
su rol en el juicio oral demuestra la 
importancia  de reconocer las garantías 
que gozan las partes en el proceso para 
el nuevo sistema de enjuiciamiento 
penal, indistintamente de la relevancia 
de la solicitudes que realicen los 
sujetos procesales, lo relevante es 
garantizar la tutela judicial efectiva 
como manisfestación de garantía.  El 
fallo de la honorable Corte Suprema 
de Justicia, en la demanda de amparo 
de derechos fundamentales, formulada 
por el Licenciado S. Q. M, mandante 
del señor F. G. T. contra la resolución de 
22 de octubre de 2012, emitida por el 
Tribunal Superior del Segundo Distrito 
Judicial, a través de la cual se resolvió 
la acción de tutela presentada contra 
el acto contenido en la resolución de 
14 de septiembre de 2012, dictada por 
la Fiscal Adjunta del Circuito de Coclé, 
señaló:

“Somos del criterio que a 
los sujetos procesales se les 
debe garantizar  su d erecho 
d e acceder a las copias de 
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todo acto, gestión o actuación 
efectuada en el procedimiento 
tal como lo señala el artículo 132 
de la Ley 63 de 2008, por tanto, 
si esta norma no realiza ninguna 
distinción, no encontramos otra 
disposición que impida que la 
agente del Ministerio Público 
acceda a la entrega de copias 
autenticadas de las actuaciones, 
indistintamente del uso que el 
sujeto procesal disponga sobre 
las mismas”.

 La relevancia del fallo radica 
en reconocer que se postula un 
procedimiento marcado por el 
contradictorio, es decir, la actividad 
procesal depende de la intervención 
de las partes,  obedece a la  presencia 
de intereses jurídicos: el acusador, el 
acusado, los cuales son los llamados a 
exponerlos, fundamentarlos y dotarlos 
del marco probatorio y de valoración 
normativa, a fi n que un tercero, el 
cual es el Juez decida a cuál de los 
interés le asiste razonabilidad para ser 
amparado, dando un pronunciamiento 
donde se oriente por la imposición o 
no, de consecuencias jurídico-penales. 
Se postula una igualdad funcional 
entre las partes tanto acusadora 
como acusada, con lo que se denota 
la igualdad funcional de la libertad y 
legitimidad para presentar los cargos 
que denotan la presencia de un titulo 
de imputación a un sujeto responsable 
y todo ello a través de la presentación 
de los medios probatorios idóneos 
dentro de los marcos legales. Cada 
sujeto procesal tiene la misma libertad, 
legitimidad y posibilidad para presentar 
el material probatorio de descargo. Se 

postula el rol de un Juez con funciones 
de garantía y de fallo; por lo cual el Juez 
se halla en inmejorables condiciones 
para actuar de modo imparcial, pues 
él nunca impulsa la persecución y 
se limita a decidir las controversias y 
vigilar el cumplimiento de las reglas del 
procedimiento.

 A continuación explicaremos 
las funciones de cada uno de los 
intervinientes en el proceso penal. 

 El Fiscal

 Es importante destacar que 
los agentes del Ministerio Público 
son independientes en el ejercicio de 
sus funciones y no están sometidos 
más que a la Constitución Política y 
la Ley,  pero están obligados a acatar 
aquéllas disposiciones legítimas que 
sus superiores emitan en el ejercicio 
de sus atribuciones legales (cf. Art. 67 
de Código Procesal Penal Panameño). 
La carga de la prueba corresponde 
al Fiscal, deberá probar, verifi car o 
demostrar  en el juicio oral y público los 
hechos que fundamentan su acusación. 
Además debe expresar de manera clara 
y concisa, las razones legales o jurídicas 
al momento de emitir concepto 
sobre una solicitud o negocio que le 
presenten       ( cf. Art. 72 y 73 de Código 
Procesal Penal Panameño).

 El confl icto penal admite 
métodos alternos de solución, por 
tanto, el Fiscal procurará la aplicación 
de los mecanismos alternos, entre ellos, 
conciliación y mediación, criterio de 
oportunidad, suspensión del proceso 
sujetos a condiciones y los acuerdos (cf. 
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Título IV, Libro II, del Código Procesal 
Penal Panameño, específi camente los 
artículos 201-220).

 Tiene el deber de actuar 
durante todo el proceso con absoluta 
objetividad y lealtad para con el 
imputado o acusado, el defensor, 
la víctima u ofendido y los demás 
intervinientes en el proceso.

 La objetividad del Ministerio 
Público comprende el deber de 
suministrar a los intervinientes 
información veraz sobre la investigación 
realizada y sus resultados; asimismo, 
develar en el momento procesal 
oportuno, aquellos elementos que 
pudieran resultar favorables para la 
posición que ellos asumen, sobre todo 
cuando ha resuelto no incorporar 
alguno de esos elementos al proceso, 
dejando a salvo la reserva que debe 
existir para el éxito de la investigación.

 En este sentido, su investigación 
debe ser objetiva y referirse tanto a 
los elementos de cargo como a los de 
descargo, procurando recoger con 
urgencia los elementos de convicción, 
con el fi n de determinar, incluso, el no 
ejercicio de la acción penal. Igualmente, 
en la audiencia de debate de juicio 
oral puede concluir requiriendo la 
absolución o una condena más leve 
que aquélla que sugiere la acusación, 
cuando en esa audiencia surjan datos 
que conduzcan a esa conclusión, de 
conformidad con las leyes penales.

 En la etapa de investigación, 
el imputado o su defensor podrán 
requerir al Ministerio Público medidas 

para verifi car la inexistencia de un 
hecho punible o la existencia de 
circunstancias que excluyan el delito o 
atenúen la culpabilidad.

 El Ministerio Público deberá 
fundar y motivar sus determinaciones, 
requerimientos, peticiones y 
conclusiones, sin recurrir a la simple 
relación de medios de investigación o 
pruebas o formularios o afi rmaciones 
dogmáticas. Expondrá oralmente en las 
audiencias y por escrito en los demás 
casos. 

 El fi scal tiene un papel 
fundamental durante el juicio oral, 
como atribución  constitucional y 
legal debe preparar la acción penal 
pública a través de la acusación, y por 
lo tanto, la carga de la prueba; en base 
a las investigaciones desarrolladas 
en la etapa preparatoria, buscará 
demostrar en juicio la existencia del 
hecho  delictivo,  la participación y 
responsabilidad del imputado. Además 
el artículo 69 del Código Procesal Penal, 
exige al Ministerio Público, adoptar las 
medidas necesarias para proteger a 
las víctimas, testigos, denunciantes y 
los demás intervinientes en el proceso 
penal. 

 La Víctima

 Para efectos penales, es toda 
persona que individualmente o 
colectivamente haya sufrido, lesiones 
físicas, mentales, emocionales, pérdidas 
fi nancieras, menoscabo sustancial de los 
derechos. Puede entenderse entonces 
que, es la persona ofendida, el cónyuge, 
los parientes (hasta el cuarto grado de 
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consanguinidad y segundo de afi nidad), 
los herederos. Además incluye a los 
socios, asociaciones y las instituciones 
de derecho público (cf. Artículo 79 del 
Código Procesal Penal de Panamá). Los 
derechos de las víctimas se encuentran 
regulados en el artículo 80 del Codigo 
de Procedimiento, y es importante 
reconocer que las autoridades están 
obligadas a informar a las víctimas 
de sus derechos desde su primera 
intervención en el procedimiento, 
sobre la atención médica, psiquiátrica, 
psicológica, espiritual, material o 
social en apoyo con las instituciones 
correspondiente para tales fi nes. 

 Además la víctima puede 
intervenir como querellante en el 
proceso, obtener seguridad propia o 
para los familiares, ser informada sobre 
el curso del proceso, ser oída antes de 
resolver los autos de sobreseimientos, 
recibir los bienes recuperados, atención 
legal gratuita,  entre otros regulados en 
la Ley  31 de 1998, sobre la protección 
de la víctima del delito (Gaceta Ofi cial    
# 23,553).

 El Denunciante

 Es denunciante quien pone en 
conocimiento del Ministerio Público la 
ocurrencia de un delito investigable de 
ofi cio, no puede ser considerado parte 
en el proceso ni está obligado a probar 
su relato. En la República de Panamá, se 
admite que las denuncias no requieran 
formalidad, solemnidad, y pueden 
presentarse en el anonimato. Cuando 
se denuncia por escrito un hecho, se 
requiere -de ser posible- la descripción 
de las circunstancia como ocurrió, los 

presuntos autores, partícipes, afectados 
y si lo hubieren  los testigos. Además el 
denunciante deberá fi rmar su denuncia.

 Es importante destacar que nadie 
está obligado  a presentar una denuncia 
contra sí mismo, el cónyuge, la pareja 
sentimental, los parientes o cuando el 
hecho se encuentra protegido por el 
secreto profesional. (cf. Artículo 81, 82 
y  83 del Código Procesal Penal de la 
República de Panamá).

 No obstante lo anterior, 
constituye una obligación legal para 
las personas que tengan a su cargo el 
manejo, la administración, cuidado, 
control, de los bienes o intereses de 
una institución, para tales efectos 
se requiere que conozcan el hecho 
por el ejercicio de sus funciones. Los 
funcionarios públicos, contadores 
y notarios públicos autorizados, los 
médicos, farmacéuticos, enfermeros y 
personal de las ciencias médicas.

 El querellante

 El querellante es sujeto procesal 
y tiene derecho a incorporar al debate 
los medios probatorios que conduzcan 
a demostrar la responsabilidad penal, la 
naturaleza, cuantía del daño o perjuicio 
derivado del delito. Es querellante 
legítimo la víctima del delito. <La 
participación de la víctima como 
querellante no alterará las facultades 
concedidas por la ley al Fiscal, ni lo 
excluye de responsabilidad. La querella 
se declarará inadmisible, si los medios 
probatorios demuestran la prescripción 
de la acción penal o cuando el 
querellante no sea legítimo, también 
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admite el desistimiento.

 En los delitos investigables de 
ofi cio, la víctima o su representante 
legal, podrá presentar la querella o 
intervenir en el proceso para coadyuvar 
con la investigación y compartir el 
ejercicio de la acción penal pública y 
conjunta.

 La querella deberá presentarse 
ante el Ministerio Público o ante el Juez 
de Garantías  durante la fase intermedia, 
antes que se dicte el auto de apertura a 
juicio (art. 89 del Código Procesal Penal 
Panamá). Si la querella cumple con los 
requisitos de admisibilidad y fondo, 
dará inicio a la investigación. Si faltara 
algun requisito, el agente de instrucción 
ordenará que dentro del término de 
cinco 5 días hábiles, sea completa o 
corregida, de lo contrario se considerará 
no presentada, sin embargo, admite la 
posibilidad que se vuelva a presentar 
en cualquier tiempo.  

 El juez de garantías convocará 
una audiencia dentro del plazo de 
cinco 5 días  en el evento que el 
pretendido querellante y el querellado, 
debatan sobre la admisibilidad o no 
de la querella, por parte del Agente de 
Instrucción. Fallará en la audiencia, si 
admite la constitución del querellante, 
le ordenará al Fiscal que otorgue a 
este sujeto procesal  la intervención 
correspondiente, si no admite, la 
víctima puede apelar. (Artículo 89 del 
Código Procesal Penal)

 En la República de Panamá, 
la querella será presentada por 
escrito, requiere abogado, y exige 

una estructuración lógica-jurídica, 
es decir, los datos, domicilio y fi rma 
del querellante, del abogado y del 
querellado. Una relación clara, precisa 
y circunstancial (modo, tiempo y lugar) 
del hecho. Los hechos y motivos que 
justifi can la acción civil y la cuantía 
provisional del daño causado. Los 
elementos probatorios idóneos 
para sostener o coadyuvar con la 
acusación. En los supuestos que se 
trate de testigos o peritos se deberán 
mencionar  sus datos personales,  el 
domicilio y los hechos sobre los cuales 
serán examinados. 

 La Persona Imputada

 Imputada es la persona a quien 
le han formulado cargos por parte 
del Ministerio Público ante el Juez 
de Garantías. Cuando ya la acusación 
penal en su contra ha sido formalizada 
se le denominará acusado.  Cuando 
se trate de procesos que involucren 
a personas jurídicas, la notifi cación 
de los actos procesales y la posible 
sanción se le notifi cará a su presidente 
o representante legal, quien a su vez 
ejercerá por cuenta de la sociedad 
todos los derechos y garantías que 
corresponda. ( cf. artículos 92 y 97 del 
Código Procesal Penal de Panamá).

 Es importante resaltar el 
hecho que desde el primer acto de 
investigación o en que intervenga, el 
imputado será identifi cado por sus 
datos personales y señas particulares, 
además tiene el deber de comunicar 
su domicilio real y fi jar el domicilio 
procesal y mantener actualizados sus 
datos. Cuando se abstiene el imputado 
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de ofrecer sus datos verídicos u 
ofrecerlos falsamente , se aplicaran los 
medios útiles y válidos, o por testigos. El 
proceso no se alterará ni se interrumpe 
el curso normal, en el evento que se 
tengan dudas en cuanto a la identidad 
del imputado. 

 El Agente de instrucción deberá 
practicar evaluación médico-forense, 
en el evento que observe aun de 
manera indiciaria, alguna ausencia o 
falta de capacidad de comprensión de 
la ilícitud de la conducta, esta diligencia 
puede practicarse en cualquier fase 
del proceso y en el evento de una 
enfermedad mental comprobada, 
se ordenará la suspensión del 
procedimiento hasta -si es factible- 
desaparezca la condición (cf. artículo 95 
del Código Procesal Penal). En el evento 
de pluralidad de imputados, el proceso 
continuará en cuanto a ellos. 

 En la República de Panamá, al 
igual que en las otras legislaciones, 
Colombia,  en Costa Rica y Nicaragua, 
a la persona imputada se le aseguran 
los derechos constitucionales, los 
tratados y convenios ratifi cados por el 
Estado; esto desde el acto inicial del 
procedimiento dirigido en su contra 
hasta la conclusión del proceso. El 
artículo 93 del Código Procesal Penal, 
hace referencia a los derechos de la 
persona imputada. 

 El acusado debe conocer el hecho 
imputado, la identidad del acusador o la 
fuente de la noticia criminal. El motivo 
y la causa de la aplicación de medidas 
cautelares personales o reales. Ser 
asistido por un abogado defensor de su 

elección, o en su defecto un defensor de 
ofi cio. Tener comunicación inmediata  y 
efectiva con su defensor, abstenerse de 
declarar, aducir pruebas de descargos, 
entre otros.

 La Defensa Técnica

 El defensor penal, público o 
privado, es el principal exponente de 
la defensa de los derechos y garantías 
que la Constitución y los Tratados 
Internacionales establecen a favor de 
todos los individuos que se encuentran 
involucrados en un proceso penal en 
calidad de imputados. En ese tenor, el 
éxito de la reforma al sistema procesal 
penal, aún y con todas las bondades 
que conforma el mismo, se dará en 
menor o mayor grado, en tanto que, 
los operadores del sistema, llámese 
defensores público y privados, agentes 
del Ministerio Público y Jueces, 
estén preparados para el cambio  
de cultura jurídica y asuman el rol 
que les corresponde con probidad, 
conocimiento y responsabilidad, 
totalmente capacitados y con las 
habilidades y aptitudes que requiere el 
Nuevo Sistema, lo que se traducirá, en 
consecuencia, en el acceso efectivo a la 
justicia.
 
 El rol del defensor es importante 
para la defensa real y efectiva de los 
derechos del acusado. Esta defensa en 
principio es irrenunciable e inviolable, 
su asignación no estará sujeta a 
formalidad. No obstante, el poder legal 
de representación permite la facultad 
de renunciar o sustituir el poder, 
en ningún caso es admisible que el 
imputado queda en la indefensión (cf. 
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Artículos 100, 102 y 104 del Código 
Procesal Penal). Si el imputado 
está  privado de libertad, su cónyuge 
o conviviente, sus parientes cercanos 
podrán proponer por escrito ante la 
autoridad competente la designación 
del defensor. 

 El Código Procesal Penal, 
consagra que para el ejercicio de 
sus funciones, los defensores serán 
admitidos de inmediato y sin ningún 
trámite por la Policía Nacional, los 
organismos de investigación, el 
Ministerio Público o el Juez. 

 El Tercero Civilmente   
 Responsable

 La persona natural o jurídica 
que según las leyes vigentes en la 
República de Panamá, está obligado a 
responder por el daño que el imputado 
ha causado como consencuencia del 
hecho punible. Le corresponde al 
Ministerio Público y la víctima solicitar al 
Juez de Garantías la citación del tercero 

civilmente responsable a la audiencia 
de formulación de acusación, donde 
deberá ofrecer la evidencia de descargo 
que llevará al juicio oral y se debatirá su 
admisibilidad. (cf.artículos 108 y 109 del 
Código Procesal Penal).

 El Juez

 El juez es el director del proceso, 
fi gura importante en la resolución 
del confl icto penal, pilar fundamental 
dentro de un sistema democrático 
y Estado de Derecho, debe actuar y 
obrar  únicamente  por la Constitución 
y las leyes de la República, aplicando 
el derecho; debe velar para que la 
audiencia se desarrolle en un espacio 
de tiempo acotado; debe resguardar 
el carácter público de la audiencia 
y en cuanto a la toma de decisiones 
debe incentivar que las partes 
incorporen toda información que sea 
útil para resolver el asunto debatido en 
audiencia y el deber de fundamentar 
verbalmente en la audiencia la decisión 
que se adopta. 
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CRIMINOLOGÍA MEDIÁTICA
Infl uencia en la creación del Femicidio/Feminicidio

Resumen
  
Veremos con claridad que desde el momento en que una persona o grupo de 
personas utilizan la libertad de expresión como gallardete de un sin número 
de acusaciones; supuestos hechos y se autonombran sabedores del Derecho, 
podemos vernos inmersos en una apología del delito dada la intromisión 
abrupta en el Ius Puniendi.  El Ministerio Público –MP- y la Administración de 
Justicia,  según estos duchos de la cuestión criminal y la paz social (que en 
realidad sólo publican y promueven violencia), el legislador debe aprobar 
nuevos tipos penales como el ya establecido femicidio/feminicidio, exigen al 
juzgador por cual delito condenar e imponen un tiempo perentorio para ello 
–porque absolución no piden jamás-; de lo contrario excitan a una población 
a delinquir por la falta de condenas, mientras que en el próximo bloque 
informativo se anuncian los nuevos programas para grupos de criterio 
formado.

Summary

We will see clearly that from the time a person or group of people use freedom 
of expression as pennant of a number of allegations ; assumptions made and 
call themselves knowing the law , we may be engaged in a defense of crime 
given the abrupt intrusion into the right to punish , the Ministry -MP- Public 
Administration and Justice; according to these adept of the criminal matter 
and social peace (actually only publish and promote violence ) , the legislature 
must approve new crimes already established as femicide/feminicide which 
require the judge to condemn crime and impose a peremptory time Because 
it does not ask ever- acquittal ; otherwise they excite a population to crime 
by the lack of convictions , while the next information block new programs 
for groups formed advertised criteria.

Recibido el 15 de octubre  de 2015 - Aprobado el 30 de octubre de 2015

Estamos habituados a que el locutor atildado 
comunique la noticia sangrienta con voz 
cavernosa, preludiando la exhortación a 

reformar el código penal y de inmediato vaya 
al corte para anunciar productos íntimos1.  

ZAFFARONI Eugenio

_______________________________________
1  ZAFFARONI. R. La Cuestión Criminal. Grupo Editorial IBAÑEZ. Pág. 30. 2013.
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INTRODUCCIÓN 

Ciertamente abordamos un 
tema sumamente sensitivo; no 
obstante, es necesario analizar 

la creación de tipos en base a culturas 
foráneas como el llamado femicidio 
o feminicidio, la congruencia entre 
la pena y la resocialización –que la 
criminología mediática llama castigo- 
inherente a nuestro país (utopía), así 
como la incuestionable inseguridad 
jurídica provocada por la insostenible 
promulgación de leyes para un ya 
empachado código penal, donde 
algunas leyes por ser prematuras están 
predestinadas a ser modifi cadas o 
fenecer en menos tiempo que el de un 
comercial; otras producto de la batería 
que diariamente emiten los medios de 
comunicación y que muchos mal llaman 
la opinión pública. Hagamos un alto 
para aclarar esto. La equivocadamente 
llamada opinión pública, no es más que 
las expresiones verbales o escritas que 
algunos presentadores y/o columnistas 
hacen desde su óptica muy particular 
o del dueño del medio sin un sustento 
científi co, mucho menos con un 

soporte epistemológico desde un 
punto de vista fi lológico de nuestra 
cosmovisión.  En consecuencia, es falso 
que la criminología mediática o los 
juicios paralelos mediáticos (ataques 
al MP y la CSJ) sean o constituyan 
la opinión pública, la única opinión 
pública que luego se transforma en 
decisión, es cuando se emite el sufragio 
electoral, todo lo demás son meros 
conceptos unipersonales, nacidos de 
un egocentrismo o sociocentrismo, que 
lo único que busca es el tan debatible 
rating. 

Femicidio, Feminicidio o Uxoricidio

 La ley que tipifi có el femicidio 
tiene como objeto el garantizar el 
derecho a la mujer de una vida libre de 
violencia, protegerlas de las relaciones 
de aquel poder tan desigual marcado 
desde hace siglos.  Lo nuclear de 
esta normativa es que toda conducta 
violenta dirigida contra una mujer 
por el hecho de serlo sea penado2  y 
con justa razón.  Con este punto de 
partida, hablamos del sufrimiento 
que un ser humano –mujer- padece a 

C. Barragán. Criminología Mediática. Influencia en la creación del Femicidio/Feminicidio. Pág. 32 a 44
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_______________________________________
2 Código Penal de Panamá. Artículo 4 (7). Femicidio. Causar la muerte a una mujer basada en la pertenencia al sexo femenino, por 

causa de la discriminación o cualquier otra forma de violencia.
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consecuencia de un acto provocado 
por otra persona –hombre o mujer-, y la 
secuela de este fl agelo está impuesta en 
la norma sustantiva, pero dicho cuerpo 
infra constitucional debe respetar la 
Constitución Política de la República 
de Panamá y aquellos Tratados y 
Convenios Internacionales de Derechos 
Humanos3 , que de por sí se establece 
son mínimos, es decir el piso de todos 
los Derechos de la Persona.

 Nuestra Constitución Política 
en su artículo 19, señala que no habrá 
fueros o privilegios ni discriminación 
por razón de sexo; en concordancia 
con lo promulgado por la Declaración 
Universal de Derechos Humanos 
(1948) que en su preámbulo establece 
con fi rmeza la dignidad y el valor de 
la persona humana4  y, la igualdad de 
derechos de hombres y mujeres.  En su 
primer artículo manifi esta que todos los 
seres humanos nacen libres e iguales 
en dignidad y derechos, reafi rmando 
seguidamente que toda persona tiene 
los mismos derechos sin distinción 
alguna por el sexo –recordemos que 
el sexo nos defi ne como hombre o 
mujer y el género no es más que una 
construcción social-, así que si existe 
el femenino y el masculino, fácilmente 
podemos decir que existe lésbico, 
homosexual, transformista, travesti, etc., 
porque nuestra sociedad no se limita a 
simples y meros términos lingüísticos. 
De igual manera trasciende las barreras 
de lo establecido por religiones, 

creencias, normas y leyes. Afi rmo esto, 
dado que si se inventa o crea un tipo sin 
término lingüístico alguno –femicidio/
feminicidio- de igual manera debe 
haber una califi cación para aquellas 
personas que por su condición o 
elección no se encuentran en los roles 
que inicialmente se nos han impuesto. 
A esto se suma el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos (1966), 
artículo 3, los Estados Partes –Panamá- 
se compromete a garantizar a hombres 
y mujeres la igualdad en el goce de 
todos los derechos civiles y políticos 
enunciados en dicho pacto.

 Posteriormente, nace la 
Convención sobre la eliminación de  
todas  las formas de discriminación    
contra la mujer en 1979, bajo la 
consideración de la Carta de las Naciones 
Unidas que reafi rmó la fe en los derechos 
humanos fundamentales, la dignidad 
y el valor de la persona humana y en 
la igualdad de derechos de hombre y 
mujeres.  Entonces, la convención 
dispone que la discriminación contra la 
mujer viola los principios de igualdad 
de derechos y del respeto a la dignidad 
humana en el sentido político, social y 
cultural.  Ante la lacónica exposición, 
vemos que tanto hombres como 
mujeres gozan de iguales derechos, 
incluso se busca una protección para 
aquellas mujeres que son laceradas 
por la conducta de algunos hombres 
que las ven por debajo de su propio 
ser, es decir, como una propiedad y no 

_______________________________________
3 Obsérvese que se dice derechos humanos y no derechos de la mujer o del varón; pues es sencillo saber que tanto la mujer como 

el hombre desde su nacimiento son seres humanos, y la única condición que nos diferencia es la capacidad de procrear, que 
dicho sea de paso es imposible sin su par -el varón- (hombre)-.

4 Desconozco si existen personas extraterrestres (alienígenas) o personas animales.  ¿Acaso existe una persona no humana?  Y el 
sustentar que existen personas jurídicas en un Convenio o Pacto Internacional sobre Derechos Humanos es más que absurdo, 
burlesco.



36

como una persona, tema cultural que 
es de extenso debate por aquellos que 
niegan su propio origen.  En palabras 
de Élisabeth Badinter (2003):

Muchos hombres ven en ellos la 
razón de la caída de su imperio y 
se lo hacen pagar a las mujeres. 
Muchas de ellas sienten la 
tentación de dar una respuesta 
mediante la instauración de 
un nuevo orden moral que 
supone el restablecimiento de 
las fronteras. Es la trampa en 
la que no hay que caer, bajo 
pena de perder allí nuestra 
libertad, de frenar la marcha 
hacia la igualdad y de retornar 
al separatismo5. 

En la misma línea, Plutarco6  
expresó que hay maridos tan injustos 
que exigen de sus mujeres una fi delidad 
que ellos mismos violan, se parecen a 
generales que huyen cobardemente del 
enemigo, quienes sin embargo quieren 
que sus soldados sostengan el puesto con 
valor. Como prevenimos, el Derecho, 
lo social y la criminología mediática, 
no siempre guardan una relación 
equidistante de lo punible y la igualdad 
de género.  El producto de esto no es 
más que los juicios hechos por personas 
que no tienen la menor idea de lo que 
es el derecho, de lo que es la paz social.   
Estos entes no ven más allá que su propio 
ser y, aun así seguimos repitiendo lo 
mismo que la caja idiotizadora nos dice, 
alimentando únicamente la violencia, 
supuestos malos procesos, deterioradas 

investigaciones, juicios tardíos, 
resoluciones inacabadas, cuestionando 
aquello que por temor desconocen, es 
decir, el Derecho o la Ley Penal.

 En palabras de Zaff aroni7 , sin 
duda alguna que el hecho de que cada 
familia que tenga una televisión en 
su casa o un adulto que compre una 
noticia impresa, es una multiplicación 
incuestionable de la noticia criminal, 
noticia que en ocasiones de criminal 
no tiene nada.  Contra esto contamos 
con una Administración de Justicia y 
un Ministerio Público cuya capacidad 
personal es mínima y más mínima 
las retribuciones económicas, en 
comparación a los comentarios inicuos 
que rebosan ante una sociedad que 
sólo escucha, lee y ve violencia.  Esto no 
es más que la provocación del crimen que 
encaja –criterio propio- en la Apología 
del Delito, porque toda provocación 
y entusiasmo a delinquir, es lo mismo 
que decir, delincan que no pasa nada.  
Empero, ¿Qué es apología del delito? 
Creus nos dice: “No se trata, pues, de 
delitos que en sí mismos sean de daño o 
lesión concreta, sino de peligro y con una 
específi ca repercusión en el ánimo de los 
individuos que forman la sociedad”. (Pág. 
103)

El homicidio, sus agravantes y el 
nuevo tipo “femicidio o feminicidio”.

El artículo 131 del Código Penal 
panameño establece una pena de diez 
a veinte años para aquel que cause la 
muerte a otro –ser humano-, si es a 

C. Barragán. Criminología Mediática. Influencia en la creación del Femicidio/Feminicidio. Pág. 32 a 44

_______________________________________
5 (Recuperado: http://www.rebelion.org/docs/174609.pdf)
6  (FERNANDO. Savater. 2012)
7  http://lacriminologiamediatica.blogspot.com
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consecuencia de violencia doméstica 
(de hombre a mujer o inversa) dicha 
pena será de veinte a treinta años.  
Artículo 132-A., Quien cause la 
muerte a una mujer cuando exista una 
relación de pareja o hubiere intentado 
dicha relación8 ; exista una relación 
de subordinación o superioridad, sea 
en presencia de los hijos, sea el móvil 
generado por su condición de mujer 9 o 
en contexto de relaciones desiguales 
de poder, entre otros, la pena será de 
veinticinco a treinta años de prisión.  
Esto va contra lo constitucionalmente 
garantizado, va contra el derecho a la 
igualdad. 

 Lo que nuestro profundo 
legislador –que seguro está asesorado 
por los medios- nos dice es que si una 
persona causa la muerte a otra debe 
purgar en la ergástula de 10 a 20 años, 
pero si ese mismo ser humano –varón- 
ejecuta dicha conducta contra una 
mujer su estadía en el purgatorio debe 
ser entre los 25 a 30 años.  Dicho de otra 
manera, la mujer que cause la muerte 
a su pareja pagará por homicidio, pero 
si es hombre quien quita la vida pagará 
por femicidio; esto, entendido del tan 
trillado espíritu de la norma, que dicho 
sea de paso se quedó con Montesquieu 
y no trascendió al legislador.  Ante tal 
interrogante debemos cuestionarnos. 
¿Se viola la Constitución Política y 
los Convenios Internacionales, que 
promulgan una igualdad de género/
sexo?  Si nos inclinamos por la protección 

–tan necesaria- del sexo femenino 
diríamos que no se violenta una ley 
que protege derechos fundamentales; 
no obstante, si nos ladeamos a la tan 
discutida igualdad, veríamos que los 
derechos fundamentales del varón 
pasan a ser una minusvalía sobre el 
derecho de las mujeres; todo esto 
desde el punto de vista ontológico con 
el micro tamiz de una epistemología 
mediática, que de por sí, no pasan a ser 
más que cancerberos del tipo y la pena, 
puertas donde sucumbe el hacedor 
de leyes por no enfrentar su propia 
ignorancia legislativa con relación a la 
Ley Penal.
 Lo que intento decir es que en 
ocasiones aquel a quien se ha dado 
la persecución del delito, quien debe 
interpretarla y quien la aprueba cae 
en el tan fútil y sutil propósito de leyes 
extranjeras que no se amoldan a nuestra 
cultura; rindiéndose ante palabras 
inventadas por movimientos que no 
buscan más que su propio ego político-
social, lo que trae como consecuencia 
un nudo carpiano que ni los Pactos 
Internacionales están dispuestos a 
desatar por el terror a la criminología 
mediática. Si buscáramos el sentido 
etimológico, etiológico o fi lológico, 
del término que discutimos nos 
sorprenderíamos al ver que obedece a 
una cultura violenta y no a la nuestra.

 Si nos enfocamos en el sexo/
género, vemos que no todos los actos 
perjudiciales contra una mujer son 

_______________________________________
8 Cómo debemos asimilar la frase: “hubiere intentado”, esto es abismalmente complejo, ¿Serán piropos? No. Porque eso amerita una 

sanción administrativa, entonces, será, ¿Haber prometido matrimonio? Eso no es una relación de pareja debidamente comprobada.  
¿Podría ser haber convivido? Esto ya es una relación.  Como vemos en vez de resolver el confl icto penal, nuestro inteligente legislador 
nos confunde siniestramente, lo que crea un dilema al momento de interpretar la ley y, aquí ni la hermenéutica ni la fi lología nos 
pueden brindar siquiera algo de lógica.

9 Nos preguntamos si aquí entra la relación entre mujeres –lesbianismo- o sólo cuando es una relación entre la mujer y el hombre; de 
ser así, estamos ante una clara violación de los derechos humanos del ser humano.
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violencia de género y no todas las 
víctimas de violencia de género va 
contra las mujeres. Si decimos que, 
cuando un hombre lesiona o mata a 
una mujer es femicidio, estaríamos 
diciendo que cuando se mata o lesiona 
a una lesbiana es lesbianicidio, si es 
travesti –travesticidio, homosexual –
homosexualicidio-, hermafroditacidio,      
geysidicidio, bisexualicidio,              transformista 
–transformisticidio- hasta el fi n de las 
creaciones sociales.    Ante este panorama 
expreso que se dan más muertes –según 
las estadísticas incuestionables de los 
medios de comunicación- a personas por 
sus escogencias sexuales que por su 
propia naturaleza.

 Siguiendo con el mismo criterio, 
en la ciudad Juárez -México- se estimó 
entre los años 2005-2011 una cifra de 
309 mujeres víctimas de homicidio. 
La magíster Patsilí Toledo Vásquez, 
expresó que la efectividad de las leyes 
penales no existe más que en lo cultural 
y simbólico. Las políticas públicas que 
se implementan sobre la base de mayor 
rigurosidad en la impunidad solamente 
pretenden que sus sanciones se 
califi quen como homicidios agravados.  
La autora afi rma:

Por ello la violencia de género, 
basada en el género o por 
razones de género es una 
categoría que comprende la 
violencia contra las mujeres 
-la forma más masiva y 
persistente de violencia de 
género- pero que no se limita 
a ella.  Comprende también 
aquella dirigida, de la misma 

manera por razones de género, 
a quienes poseen orientación o 
identidades de género distintas 
a las dominantes en nuestras 
sociedades, como ocurre con 
lesbianas, homosexuales, 
personas intersex, transgénero 
o transexuales, así como 
ciertas formas de violencia 
que incluso pueden afectar a 
hombres que siguen o deben 
seguir los patrones de género 
dominantes (como en casos 
de reclutamiento de niños en 
Fuerzas Armadas) 10

 Tal vez por eso, muchos 
teóricos señalan que el Derecho en sí 
es discriminatorio dado que se basa 
en conjeturas, estigmas o conductas 
basadas en el género masculino más 
que el femenino, doctrina o criterio 
que no compartimos, ya que como 
hemos señalado de manera reiterativa 
el Derecho Penal es ontológico y no 
sexista.

 Lo que si fue un avance jurídico 
penal fue el adicionar el artículo 42-A 
al Código Penal, el cual establece que 
no pueden invocarse costumbres o 
tradiciones culturales o religiosas
para impedir la investigación penal ni 
como eximentes de culpabilidad para 
perpetrar, infl igir, consentir, promover, 
instigar o tolerar el delito de violencia 
contra las mujeres o cualquier persona; 
lo cual es un adelanto con relación a 
la violencia de género; sin embargo, 
al añadir contra cualquier persona, se 
incluye al hombre, así que no hablamos 
exclusivamente de la mujer, pero estas 

_______________________________________
10 Recuperado de: http://www.revistas.uchile.cl/index.php/ADH/article/viewFile/13660/13942)
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_______________________________________
11 ¿Por qué los varones no se atreven a denunciar?  Porque cuando dicen v. gr., mi mujer me gaznateo, los agentes de policía le dice: 

“y por esa tontería vienes” seguido de un concierto de carcajadas de nuestros –algunos- supra machos.
12 De: Fuente Documental: Dirección de Planifi cación. Departamento de Registro y Estadística de Salud.  Recuperado: http://www.

minsa.gob.pa/sites/default/fi les/publicacion-general/ind._basicos_pma_2014.pdf
13  Así que, ¿El varón que mata a otro hombre sólo por el hecho de serlo, vendría a ser masculinicidio?

son las fantásticas redacciones de 
nuestro distinguido legislador.

 De acuerdo a las modifi caciones 
que ya hemos citado el artículo 54 del 
Código Penal dice que no procede el 
arresto de fi nes de semana cuando 
se trate de delitos Contra la Vida 
y la Integridad Personal, Violencia 
Doméstica, Contra la Libertad e 
Integridad Sexual y Contra la Trata de 
Personas, si la víctima es una mujer, así 
que si el delito es contra un masculino, sí 
procede dicha benevolencia legislativa, 
por tanto, no existen igualdad de 
derechos y garantías entre hombres 
y mujeres.  Ciertamente las mujeres 
son maltratadas en mayor medida que 
los hombres (aunque las cifras de los 
hombres maltratados van en aumento 
o simplemente son más conocidas) 11 y, 
este tipo de actos debe penarse en la 
medida del daño causado, pero de allí 
a pretender que un código establezca 
que existen delitos exclusivos contra 
mujeres, no es más que un derecho 
penal de autor –el varón- y no de acto 
–la persona-, lo que trasciende a una 
clara contravención de nuestras normas 
nacionales y supraestatales. 

 Continúa nuestro legislador 
atiborrando nuestro ya hinchado 
código penal de conductas como la 
siguiente: “Quien induzca o ayude a otro 
a suicidarse incurrirá en prisión de uno 
a cinco años, si el suicidio se cumple.  
Pero cuando esto sea perpetrado contra 
una mujer la pena se eleva de doce a 

quince años de prisión; y volvemos 
a preguntarnos de acuerdo a nuestra 
criminología mediática.  ¿Son los 
varones quienes mayormente incurren 
en el suicidio?  Ya sea por problemas 
económicos –no poder sustentar el 
hogar-, supuestas o reales infi delidades 
-en su mayoría-, donde la mujer le dice 
por ejemplo: “claro que estuve con él 
o ella, si tú como macho no me sirves”,  
¿Esto no es daño sicológico, emocional, 
social y cultural? 

 Claro está que este tipo de 
noticias para nuestros amigos los seudo 
criminólogos mediáticos y nuestros 
ilustres sabedores de la Ley, no lleva 
consigo el morbo sufi ciente para 
hacerlo noticia.  Según el Ministerio 
de Salud de Panamá12  hasta el año 
2012 se contaron 135 suicidios de los 
cuales 117 fueron por hombrecidicidio 
o varonicidio o será varoncidicidio13  y 
18 por femicidio.  Las estadísticas de 
nuestros transparentes comunicadores 
no existen, solo el rating.

 También se adicionó el 
artículo138-A al Código Penal, el 
cual dispone que, quien incurra en 
violencia psicológica mediante el uso 
de amenazas, intimidación, chantaje, 
persecución o acoso contra una 
mujer o la obligue a hacer o dejar de 
hacer, tolerar explotación, amenazas, 
exigencias de obediencia o sumisión, 
humillaciones o vejaciones, aislamiento 
o cualesquiera otras conductas 
semejantes será sancionado con prisión.  
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Lo que nuestro asambleísta con la tan 
nutrida asesoría de la criminología 
mediática ha dicho, es que, nadie 
puede amenazar a una mujer, pero si 
se puede hacerlo contra un caballero; 
nadie puede acosar o perseguir a una 
mujer, pero si puede hacerse contra 
un masculino, aunque ambos sean 
persona.  La Ley Constitucional no hace 
distinción de género o sexo, por tanto, 
ninguna ley inferior -Código Penal- 
debe extremar los diques de contención 
ya establecidos.

El Femicidio victimiza y la 
Criminología Mediática la 

Revictimiza

 Cuando se crea un tipo penal, 
es porque los avances tecnológicos 
permiten a los delincuentes cometer 
conductas  no prescritas en la ley, como 
por ejemplo, la inseminación artifi cial, 
el cambio de sexo, los derechos de 
autor o propiedad industrial, delitos 
electorales, todos en base a los nuevos 
avances científi cos, pero el pretender 
que un homicidio agravado sea 
tipifi cado como una ley autónoma en 
base al término femicidio/feminicidio 14, 
es una cuestión más que penal, 
sencillamente social desde el punto 
de vista de un feminismo radical.  
Somos tajantes al decir que este tipo 
de leyes obedecen más una respuesta 
fácil para los gobiernos de turno, 
particularmente por la publicidad –y no 
la noticia- de los sucesos atroces que se 
dan en determinada región, entonces, 
no se puede hablar de una Ley de 

femicidio cuando lo clásico y estadístico 
demuestra que nos encontramos ante 
una violencia de género, así que hacer 
una apreciación valorativa de cuantos 
años en prisión debe permanecer el 
hallado culpable por este tipo de delito 
haciendo una diferenciación cuando la 
víctima es mujer y cuando es un hombre, 
es sencillamente discriminatorio y por 
tanto inconstitucional.

Medios de Comunicación, 
cancerberos del tipo y la pena.

 Palpablemente, se debe tomar 
medidas contra este tipo de delito 
-sumamente reprochable- pero, 
generalizar género masculino  de 
manera global como maltratador y 
violento contra la mujer es un riesgo 
muy alto para nuestra sociedad. La 
verdad, es que en materia penal un 
tipo no se puede defi nir sobre la base 
de congregaciones sexistas, machistas 
obtusos o feministas radicales, 
religiosas, políticas, entre otras.  Al 
defi nir y describir el tipo penal, se debe 
hacer sobre la base del hecho y no del 
sexo/genero, so pena de correr el riesgo 
de tener un código penal donde los 
delitos se clasifi quen por sexo, género, 
clase social, religiosa, etc., lo que 
desnaturaliza el Derecho Penal.

 Antes de promulgar leyes que 
tipifi quen este tipo de conducta cada 
Estado debe exponer soluciones 
amparadas en su propia peculiaridad así 
como en datos pragmáticos y científi cos, 
y no en estadísticas debidamente 
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_______________________________________
14 Dicho sea de paso, ambos términos no se ponen de acuerdo, dado que para algunos el femicidio es la muerte a una mujer por el 

simple hecho de ser mujer –ley nacional-, mientras el otro es el caso de dar muerte a una mujer, independientemente del móvil por 
el cual se ejecuta –normas extranjeras-, según nuestra legislación.
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establecidas, producto de una batería 
de cuestionamientos por parte de los 
medios televisivos e impresos que 
no son más que desarticuladores de 
la paz social y, aquí inquiero, ¿Serán 
los cuestionamientos, opiniones 
e incitaciones que hacen algunos 
presentadores una clara apología 
del delito? o ¿Sobre el paraguas de la 
libertad de expresión se puede excitar 
a toda una sociedad a delinquir?

 Lo que en realidad sucede es 
que nuestros medios de comunicación 
con su incuestionable experiencia social 
seleccionan a aquellas personas que 
promuevan mayor morbo y, vualá15  
tenemos un nuevo tipo penal y un tan 
aclamado aumento de penas, secuela 
de esa sicología mediática que se 
introduce en nuestros hogares, y que se 
escuda en los supuestos comentarios 
de una sociedad, reiteramos, nada más 
falso, los medios de comunicación así 
quieren que lo entendamos, porque 
solamente se reproducen aquellos 
aspectos que impactan a mentes que 
no quieren o tienen la capacidad de 
cuestionar lo que escuchan, leen o 
ven; cuando existe la creación de un 
tipo o un aumento de penas, lo que 
generalmente sucede, no siempre, es 
que dicho tipo o aumento es producto 
de los presentadores, periodistas o 
locutores, no es producto de un clamor 
social con tal, como dice Zaff aroni, las 
noticias son meros avances –tráiler- 
preconcebidamente seleccionados 
para impactar a la sociedad.

 Ante esto nace el discurso 
político de emergencia, aquel mediante 

el cual los medios de comunicación – ¡la 
noticia veraz! - clama justicia y sangre, 
bajo el arrimo de que deben informar, 
pero informar de manera selectiva que 
obedece a las órdenes del hombre de 
atrás.  Es cierto que las leyes obedecen 
a un momento histórico de cada Estado 
de Derecho, Constitucional, Social y 
Democrático (que no es del todo cierto), 
pero de allí a que el hacedor y plagiador 
de leyes busquen el bienestar social 
de todos sus conciudadanos y no de 
sus propios intereses, desde ahora les 
digo, eso, es una fábula no escrita pero 
vista y escuchada a diario por nuestros 
clarividentes medios.

 Si partimos del hecho que 
el legislador, diputado o con la 
denominación que más le plazca -sin 
entrar en debates innecesarios- es la 
voz del pueblo, podríamos decir que 
el aumento de las penas es porque 
el pueblo clama venganza, proclama 
castigo contra el delincuente, tiene una 
sed insaciable de que una persona esté 
en un galera sin importar qué conducta 
haya ejecutado, empero, ¿Quiénes 
informan e infl uyen en la mente y 
pensamientos de los ciudadanos? 
¿Quiénes bajo la sombrilla de la libre 
expresión exponen más que información, 
su punto de vista? ¿Cree la población 
todo lo que los medios de comunicación 
les dice?  Ese mal llamado cuarto poder, 
seguro os digo es la semilla –cizaña- de 
muchas innecesarias confrontaciones, 
porque es a través de la comunicación 
política –no objetiva- que se han 
creado las más sangrientas guerras.  
¿Sería temerario decir que todos los 
comunicadores sociales contribuyen 

_______________________________________
15 Del Francés “violá” que es algo como “he aquí, aquí o allí está, allí no tiene, he la creación”
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 ¿Es la criminología mediática la 
que mediante una apología del delito, 
destruye una sociedad de paz y la 
transforma en una población de guerra?  
Y qué hace el legislador cuando ve 
esto,  pues en su brillante pensamiento 
y tan indubitable iniciativa legislativa 
dispone aumentar las penas en los 
delitos o variar los tipos penales 
con inabarcables conductas que en 
ocasiones son reiterativas, recordemos 
que el imitador de leyes conoce lo que 
supuestamente pasa en la sociedad a 
través de la noticia televisiva, escrita o 
radial.  Difícilmente puede entender lo 
que pasa a nivel nacional porque no es 
ubicuo, así que solo le queda creer lo 
que la ¿verdadera? noticia les comunica.

 Aumenten las penas, es el 
eslogan de uno de estos presentadores 
o reporteros, castigo para los menores 

CONCLUSIONES

delincuentes pide el pueblo, sale en 
otro lado, la muerte de las mujeres va 
en aumento y todas son producto de 
violencia de género, es necesario elevar 
las penas, las cifras de las menores 
embarazadas es alarmante, ¿Dónde 
están los padres y madres de esos 
jóvenes? ¿Qué hace la autoridad en 
materia de educación en este sentido? 
Como observamos, los programas 
televisivos y las imágenes en los medios 
impresos de lo único que hablan es de 
violencia, sexo, alcohol y drogas, así 
que, si promovemos una cultura de este 
tipo con la abismal entrada de culturas 
extranjeras, cómo podemos decir 
ante una cámara de televisión que no 
sabemos qué está pasando con nuestros 
niños, niñas y adolescentes, sobre las 
muertes de mujeres y hombres, si ellos 
son el producto de nuestras acciones, 
publicaciones y costumbres.

a la inestabilidad de la paz?  ¿Existen 
quienes llevan su función por vocación 
y no por ese egocentrismo nato 
producto de sus frustraciones internas 
o del tan anhelado “rating”, es decir, 
clasifi cación, popularidad, audiencia, 
categoría, posición, etc.?

 Si un comunicador social en 
particular dedica todo un mes a reclamar 
al Estado -gobierno de turno-, porque 
en eso son especialistas y me quito el 
sombrero, que no existe seguridad 
social por la alta tasa de muertes, el 
legislador taquillero por temor o por 
interés 16 decide que se deben aumentar 
las penas y así lo hace.  Pero ésta no es 

la solución. A través de la historia se ha 
determinado de manera clara que el 
aumento de las penas no es la salida al 
problema; la criminología mediática es 
la que según sus estadísticas  innegables 
piden el incrementar las penas, no es 
la voz de un pueblo, ergo, por birlibir lo 
que contamos con una ley que no son 
más que el eco de otras sociedades con 
una cultura e idiosincrasia diferente 
a la nuestra, imitación repudiable 
y lastimera que jamás ha resuelto 
ni resolverá nuestro acaudalado y 
atiborrado conglomerado de inocentes 
y culpables con una estadía secula 
seculorum en nuestras cárceles.

_______________________________________
16 Se dice que dicha frase es de Napoleón Bonaparte, pero también fue ya expresada por bíblicamente por Santiago.
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 No existe ética, moral, mucho 
menos respeto por la vida, tampoco 
contamos con unos medios serios, 
donde el dolor ajeno es utilizado 
para ser popular, incluso la broma 
sobre el porqué del fl agelo; no se 
admira la humanidad porque somos 
meras estadísticas que contribuyen al 
aumento de la publicidad, todo esto 
es aceptable mientras no se publique 
nada relacionado con estos seudo 
presentadores o sus familiares que de 
hecho son humanos tanto como los 
que nutren sus caprichos noticiosos.

"Hay una criminología 
mediática.  El ser humano 

cotidiano, lo que vive es eso. 
No tenemos contacto con la 
realidad, salvo que alguien 
tenga alguna experiencia 
mística.  La realidad es algo que 
se nos va formando a través de 
información que nos muestra 
pedazos, como si viésemos 
una película sin principio ni 
fi nal.  Partes sueltas.  Imágenes 
a través de la caja idiota, no 
tenemos el contacto, pero claro, 
no tenemos el contexto, cortan 
el pedazo de película que se 
les canta". Raúl Zaff aroni. De: 
http://lacriminologiamediatica.
blogspot.com/
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EL RÉGIMEN DE LA OBRA CREADA CON MOTIVO DE UNA 
RELACIÓN DE TRABAJO

Resumen
  
A través de este artículo, el autor analiza la regulación que posee en la 
República de Panamá la obra realizada con motivo de una relación de 
trabajo, haciendo especial énfasis en los términos en lo que el empleador 
puede recibir del trabajador los derechos patrimoniales que surgen de la 
creación.

Summary

Through this article, the author analyzes the legal regulation of the works 
made for hire in the Republic of Panama, granting special emphasis on the 
terms on which the employer may receive the economics rights arising from 
such works.

Palabras Claves

Obra realizada con motivo de una relación de trabajo – derechos de autor 
– cesión de derechos patrimoniales – presunción legal de cesión – autor/
trabajador – empleador – derechos morales
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Works made for hire – employment – copyrights – economic rights transfer – 
economic rights tranfer by legal presumption – author/employee – employer 
– moral rights
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La entrada en vigencia de la Ley 
64 de 10 de octubre de 2012 “Sobre 
Derechos de Autor y Derechos Conexos” 
obliga al estudio integral y detallado de 
las nuevas fi guras que ella contiene, 
así como de las modifi caciones que 
registran aquellas previamente 
reguladas. En esta oportunidad, 
complementando el análisis realizado 
en edición previa de esta revista 
institucional respecto a la obra por 
encargo (Sapientia No.4. Marzo, 2011), 

nos adentraremos a lo que el cuerpo 
legal en referencia denomina “obra 
creada en cumplimiento de un contrato 
de trabajo”.

Apoyándonos en la defi nición 
de obra que ofrece el artículo 2.22 de 
la Ley 64/12 y en el texto del artículo 
8 del mismo compendio normativo, 
podemos afi rmar que la obra creada 
en cumplimiento de un contrato de 
trabajo es una “creación intelectual 
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original en el dominio literario, artístico 
o científi co, susceptible de ser divulgada 
o reproducida en cualquier forma, 
conocida o por conocerse”, que no 
responde a la libérrima voluntad de 
su autor (trabajador), al constituirse 
en una “prestación” justifi cada en la 
existencia de un contrato de trabajo 
que lo vincula a una persona natural o 
jurídica (empleador) y que es retribuida 
a través del salario.

Como cuestión inicial, cabe 
refl exionar si el hecho que la Ley 
Autoral se refi era a “obras creadas en 
cumplimiento de un contrato de trabajo”, 
signifi ca que la norma es aplicable 
únicamente a aquellas obras creadas al 
amparo de un “convenio verbal o escrito 
mediante el cual una persona se obliga a 
prestar sus servicios o ejecutar una obra 
a favor de otra, bajo la subordinación o 
dependencia de ésta” (Art.62 C.T.).

Consideramos que la aplicación 
del artículo 8, muy a pesar de su texto, 
no depende de la existencia de un 
contrato de trabajo, sino del hecho que 
la obra sea resultado de la prestación 
personal del autor, en condiciones de 
subordinación jurídica o dependencia 
económica, elementos estos que 
resultan también determinantes para la 
existencia de una relación laboral.

Así las cosas, el hecho que el 
legislador se refi era a la obra producida 
en cumplimiento de un contrato de 
trabajo y seguidamente aluda a la 
naturaleza y objeto de dicho convenio, 
no puede constituirse en un obstáculo 
para negar el legítimo derecho que 
– bajo circunstancias que luego 

comentaremos – le asiste al empleador 
de recibir los derechos patrimoniales 
dimanantes de la obra efectuada 
por la persona con quien le une una 
relación laboral. Esta interpretación, 
vale agregar, se ve prohijada por la 
disposición 86 de la Ley 64/12 que, al 
referirse a la presunción legal de cesión, 
incluye aquella que opera en “las 
obras realizadas bajo relación laboral”, 
terminología que consideramos más 
atinada por cuanto dicha relación se 
origina a partir de cualquier acto, sea o 
no convencional.

La obra realizada en el marco 
de una relación de trabajo supone 
la existencia de una creación que 
es fruto del esfuerzo intelectual del 
autor/trabajador, que se justifi ca en el 
cumplimiento de una obligación de 
naturaleza laboral y no en el ejercicio 
de su libre albedrío; no obstante, esta 
especial circunstancia – hay que tenerlo 
claro – no está llamada a afectar su 
autoría, como tampoco la afecta el que, 
en el desarrollo de esa creación y como 
lo manda el artículo 126.2 del Código de 
Trabajo – obligaciones del trabajador –, 
deba “Acatar las órdenes e instrucciones 
del empleador, o de su representante, 
de acuerdo con las estipulaciones del 
contrato”.

De la simple instrucción u orden 
girada por el empleador no emana 
derecho autoral alguno, pues subyace 
en ella una idea de la que pueden surgir 
un número plural de obras, cada una 
de ellas susceptible de protección por 
el derecho autoral. La no protección 
de las ideas – también conocido como 
protección de la forma – es uno de los 
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principios fundamentales del Derecho 
de Autor, que establece con total 
claridad que el objeto de esta rama de 
la propiedad intelectual no es otro que 
la obra, es decir, la forma de expresión 
mediante la cual las ideas son descritas, 
explicadas, ilustradas o incorporadas a 
la misma (Art.10 Ley 64/12).

Corresponde distinguir ahora 
las formas en las que un empleador 
puede recibir de manos de las personas 
naturales que para él laboran los 
derechos intelectuales que resultan de 
la actividad creativa, no sin antes hacer 
la salvedad que, por seguir nuestro 
país el sistema continental de derecho 
de autor – y a diferencia de lo que 
ocurre en los ordenamientos jurídicos 
que observan el sistema anglosajón 
(copyright) –, no es factible entender,  
ni siquiera a través de una fi ctio iuris, 
al empleador como autor o titular 
originario de los derechos de autor, 
así se desprende de la defi nición que 
de este sujeto mantiene la Ley 64/12 
en su artículo 2.1 “Persona natural que 
realiza la creación intelectual” y del 
reconocimiento que hace el canon 8 del 
mismo compendio normativo al autor/
trabajador como el titular originario de 
los derechos morales y patrimoniales 
resultantes de la obra. El empleador, 
por consiguiente, solo podrá ser titular 
derivado “o de segunda mano” de 
derechos patrimoniales, en tanto que 
los derechos morales que emanan de 
la obra serán siempre del autor, por ser 
irrenunciables e inalienables (Art.44 Ley 
64/12).

 Partiendo de la premisa que 
el empleador solo podrá recibir del 

trabajador derechos patrimoniales – 
transmisibles por defi nición –, la consulta 
del artículo 8 de la Ley Autoral nos 
permite concluir que la cesión de estos 
en favor del empleador puede ocurrir 
de dos modos: por acto inter vivos y, 
ante la ausencia de este, por presunción 
legal de cesión. Lo anterior resulta de 
la expresión recurrente en la ley  “salvo 
pacto en contrario…”, que deja a las 
partes en libertad de pactar, tomando 
en cuenta las restricciones dentro de 
las que se desarrolla el principio de la 
autonomía de la voluntad y que están 
dadas mayoritariamente por la Ley 
64/12. En todo caso, en la elaboración 
del acuerdo en comentario, las partes 
deberán observar las disposiciones que 
rigen la transmisión de los derechos 
patrimoniales del autor en la Ley 64/12.

 En cuanto a la segunda forma a 
través de la cual el empleador puede 
recibir derechos patrimoniales de su 
empleado, esto es, a través de una 
presunción legal de cesión, sus alcances 
y efectos se consignan en el artículo 8 
de la Ley 64/12 y, al igual que ocurre 
con respecto al pacto expreso sobre los 
derechos patrimoniales de los derechos 
resultantes de la obra, se ubica al 
empleador en la posición de titular 
derivado de los derechos patrimoniales 
del autor, aunque de forma limitada. 
Decimos esto por cuanto la cesión 
contemplada en la ley autoral en favor 
del empleador sólo opera “…en la 
medida necesaria para la explotación 
de acuerdo a sus actividades habituales 
en la época de creación de la obra” y 
siempre “que se deduzca necesariamente 
de la naturaleza y objeto del contrato o 
de la función pública desempeñada”.
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 Cuando la ley autoral hace 
referencia a la “actividad habitual” que 
desarrolla el empleador al momento de 
la creación de la obra, queda entendido 
que toda utilización de la obra que 
suponga el ejercicio de un derecho de 
orden patrimonial en temas ajenos a 
dicha actividad debe reputarse como no 
autorizada, al permanecer los derechos 
en poder del autor. Ahora bien, la 
“actividad habitual” del empleador 
no es un aspecto que usualmente se 
establezca en el contrato de trabajo; 
sin embargo, si entendemos lo habitual 
como aquello que se hace de forma 
continuada, precisar este punto no 
debe representar mayor difi cultad.

 El otro elemento del que la ley 
autoral hace depender la aplicación de 
la presunción legal de cesión respecto 
a la obra creada con motivo de una 
relación de trabajo y que constituye 
una novedad frente al régimen que 
le reservaba la hoy derogada Ley 
15/94, consiste en que “se deduzca 
necesariamente de la naturaleza y 
objeto del contrato…”. En términos más 
sencillos, es necesario que el trabajador 
realice la obra en el ejercicio de las 
funciones propias del cargo que ocupa.

 Queda entendido entonces, y 
así lo  establece de manera expresa 
el artículo 8 de la Ley 64/12, que 
las modalidades de utilización que 
desborden la actividad habitual del 
empleador al momento de la creación 
de la obra y que no se deduzcan 
necesariamente de la naturaleza y objeto 
de la relación laboral, permanecerán 
en poder del autor, salvo que se haya 
estipulado otra cosa en forma expresa.

 Precisados los términos en los 
que el empleador recibe del autor los 
derechos patrimoniales que emergen 
de este tipo de obra, debemos 
referirnos a los derechos morales que le 
asisten al  trabajador sobre su obra. Ya 
hemos adelantado que estos derechos 
no abandonan al creador, empero, 
también es cierto que el uso de la obra 
por parte del empleador dentro de los 
parámetros que dicta la ley, depende 
inexorablemente de una prerrogativa 
de orden moral, más específi camente, 
de aquella que le asiste al autor de 
resolver sobre la divulgación total o 
parcial de la obra y, en su caso, el modo 
de hacer dicha divulgación (Art.46 Ley 
64/12).

 Es por demás obvio que la obra 
creada a propósito de una relación 
de trabajo posee una vocación a la 
divulgación y que carece de toda 
lógica que el empleador contrate a un 
trabajador para que sus creaciones no 
abandonen el ámbito personal de este, 
o bien, requiera de su consentimiento 
cada vez que se proponga explotar la 
obra – no olvidemos que el producto 
del trabajo pertenece al empleador –, 
es por esto que la ley establece que la 
presunción legal de cesión de derechos 
patrimoniales “implica igualmente la 
autorización para que el patrono o ente 
público pueda divulgar la obra y ejercer 
la defensa de los derechos morales, en 
representación del autor, únicamente en 
cuanto sea necesario para la explotación 
de la misma”. 

 Se puede observar que la 
norma logra conciliar el interés del 
empleador de aprovechar los derechos 
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patrimoniales que le son cedidos por ley 
y el carácter personalísimo, inalienable 
e intransferible que caracteriza a los 
derechos morales del autor, por cuanto 
entiende implícita la autorización para 
que el empleador no solo divulgue 
la obra, sino defi enda los derechos 
morales del autor, dejando con ello en 
claro, que no es porque le sean propios, 
sino porque en todo caso lo hace en 
representación del autor y en cuanto 
sea necesario para la explotación de 
la obra. En ese sentido, aun cuando 
le asiste el derecho al trabajador de 
ser reconocido como autor de la obra 
(derecho de paternidad), corresponderá 
al empleador velar por el respeto de 
este derecho, así como también, por el 
de integridad de la obra – de ser esta 
única –, pudiendo impedir cualquier 
deformación, mutilación, alteración o 
cualquier otro atentado a la misma que 
pueda poner en peligro su decoro o la 
reputación del autor (art.48 Ley 64/12).

 En lo relacionado al derecho 
moral de modifi cación, enunciado en 
el artículo 45 de la Ley 64/12, es decir, 
la potestad que tiene el creador de 
efectuar tanto correcciones y mejoras 
sustanciales como modifi caciones 

accesorias, la doctrina mayoritaria 
concluye que la obligación que tiene 
el empleador de respetar este derecho, 
así como también el de integridad, no 
puede entenderse de forma absoluta, 
toda vez que ello podría comprometer 
los fi nes del empleador, el espíritu del 
contrato y el propósito para el cual se 
creó la obra. 

 Finalmente, debemos hacer la 
salvedad que la presunción legal de 
cesión por disposición expresa de la ley 
no opera respecto a “las obras creadas 
en ejercicio de la docencia, así como las 
lecciones o conferencias y los informes 
resultantes de investigaciones realizadas 
en el ámbito académico”,cuyos derechos 
autorales permanecen en poder de 
su autor, salvo que se disponga lo 
contrario en el contrato, excepción que 
se ve justifi cada, a nuestro parecer, en 
la esencia misma del ejercicio de la 
docencia y la investigación, en la que 
estos haberes de derecho de autor 
se presentan como herramientas, 
instrumentos, estrategias que emplea 
su autor a fi n de cumplir con su 
importante misión de formar, de 
investigar que, en últimas, constituye el 
objeto de la relación laboral.
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 Licenciado en Derecho y Ciencias 
Políticas egresado de la Universidad 
de Panamá con más de quince años de 
experiencia como servidor judicial. Se 
ha desempeñado como Ofi cial Mayor y 
Asistente de Juez en la Jurisdicción Penal, 
Juez Municipal y Juez de Circuito, Suplente 
Especial, en la Jurisdicción de Libre 
Competencia y Asuntos del Consumidor, 
Asistente Ejecutivo del Tercer Tribunal 
Superior de Justicia. 

 En la actualidad, ocupa el cargo de 
Asistente de Magistrado de la Sala Penal 

de la Corte Suprema de Justicia.

 Cuenta con estudios en Derecho 
de la Propiedad Intelectual, Publicidad 
y Comercialización, así como con 
Especialización en Docencia Superior, 
Postgrado en Derecho Comercial, Maestría 
en Derecho Empresarial y Maestría en 
Derecho Procesal. 

 Docente de la Cátedra de Derecho 
de la Propiedad Intelectual en la Escuela 
de Derecho de Universidad del Istmo 
(UDI) y de la Universidad Americana. 

 Es Miembro del Instituto 
Interamericano de Derecho de Autor (IIDA), 
de la Red de Expertos Iberoamericanos 
en Propiedad Industrial, del Instituto 
Colombo Panameño de Derecho Procesal, 
autor de artículos relativos a la Propiedad 
Intelectual y conferencista en actividades 
académicas relacionadas con esta materia.
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 ERIC EDGARDO VELASCO CABALLERO

De la mesa de los editores…

Los conectores consecutivos más utilizados son: por tanto, 
por consiguiente, de ahí que, en consecuencia, así pues, por 
consiguiente, por lo tanto, por eso, por lo que sigue, por esta 
razón, entonces. Los causales: porque, pues, puesto que y los 
comparativos, del mismo modo, igualmente, análogamente,

de modo similar.
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Ley 53

De 27 de agosto de 2015

Que regula la Carrera Judicial

LA ASAMBLEA NACIONAL

DECRETA:

Titulo I

Carrera Pública en el Órgano Judicial

Capitulo I

Disposiciones Generales

Articulo 1. Objetivos. Esta Ley tiene los objetivos siguientes:
1. Regular la estructura y organización de la Carrera Judicial y las otras carreras que determina esta Ley para 

ser aplicadas dentro del Órgano Judicial.
2. Sistematizar el funcionamiento de las unidades técnicas que facilitarán el desarrollo y aplicación de esta Ley.
3. Establecer los procedimientos para el ingreso, traslado y ascenso de aspirantes en las vacantes que se 

produzcan mediante la demostración de su aptitud, de conformidad con las funciones que correspondan 
desarrollar y las habilidades y destrezas que deban exhibir en el desempeño, previa acreditación de sus 
antecedentes y méritos.

4. Implementar y desarrollar los planes de la carrera, sucesión y remuneración, la gestión del desempeño, el 
talento y el bienestar del recurso humano.

5. Determinar los deberes y derechos de quienes laboran en el Órgano Judicial y los principios aplicables a sus 
nombramientos, ascensos, suspensiones, traslados, destituciones y demás acciones de personal.

6. Instituir la Jurisdicción Especial de Integridad y Transparencia del Órgano Judicial para el conocimiento de 
las faltas, a través de la aplicación del procedimiento y las sanciones previstos en esta Ley.

7. Establecer principios ético-judiciales orientadores de la actividad que desarrolla el Órgano Judicial.
8. Organizar  la estructura y funciones del Consejo Judicial.

Artículo 2. Glosario. Para los efectos de la presente Ley, los términos siguientes se entenderán así:
1. Servidor Judicial. Quien labora en el Órgano Judicial.
2. Integrante  de carrera. Persona que ha sido designada como titular de un cargo, luego de superar un  concurso 

de carrera, de conformidad con lo dispuesto en el Código Judicial o en la presente Ley y superado el periodo 
probatorio correspondiente.

3. Cargos cardinales. Puestos de trabajo que resultan fundamentales o esenciales en el Órgano Judicial para la 
realización de la administración de Justicia de acuerdo con las exigencias constitucionales.

4. Competencias. Conjuntos de conocimientos, habilidades, disposiciones y conductas que posee una persona, 
que le permiten la realización exitosa de una labor o la capacidad efectiva para desarrollar con éxito una tarea 
plenamente identifi cada. 

5. Gestión. Realización y ejercicio de responsabilidades sobre un proceso o conjunto de actividades mediante la 
previsión para la disposición de los recursos y estructuras necesarias para lograr los objetivos, la coordinación 
de sus tareas e interacciones necesarias y la rendición de cuentas ante los agentes interesados.

6. Gestión judicial. Realización y ejercicio de responsabilidades sobre el proceso judicial mediante la previsión 
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de los recursos necesarios para lograr el trámite oportuno y la decisión debidamente motivada de los 
expedientes o causas de conocimiento.

7. Modelo de competencia. Técnica integral utilizada en la gestión de recursos humanos, mediante la 
determinación de objetivos comunes y un mecanismo estandarizado para lograrlos, de forma que los 
diferentes procesos productivos resulten coherentes entre sí, con el propósito de captar candidatos con 
características individuales para garantizar la ejecución tal como lo establece el cargo diseñado en una 
adecuada relación de correspondencia con el perfi l previamente identifi cado.

8. Concurso de oposición. Procedimiento de selección que debe surtirse antes de realizar un nombramiento, 
al que concurren las personas convocadas públicamente con un mínimo de dos meses de anticipación para 
llenar uno o más puestos vacantes en el Órgano Judicial. La oposición se integra del desarrollo de temas 
escritos u orales, superación de exámenes sicotécnicos y entrevistas técnicas para evaluar las competencias 
de los aspirantes u opositores.

Artículo 3. Carreras del Órgano Judicial y Sistema de Administración. En el Órgano Judicial existirán tres carreras:
1. La Carrera Judicial.
2. La Carrera Administrativa Judicial.
3. La Carrera de la Defensa Pública.
 Las carreras del Órgano Judicial, así como las unidades técnicas del sistema, serán administradas 
por sus respectivos consejos, que, dentro del ámbito de sus competencias, estarán a cargo de establecer las 
actividades que deberán desarrollarse para la implementación de la estrategia defi nida por el Órgano Judicial 
y dar cuenta de su cumplimiento al Pleno de la Corte Suprema de Justicia, el cual fi jará planes estratégicos 
quinquenales para el cumplimiento de la función judicial y el fortalecimiento de la Administración de Justicia.
 Los consejos creados en esta Ley deberán sesionar una vez al mes, salvo que requieran reunirse en 
otro momento para atender asuntos urgentes, y sus decisiones serán adoptadas por la mayoría absoluta de sus 
miembros, requiriéndose en todo caso que esta misma cantidad asista para poder sesionar.
 Los consejeros no podrán pertenecer simultáneamente a más de un consejo de los que crea esta Ley 
y devengarán las dietas que reglamentariamente determine el Pleno de la Corte Suprema de Justicia por cada 
sesión y por su participación en las comisiones de trabajo que se integren, salvo que se encuentren en situación 
de servicios especiales o de licencia.
 Los magistrados de la Corte Suprema de Justicia que formen parte de estos consejos serán elegidos por 
el Pleno de entre quienes no integren la Sala Cuarta, y solo podrán pertenecer a uno de los consejos creados por 
la presente Ley.

Artículo 4. Órganos de los consejos de administración. Los consejos de administración de las carreras se articulan 
en los órganos siguientes:
1. El Pleno.
2. La Presidencia.
3. La Secretaría Técnica de Recursos Humanos.
 Para el cumplimiento de sus fi nes, los consejeros podrán integrar comisiones de trabajo con la 
participación de otros miembros de las carreras respectivas.

Artículo 5. Reglamentación de las carreras del Órgano Judicial. Los consejos de administración ejercerán la 
función reglamentaria respecto de las carreras públicas dentro del Órgano Judicial.

Artículo 6. Principios rectores de las carreras. Todas las carreras dentro del Órgano Judicial se regirán por los 
principios generales siguientes:
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1. Igualdad de oportunidades. Toda persona puede aspirar a desempeñar cargos dentro del Órgano Judicial, 
siempre que reúna los requisitos establecidos en esta Ley, en sus reglamentos y en los manuales de puestos 
correspondientes.

2. Reclutamiento sistemático. Los procesos de reclutamiento y evaluación de aspirantes para selección se 
basarán en los estudios de recursos humanos y proyecciones efectuadas.

3. Selección por méritos. La selección para el ingreso se hará mediante concurso abierto con base en los 
méritos de cada aspirante, nombrándose en el mismo orden en que se hayan producido y se generen las 
vacantes a quien ocupe la posición más alta en la lista de resultados y así sucesivamente.

4. Establecimiento de la evaluación del desempeño. El desempeño en todos los puestos dentro del Órgano 
Judicial será evaluado periódicamente y este proceso será determinante para acciones de formación, 
ascenso, benefi cios, remuneración, compensación y destitución.

5. Ascenso y traslado por desempeño, antigüedad y méritos. Los procesos de traslado y ascenso se desarrollarán 
tomando en cuenta el desempeño, la antigüedad y los méritos de cada aspirante.

6. Demostración de méritos y competencias. Los procedimientos de selección requieren de la acreditación de 
los antecedentes académicos y experiencia, la realización de concursos de oposición para cargos cardinales, 
las pruebas escritas, orales y prácticas, la valoración de competencias claves, los cursos de formación teórica 
y práctica y las entrevistas.

7. Período de prueba. De acuerdo con la naturaleza del puesto, desde el nombramiento hasta la evaluación, 
será reglamentado el periodo de prueba que determinará si se adquiere la titularidad del cargo de carrera.

8. Institución de la formación. Se instituye la formación para el desarrollo de las personas que prestan servicios 
en el Órgano Judicial, las entidades que administran justicia y la comunidad jurídica en general.

9. Desempeño personal excelente. Quienes laboren en el Órgano Judicial desempeñarán personalmente sus 
funciones, dedicándoles el máximo de sus capacidades para lograr la excelencia en la prestación de este 
esencial servicio.

10. Remuneración justa. Se procurará la justa remuneración de las labores desempeñadas, con el propósito de 
mantener una condición de vida digna y decorosa a quienes presten servicio en la Institución.

11. Gratuidad y rapidez del servicio. El servicio judicial es gratuito y se brinda de forma expedita.
12. Exclusividad del desempeño. Los cargos del Órgano Judicial son incompatibles con la participación en 

la política, el ejercicio de la abogacía, el comercio y cualquier otro cargo retribuido, salvo la enseñanza 
universitaria.

13. Autonomía para la simplifi cación de nombres y creación de puestos. El Órgano Judicial efectuará la 
simplifi cación de títulos o nombres de los puestos existentes en la Institución para facilitar la gestión de los 
procesos de recursos humanos y deberá comunicar directamente al Ministerio de Economía y Finanzas los 
cargos que cree para el trámite correspondiente.

14. Integridad y transparencia. Los servicios prestados en el Órgano Judicial deben desarrollarse con integridad 
y transparencia, orientados por las normas de ética judicial establecidas en esta Ley y desarrolladas en el 
Código de Ética Judicial panameño. 

Sección 1.ª

Análisis y Clasifi cación de Puestos

Artículo 7. Manual de Puestos. El perfi l de los puestos de trabajo resultará de la aplicación de un sistema efectivo 
de análisis que brinde información confi able sobre la Institución, las unidades de trabajo y los miembros del 
Órgano Judicial.
 Esta información se documentará en el Manual de Puestos Institucional, que contendrá factores como 
nomenclatura, grado, misión del puesto, competencias requeridas para el desarrollo de la función, resultados 
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esperados, persona o dependencia a la que estos deben reportarse, responsabilidades, condiciones ambientales, 
riesgos, criterios o estándares de desempeño y especifi cación con el propósito de orientar la gestión del recurso 
humano en las áreas de reclutamiento, selección, integración, formación, evaluación, clasifi cación, remuneración, 
ascensos, salud, seguridad y otras acciones. 

Artículo 8. Modelo de competencias. La Secretaría Técnica de Recursos Humanos cuidará. que la especifi cación 
de los puestos de trabajo contenga las califi caciones y competencias requeridas para el adecuado desempeño 
de las funciones que correspondan, tomando como base la ley y la estrategia del Órgano Judicial. Igualmente, 
coordinará la preparación y presentación oportuna al consejo de administración de la carrera de que se trate del 
manual que contendrá la defi nición de las competencias organizacionales, específi cas y técnicas, las conductas 
que identifi quen su presencia en los aspirantes y los distintos grados o niveles en que deben exhibirse de acuerdo 
con la naturaleza de cada puesto en la Institución.

Artículo 9. Revisión de puestos. Anualmente se realizará una revisión general de todos los puestos existentes 
con el fi n de recomendar los ajustes y modifi caciones que se requieran, según las necesidades de la Institución 
y su competitividad de acuerdo con las ofertas homologables del entorno, procurando en todo momento que la 
creación, valuación o cambio de la denominación de puestos atienda las necesidades específi cas de la naturaleza 
del servicio judicial en aras de mantener la sencillez y utilidad del manual que los describe y clasifi ca.

Artículo 10. Creación de puestos. La creación de los puestos dentro de la estructura del Órgano Judicial 
corresponderá a la Sala Cuarta de la Corte Suprema de Justicia, debiendo comunicar las decisiones adoptadas 
para las acciones directamente al Ministerio de Economía y Finanzas, a través de la Secretaría Técnica de 
Recursos Humanos.
 Se mantendrá una estructura de puestos organizada, simplifi cada, justa y equitativa que permita la fácil 
aplicación de los sistemas de remuneración, benefi cios, ascensos y desarrollo para atraer y mantener motivado 
al recurso humano en aras de lograr la excelencia en la prestación del servicio.

Capítulo II

Unidades Técnicas

Artículo 11. Unidades técnicas. La Secretaría Técnica de Recursos Humanos, la Escuela Judicial, la Auditoría 
Judicial y Estadísticas Judiciales son las principales unidades técnicas sobre las que se cimentan las carreras en 
el Órgano Judicial y tienen a su cargo la ejecución de las acciones que el Pleno de la Corte Suprema de Justicia 
y los consejos de administración de las carreras del Órgano Judicial determinen para el cumplimiento de sus 
actividades ordinarias y especiales.
 También funcionará en el Órgano Judicial la Secretaría Técnica de Asuntos Judiciales para planifi car 
y adoptar medidas preventivas y de contingencia necesarias para garantizar la correcta función del Sistema de 
Administración de Justicia, así como para la gestión de los recursos y medios que faciliten la labor judicial. 

Sección 1.ª

Secretaría Técnica de Recursos Humanos

Artículo 12. Creación. Se crea la Secretaría Técnica de Recursos Humanos, encargada de asistir a los consejos 
de administración de las carreras del Órgano Judicial en el cumplimiento de sus actividades ordinarias y 
especiales, con el propósito de desarrollar una cultura institucional con vocación de servicio, procurar que la 
implementación de sistemas de trabajo faciliten la productividad, proveer las personas que han de ocupar los 
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puestos de trabajo y promover el desarrollo de estas, para la satisfacción de las expectativas de la sociedad en 
general y de las personas que utilicen los servicios que se brindan en particular, a través de un ambiente motivado 
por la califi cación, evaluación y premiación de la excelencia en el desempeño.

Artículo 13. Funciones. La Secretaría Técnica de Recursos Humanos tendrá las funciones siguientes:
1. Diseñar, actualizar y aplicar un sistema de reclutamiento que atraiga a las personas mejor califi cadas a 

participar.
2. Convocar a las personas interesadas en los procedimientos de traslado, ascenso y concurso abierto, cuando 

así lo requiera el consejo de administración de la carrera correspondiente.
3. Presentar al consejo de administración de la carrera de que se trate los resultados de los procedimientos 

de evaluación de aspirantes en los que conste la sustentación relativa a la superación de todas las fases 
dispuestas para su emisión, así como la identifi cación de los ganadores con indicación del puntaje obtenido 
que determinará su lugar en la lista.

4. Proponer al consejo de administración de la carrera respectivo el uso de las herramientas de evaluación que 
considere más apropiadas para evidenciar la presencia de las competencias organizacionales, específi cas y 
técnicas requeridas para cada puesto.

5. Participar en el diseño de los programas de capacitación y desarrollo institucional y suministrar a la Escuela 
Judicial las prioridades de formación detectadas a través de los procesos de recursos humanos.

6. Diseñar y actualizar permanentemente un programa de desarrollo de competencias que propicie un 
desempeño exitoso.

7. Procurar la difusión periódica e identifi cación de la estrategia y metas del Órgano Judicial y reforzar los 
valores institucionales y principios éticos de quienes laboran en la Institución.

8. Disponer las acciones pertinentes para la elaboración y actualización de los diferentes procesos técnicos de 
recursos humanos y verifi car su cumplimiento.

9. Aprobar, antes de su aplicación, los instrumentos diseñados para conocer las aspiraciones y preocupaciones 
de los miembros del Órgano Judicial y estimular las soluciones apropiadas, observando en todo momento la 
política institucional. 

10. Supervisar la elaboración y someter a la revisión de los consejos de administración, para su posterior 
aprobación por la Sala Cuarta de la Corte Suprema de Justicia, el plan de remuneración de la Institución, que 
determinará el sueldo que le corresponde a cada clase de puesto según sus funciones, méritos, desempeño 
y antigüedad.

11. Presentar a los consejos de administración los planes de facilidades, comodidades, ventajas y servicios que 
la Institución esté en capacidad de ofrecer al recurso humano como benefi cios intangibles.

12. Participar como moderador de las comisiones de evaluación y entrevistas de trabajo para la selección de 
candidatos que se lleven a cabo en el Centro de Valoración de Aspirantes.

13. Interactuar con los servidores judiciales y asociaciones de estos, usuarios del Sistema Judicial, asociaciones 
de abogados, entidades, organizaciones y organismos vinculados y otros sistemas judiciales para captar las 
tendencias externas que le permitan encauzar oportunamente su gestión de acuerdo con el contexto social 
y plantear soluciones integrales.

14. Supervisar la labor realizada por las direcciones de Selección de Recursos Humanos, Gestión Administrativa, 
Estudios de Recursos Humanos, Gestión del Desempeño, Bienestar del Servidor Judicial y en general de 
todas aquellas que sean creadas por motivo de las carreras dentro del Órgano Judicial.

15. Dar a conocer a los miembros del consejo de administración de la carrera correspondiente las convocatorias 
para las sesiones a las que deben asistir, acompañando el orden del día y la documentación pertinente.

16. Custodiar las actas de las reuniones de los consejos de administración de las carreras y expedir las 
certifi caciones que procedan de los acuerdos adoptados por estos.
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17. Cursar las comunicaciones necesarias para el cumplimiento de los acuerdos emitidos por los consejos de 
administración de las carreras.

18. Organizar, dirigir y supervisar el sistema de registro de documentos.
19. Elaborar los proyectos de resolución de las decisiones que deban ser emitidas por el consejo de administración 

de la carrera respectiva.
20. Formular el anteproyecto de presupuesto de la Secretaría y presentarlo a la Sala Cuarta de la Corte Suprema 

de Justicia.
21. Ejercer las demás funciones que le sean asignadas por la ley y los reglamentos respectivos.

Artículo 14. Secretario técnico de Recursos Humanos. La Secretaría Técnica de Recursos Humanos estará a 
cargo de un secretario que deberá cumplir los requisitos siguientes:
1. Ser de nacionalidad panameña.
2. Haber cumplido treinta y cinco años de edad.
3. Estar en pleno goce de derechos civiles y políticos.
4. Poseer título de licenciatura o maestría con énfasis en Recursos Humanos, Administración de Empresas, 

Derecho y Ciencias Políticas, Psicología o Ingeniería Industrial.
5. Haber realizado estudios de diplomado, posgrado o maestría en Recursos Humanos o Gestión del Talento 

Humano.
6. Contar con cinco años de experiencia en cargos directivos en los que haya debido aplicar los procesos de 

toma de decisiones y habilidades de liderazgo.
 El secretario técnico de Recursos Humanos será elegido por el Pleno de la Corte Suprema de Justicia 
mediante concurso de oposición para un periodo de cinco años y podrá ser reelecto.

Artículo 15. Direcciones de la Secretaría Técnica de Recursos Humanos. Para la ejecución de, sus funciones, la 
Secretaría Técnica de Recursos Humanos se integrará por cinco direcciones:
1. Estudios de Recursos Humanos. Analiza la demanda de servicios, planifi ca la provisión de recursos 

humanos y la distribución de funciones ajustando los manuales de puestos y de procedimientos, gestiona 
el conocimiento organizacional para el cumplimiento oportuno de los objetivos y programas institucionales y 
diseña y actualiza la escala de sueldos.

2. Selección de Recursos Humanos. Supervisa la evaluación de los aspirantes a partir del modelo diseñado 
para que cada persona que se elija posea las competencias defi nidas para el desempeño del puesto que 
ocupará, aproveche la formación inicial y se incorpore formalmente a la Institución, verifi ca y certifi ca la 
documentación digitalizada de cada aspirante, supervisa la realización de las pruebas virtuales y decide los 
recursos de reconsideración que se instauren sobre los resultados de estas dos fases del concurso abierto.

3. Gestión Administrativa. Ejecuta, registra y tramita todas las acciones de personal, de acuerdo con los 
requerimientos de las unidades nominadoras y disciplinarias, atiende las solicitudes de certifi caciones y 
constancias que sean necesarias, acatando en todo momento las formalidades de ley.

4. Gestión del Desempeño. Mide periódicamente el avance en el cumplimiento de las metas organizacionales 
a partir de las líneas base de los indicadores de gestión de las distintas unidades que integran la Institución; 
defi ne los estándares de calidad, efi ciencia y productividad y lleva a cabo la coordinación y consolidación de 
los resultados de la evaluación del desempeño.

5. Bienestar del Servidor Judicial. Planifi ca, coordina y realiza acciones de entretenimiento y motivación del 
recurso humano; organiza la seguridad laboral de los miembros del Órgano Judicial; proporciona atención 
sicológica, de trabajo social y profesional y supervisa el funcionamiento de clínicas y centros de crecimiento 
y desarrollo infantil.
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Sección 2.ª

Escuela Judicial

Artículo 16. Escuela Judicial. La formación integral y el entrenamiento del recurso humano para el desarrollo 
específi co de las tareas que corresponden a los puestos de trabajo se desarrollarán a través de la Escuela 
Judicial, atendiendo un proceso sistemático, guiado por la estrategia institucional, para certifi car y recertifi car las 
competencias organizacionales, específi cas y técnicas, que deban exhibirse en todos los niveles de la Institución. 
Deberá cubrir las necesidades que se vayan identifi cando mediante la gestión del conocimiento para generar una 
cultura de excelencia en el desempeño.
 La Escuela Judicial contará con autonomía para administrar donaciones, herencias, rentas, recaudaciones 
especiales y otros recursos generados por los servicios que preste.

Artículo 17. Certifi cación y recertifi cación de competencias. Las certifi caciones de las competencias 
organizacionales, específi cas y técnicas, se otorgarán a quienes participen en el programa de formación para el 
ingreso al Órgano Judicial.
 Las recertifi caciones en competencias requeridas para el cargo en ejercicio serán parte del proceso de 
evaluación del desempeño.
Se establecen como competencias específi cas mínimas para cargos en la Judicatura las siguientes:
1. Independencia e imparcialidad. No dejarse infl uenciar por intereses ajenos al Derecho, lo cual garantiza 

decisiones basadas en criterios que sean resultado de la estricta aplicación de la ley. Se demuestra a través 
de la superación de pruebas de simulación.

2. Honorabilidad. No haber sido sancionado por un tribunal o autoridad disciplinaria o ética. Se presume, salvo 
prueba en contrario.

3. Conocimiento legal. Se relaciona con el grado de formación académica, participación en cursos de 
especialización, autoría de libros o artículos académicos que contribuyan al avance del Derecho, 
presentaciones académicas o profesionales en temas jurídicos y reconocimiento de la persona como experta 
en esta disciplina. Se demuestra con la consignación de certifi caciones, constancias y documentos.

4. Excelente capacidad de expresión oral y escrita y habilidad analítica. Se refi ere a la capacidad de comunicarse 
adecuadamente y de forma accesible, así como de descifrar la esencia del problema presentado. Se 
demuestra a través de pruebas de simulación.

5. Inteligencia creativa desarrollada. Es la habilidad de responder a desafíos en ambientes complejos y de 
afrontar problemáticas y situaciones novedosas para encontrar solución, obtener consensos y considerar las 
posiciones de otros. Se demuestra mediante pruebas de simulación.

6. Compromiso con la institucionalidad del Poder Judicial. Es el sentido de responsabilidad y pertenencia que 
entraña el ejercicio del cargo. Se demuestra a través de la entrevista, así como de escritos, exposiciones o 
acciones.

7. Compromiso con la protección de los Derechos Humanos, los valores democráticos y la transparencia. Es la 
consideración que se merecen los valores que deben guiar la labor judicial y la gestión pública. Se demuestra 
a través de la entrevista, así como por actividades realizadas.

8. Capacidad de comprender la trascendencia de las decisiones judiciales. Es la conciencia de la responsabilidad 
que le atañe por la labor general del despacho y específi ca en cada proceso en el ámbito socio-jurídico del 
país. Se demuestra en la entrevista y a través de los antecedentes.

9. Capacidad de equilibrar adecuadamente el ritmo de productividad, la calidad de las decisiones jurídicas y 

la profundidad de la consideración del caso. Es la habilidad de mantener un ritmo adecuado de trabajo sin 
arriesgar la calidad de las resoluciones judiciales o ignorar las constancias procesales. Se analiza mediante 
la realización de pruebas orales y escritas.
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Artículo 18. Programas y planes de formación. La Escuela Judicial organizará los planes y programas de estudio 
que sean requeridos para la formación y entrenamiento de los integrantes del Órgano Judicial con el propósito de 
facilitar el adecuado desempeño de sus cargos.
 Los magistrados, jueces y defensores públicos miembros de carrera contarán con un plan especializado 
en formación continua mediante el cual se programarán de forma individualizada, en periodos de cinco años, 
los objetivos formativos, garantizándose su plena adaptación a las innovaciones jurídicas con incidencia en el 
ejercicio de las funciones jurisdiccionales.
 El cumplimiento de los objetivos del plan especializado de formación individual será medido por la Unidad 
Técnica de Evaluación Académica de la Escuela Judicial y los resultados serán considerados para los efectos de 
ascensos y promociones.
 Los planes y programas de formación se administrarán haciendo uso de las nuevas tecnologías de la 
información y de la comunicación para la preparación integral, especializada y de alta calidad de los miembros y 
aspirantes a cargos del Órgano Judicial. Se medirá su impacto.
 Estos planes y programas cumplirán las exigencias que al respecto disponga la ley para la formación 
superior.

Artículo 19. Funciones de la Escuela Judicial. Son funciones de la Escuela Judicial:
1. Atender las necesidades de formación permanente y especializada de los aspirantes y servidores judiciales 

en las competencias requeridas para el buen desempeño de los cargos y el cumplimiento de las metas 
del Órgano Judicial, de conformidad con las disposiciones establecidas en esta Ley, teniendo como eje 
transversal la ética e integridad de la función judicial.

2. Certifi car los conocimientos de los aspirantes y servidores judiciales a través de la aplicación de pruebas 
teóricas y prácticas que permitan diagnosticar y establecer los niveles de competencia para cada cargo,  que 
se utilizarán en los procesos de recursos humanos.

3. Promover actividades de investigación que complementen la formación especializada y las nuevas 
modalidades de las ciencias jurídicas.

4. Procurar la actualización tecnológica y académica de la formación judicial, desarrollando modelos virtuales y 
presenciales que garanticen los más altos índices de calidad que sean posibles. 

5. Facilitar la interacción efectiva de miembros de la comunidad forense, profesionales o técnicos, actores, 
operadores y auxiliares del Sistema con la Administración de Justicia.

6. Promover convenios para el intercambio de expertos en las áreas de formación de su competencia, con 
organismos y universidades nacionales e internacionales.

Artículo 20. Estructura orgánica de la Escuela Judicial. La Escuela Judicial se estructura por los órganos 
siguientes:
1. Consejo Consultivo.
2. Centro de Valoración.
3. Director de la Escuela Judicial.
4. Dirección Administrativa de la Escuela Judicial.
 Para ejecutar los planes y programas de formación, la Escuela Judicial también contará con las unidades 
técnicas de Planteamiento Académico, Evaluación Académica y Gestión del Proceso de Conocimiento, las 
cuales, respectivamente, se encargarán de desarrollar los programas académicos, diagnosticar las necesidades 
de formación en coordinación con la Secretaría Técnica de Recursos Humanos, y la selección y contratación de 
programas, docentes, convocatorias, supervisión y ejecución de cursos.

Artículo 21. Consejo Consultivo de la Escuela Judicial. El Consejo Consultivo estará integrado por:
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1. Un magistrado de la Corte Suprema de Justicia, solo con derecho a voz.
2. Un magistrado de Tribunal Superior.
3. Un juez de circuito, seccional o similar.
4. Un juez municipal.
5. Un defensor público.
6. Un representante de los servidores de apoyo judicial.
7. Un representante de las facultades de Educación de las universidades ofi ciales, elegido por el Consejo de 

Administración de la Carrera Judicial de una terna que presente el rector para tales efectos.
8. Un representante de la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas de la Universidad de Panamá, elegido por 

el Consejo de Administración de la Carrera Judicial de una terna que presente el rector para tales efectos.
9. El secretario técnico de Recursos Humanos.
10. El director administrativo de la Escuela Judicial.
 Cada integrante tendrá su suplente. La elección de principales y suplentes se realizará entre sus pares, 
y para un periodo de dos años. Los integrantes del Consejo Consultivo elegirán a su presidente y secretario.

Artículo 22. Funciones del Consejo Consultivo de la Escuela Judicial. Son funciones del Consejo Consultivo: .
1. Defi nir las políticas y los objetivos de calidad y competencia de la Escuela Judicial, revisar su cumplimiento, 

evaluarlos y ajustarlos cuando así se requiera.
2. Interpretar las normas de esta Ley relacionadas con la formación institucional y resolver las controversias que 

se le planteen en relación con su aplicación por la Dirección Administrativa.
3. Aprobar y dar seguimiento al programa anual de actividades que le presente la Dirección Administrativa de 

la Escuela Judicial.
4. Supervisar el funcionamiento de la Escuela Judicial.
5. Aprobar, junto con el consejo de administración de la carrera correspondiente, los cursos de integración y de 

formación preparatoria, inicial y continua.
6. Reglamentar los parámetros para la aplicación de las pruebas de oposición, conocimientos técnicos y 

entrevistas para la evaluación de aspirantes, de acuerdo con los insumos que suministren la Secretaría 
Técnica de Recursos Humanos y la comisión de evaluación respectiva.

7. Coadyuvar en la organización del Congreso Anual de la Administración de Justicia. 
8. Expedir el reglamento para su régimen interno y todos aquellos que esta Ley le señale. 
9. Presentar informe anual de su gestión al Pleno de la Corte Suprema de Justicia.
10. Ejercer las demás funciones que le sean atribuidas por la ley y el Pleno de la Corte Suprema de Justicia.

Artículo 23. Centro de Valoración. El Centro de Valoración de la Escuela Judicial tendrá a su cargo la certifi cación 
permanente de las competencias requeridas para el desempeño de los distintos puestos de trabajo de la Institución 
y apoyará a la Secretaría Técnica de Recursos Humanos en las sesiones de trabajo que deban desarrollarse por 
las comisiones de evaluación de las carreras del Órgano Judicial. Las certifi caciones emitidas por este Centro se 
utilizarán en los procedimientos de selección, traslado, promoción o ascenso y formación.

Artículo 24. Técnicos en formación por competencias. El Centro de Valoración contará con un equipo integrado, 
por lo menos, por cinco técnicos en modelos de competencias, debidamente justifi cados de acuerdo con las 
necesidades existentes, encargados de guiar los procesos de selección y formación a través de la consignación 
de las conductas observables y medibles que, de acuerdo con el Manual de Puestos, permitan cumplir la misión 
institucional. Este equipo tendrá a su cargo la sustanciación de los procedimientos de certifi cación y recertifi cación 
y emitirá los informes y constancias respectivas, una vez realizadas las pruebas ante las correspondientes 
comisiones de evaluación de aspirantes e integrantes del Órgano Judicial.
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Artículo 25. Evaluación de aspirantes. Se integrarán tantas comisiones de evaluación de aspirantes como 
carreras y jurisdicciones existan en la Institución. Las comisiones de evaluación tendrán las funciones siguientes:
1. Elaborar el temario y el contenido de los exámenes de oposición para el acceso a las carreras. 
2. Aplicar los exámenes de conocimientos técnicos.
3. Aplicar las pruebas de oposición y entrevistas sobre competencias para el ingreso a las carreras, asistidas 

por el equipo técnico del Centro de Valoración de la Escuela Judicial.
4. Supervisar los cursos de formación para el ingreso y la práctica profesional.
5. Examinar el escalafón judicial y el registro central de información para determinar, de entre las personas 

aspirantes, aquella que será benefi ciada con los procedimientos de traslado y ascenso.
6. Decidir los recursos de reconsideración que se instauren contra sus decisiones.
7. Ejercer las demás funciones que les determinen la ley y los reglamentos.

Artículo 26. Dirección Administrativa de la Escuela Judicial. La Dirección Administrativa de la Escuela Judicial 
se encargará de ejecutar las decisiones adoptadas por el Consejo Consultivo de la Escuela Judicial y estará 
integrada por el director administrativo, el subdirector administrativo y su personal de apoyo.
 Las personas titulares de la Dirección y Subdirección Administrativa de la Escuela Judicial serán elegidas 
mediante concurso de oposición por el Pleno de la Corte Suprema de Justicia para un periodo de cinco años, y 
podrán ser reelectas.
 Quien ostente el cargo de subdirector coadyuvará en la labor de la Dirección y suplirá las ausencias 
incidentales, accidentales, temporales y absolutas del director.

Artículo 27. Requisitos para ser director y subdirector administrativos de la Escuela Judicial. Para ser director 
administrativo de la Escuela Judicial se requiere:
l.  Ser de nacionalidad panameña.
2. Haber cumplido treinta y cinco años de edad.
3. Estar en pleno goce de derechos civiles y políticos.
4. Contar con el título de licenciatura en Derecho, una maestría y formación en docencia superior y nuevas 
tecnologías para la formación virtual.
5. Haber ejercido profesionalmente durante diez años en alguna de estas disciplinas.
6. Haber ejercido la docencia universitaria o investigación por igual periodo.

Artículo 28. Funciones de la Dirección Administrativa de la Escuela Judicial. Son funciones de la persona 
encargada de la Dirección Administrativa de la Escuela Judicial las siguientes:
1. Cumplir y hacer cumplir las normas legales y reglamentarias que rigen la Escuela Judicial y los acuerdos del 

Consejo Judicial y del Consejo Consultivo de la Escuela Judicial sobre la materia.
2. Impulsar, coordinar, orientar y supervisar las actividades de la Escuela Judicial procurando su buen 

funcionamiento.
3. Diseñar y someter a la aprobación del Consejo Consultivo los planes y programas de capacitación y de 

formación continua especializada individual de magistrados, jueces y defensores, acompañados del plan 
anual y presupuesto correspondientes.

4. Elaborar y presentar a la consideración del Consejo Consultivo de la Escuela Judicial los planes de trabajo, 
requisitos de cursos y programas académicos y de investigación de la Escuela Judicial.

5. Elaborar y someter a la aprobación del Consejo Consultivo el programa anual de inversiones de la Escuela 
Judicial.

6. Seleccionar y someter a consideración del Consejo Consultivo para la aprobación del Consejo de 
Administración la integración de comités académicos, capacitadores en sitio, docentes e investigadores de 
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la Escuela Judicial.
7. Decidir, junto con dos integrantes de la Unidad de Evaluación Académica, los recursos de reconsideración 

que se instauren contra los resultados de la fase de formación y pasantías.
8. Rendir informe anual de su labor al Consejo Judicial.
9. Ejercer las demás funciones que le asignen la ley, los reglamentos y acuerdos correspondientes.

Artículo  29. Formación para los integrantes de la comunidad jurídica. Se ofrecerán programas de formación 
profesional a todos los integrantes de la comunidad jurídica.

Artículo 30. Celebración de convenios. Se podrán celebrar convenios con organismos públicos o privados, 
nacionales o internacionales, destinados a brindar programas de formación para lograr sus servicios y que 
estos puedan prestarse de forma gratuita o a menor costo debidamente certifi cados y recertifi cados con altos 
estándares de calidad.

Artículo 31. Participación en cursos. Quienes se benefi cien, a través de los cursos de formación cubiertos por la 
Institución, tendrán la obligación de asistir a estos y las evaluaciones o títulos que obtengan formarán parte de su 
expediente personal, y deberán continuar la prestación de servicios en la Institución, por lo menos, el doble del 
tiempo que hubiera tomado la formación. En caso contrario, deberá reembolsarse a la Institución el monto que 
corresponda al gasto en que incurrió para el pago de la capacitación.

Sección 3.ª

Auditoría del Órgano Judicial

Artículo 32. Auditoría del Órgano Judicial. Periódicamente en el Órgano Judicial, se realizarán auditorías para 
el análisis y la verifi cación de los controles del funcionamiento de los servicios públicos internos y externos que 
brinda el Órgano Judicial en todo el territorio nacional, a través de visitas periódicas para la revisión de la gestión 
y actuación jurisdiccional y las acciones administrativas, la situación de los despachos y ofi cinas judiciales y el 
funcionamiento de la prestación del servicio.
 El objetivo de las auditorías es efectuar un diagnóstico del funcionamiento del despacho u ofi cina 
auditados para detectar las buenas prácticas que puedan ser generalizadas y analizar, las causas de las 
defi ciencias, en caso de que existan.
 
Artículo 33. Clases de auditorías. Las auditorías que se realicen en los tribunales, juzgados y despachos de 
Defensoría Pública se llevarán a cabo a través de un equipo de, por lo menos, tres personas y siempre en 
números impares, integrado por magistrados, jueces y defensores auditores por una parte y, por la otra, por 
miembros del equipo técnico de la Dirección Administrativa de Auditoría Judicial. Las auditorías que se realicen 
en el área administrativa y las que tengan por objeto verifi car el cumplimiento de las normas de control interno 
gubernamental, en todas las dependencias de la Institución, estarán a cargo de la Dirección de Auditoría Interna, 
de conformidad con las disposiciones vigentes.
 Estas auditorías pueden llevarse a cabo de forma ordinaria o extraordinaria. Las ordinarias, que responden 
a las necesidades de verifi cación y control regular del debido funcionamiento de los despachos y ofi cinas judiciales, 
tienen por objeto la comprobación de la labor realizada, el descubrimiento de buenas prácticas y la identifi cación 
de las fallas y posibles soluciones que permitan la adecuada prestación de los servicios correspondientes. Las 
auditorías extraordinarias se realizan ante solicitud de quien tome posesión de un nuevo cargo, de la Sala Cuarta 
de la Corte Suprema de Justicia o del magistrado investigador de Integridad y Transparencia, con el objeto de 
acreditar los hechos que requieran aclaración urgente o que respondan a una causa de competencia del Tribunal 
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Especial de Integridad y Transparencia.

Artículo 34. Estructura orgánica de la Ofi cina de Auditoría Judicial. La Ofi cina de Auditoría Judicial se estructura 
por los órganos siguientes:
1. Consejo Consultivo.
2. Centro de Análisis de la Gestión Judicial.
3. Director de Auditoría Judicial.
4. Dirección Administrativa de Auditoría Judicial.

Artículo 35. Consejo Consultivo de Auditoría Judicial. La Auditoría Judicial se administrará a través de un Consejo 
Consultivo integrado por:
1. Un magistrado de la Corte Suprema de Justicia, solo con derecho a voz. .
2. Un magistrado de Tribunal Superior.
3. Un juez de circuito, seccional o similar.
4. Un juez municipal.
5. Un defensor público.
6. El director administrativo de Auditoría Judicial.
7. El secretario técnico de Recursos Humanos, solo con derecho a voz.
 Cada integrante tendrá su suplente. La elección de principales y suplentes se realizará entre sus pares 
y para un periodo de dos años.
 Los integrantes del Consejo Consultivo elegirán a su presidente y secretario.

Artículo 36. Funciones del Consejo Consultivo de Auditoría Judicial. Son funciones del Consejo Consultivo de 
Auditoría Judicial:
1. Aprobar, informar y dar seguimiento a la programación anual de las auditorías judiciales, atender 

solicitudes y tramitar las auditorías extraordinarias o especiales, cuando procedan.
2. Aprobar la estructura del contenido de los informes de las auditorías que se realicen en los distintos 

despachos judiciales y los centros de apoyo judicial de la Institución. 
3. Designar cada dos años los magistrados y jueces y defensores auditores de cada distrito judicial, 

atendiendo al desempeño demostrado previamente por los elegidos, de conformidad con los resultados 
de los inventarios, auditorías judiciales y reportes estadísticos de los despachos y oficinas judiciales.

4. Atender y absolver las solicitudes que sobre la aplicación de las normas de auditoría judicial le sean 
formuladas por la Dirección Administrativa de Auditoría Judicial, el Centro de Análisis de la Gestión 
Judicial, los consejos de Administración de las carreras del Órgano Judicial o cualesquiera otras 
entidades o personas interesadas. 

5. Supervisar el funcionamiento de la Dirección Administrativa de Auditoría Judicial. 
6. Revisar los resultados de estudios e investigaciones y propuestas del Centro de Análisis de la Gestión 

Judicial.
7. Elevar a las instancias correspondientes las solicitudes de acciones y proyectos de acuerdos, 

reglamentos y leyes que procuren la mejora continua de la gestión judicial. 
8. Organizar la aplicación de encuestas trimestrales a los usuarios internos y externos del Órgano Judicial, 

que midan el impacto del servicio de Administración de Justicia. 
9. Colaborar en la organización del Congreso Anual de Administración de Justicia. 
10. Expedir el reglamento para su régimen interno y todos aquellos que esta Ley le señale. 
11. Presentar informe anual de su gestión al Pleno de la Corte Suprema de Justicia.
12. Ejercer las demás funciones que le sean atribuidas por la ley, el Pleno de la Corte Suprema de Justicia 
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y los reglamentos.

Artículo 37. Centro de Análisis de la Gestión Judicial. El Centro de Análisis de la Gestión Judicial se integrará, 
por lo menos, por tres especialistas en análisis de procesos de trabajo y tendrá a su cargo el estudio permanente 
de los resultados de las auditorías judiciales efectuadas para conocer la situación de los tribunales de justicia, 
diagnosticar las causas y niveles de la carga laboral, así como las fallas y demoras de cada dependencia, para lo 
cual levantará fl ujos que faciliten la detección de las mejores prácticas empleadas. Estos especialistas deberán 
presentar mensualmente los resultados de sus investigaciones a la consideración del Consejo Consultivo de la 
Auditoría Judicial.

Artículo 38. Equipo técnico de Auditoría Judicial. La Dirección Administrativa de Auditoría Judicial contará con 
un equipo de técnicos en administración de tribunales de justicia, quienes apoyarán a los magistrados, jueces y 
defensores auditores del Órgano Judicial en la sustanciación y consignación de resultados de las visitas auditoras 
y aplicarán las encuestas trimestrales sobre el servicio de la Administración de Justicia a los usuarios.

Artículo 39. Dirección Administrativa de Auditoría Judicial. La Dirección Administrativa de Auditoría Judicial se 
encargará de coordinar la ejecución de las auditorías judiciales y estará integrada por un director administrativo, 
un subdirector administrativo y el equipo técnico que apoye la ejecución.
 Las personas titulares de la Dirección y Subdirección Administrativa de Auditoría Judicial serán elegidas 
mediante concurso de oposición por el Pleno de la Corte Suprema de Justicia para un periodo de cinco años, y 
podrán ser reelectas.
Quien ostente el cargo de subdirector coadyuvará en la labor de la Dirección, suplirá las ausencias incidentales, 
accidentales, temporales y absolutas del director y realizará aquellas tareas que le sean designadas por él.

Artículo 40. Requisitos para ser director y subdirector administrativos de la Ofi cina de Auditoría Judicial. Para ser 
director y subdirector administrativo de la Ofi cina de Auditoría Judicial se requiere:
1. Ser de nacionalidad panameña.
2. Haber cumplido treinta y cinco años de edad.
3. Estar en pleno goce de derechos civiles y políticos.
4. Contar con el título de licenciatura en Derecho, una maestría, preferiblemente, en Contabilidad, Auditoría o 

Administración y poseer conocimiento en auditoría judicial.
5. Haber ejercido, profesionalmente, el Derecho, la Contabilidad o la Auditoría durante cinco años.

Artículo 41. Funciones de la Dirección Administrativa de Auditoría Judicial. La Dirección Administrativa de 
Auditoría Judicial, además de las señaladas en otros ordenamientos jurídicos, tendrá las funciones siguientes:
1. Elaborar y someter a la aprobación del Consejo Consultivo de Auditoría Judicial, antes de su aplicación, 

la estructura del contenido de los informes de las auditorías que se realicen en los distintos despachos 
judiciales y los centros de apoyo judicial de la Institución.

2. Participar, a través de los técnicos en auditoría judicial, junto con magistrados, jueces o defensores auditores, 
en los actos de verifi cación del funcionamiento de los servicios de la Administración de Justicia, según los 
deberes y obligaciones asignadas por la ley.

3. Recoger y procesar información actualizada y fi able sobre la situación funcional de los tribunales, juzgados, 
centros y despachos de la Defensa Pública y hacer las recomendaciones de gestión administrativa que 
contribuyan al mejoramiento de la labor judicial.

4. Levantar, junto con magistrados, jueces y defensores auditores, los informes preliminares y darlos a conocer 
a la persona auditada para que remita sus descargos dentro del término de diez días hábiles contados a 
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partir de su recibo.
5. Remitir los informes fi nales, dentro del lapso de treinta días hábiles siguientes a la verifi cación, a los tribunales 

auditados, al presidente de la Corte Suprema de Justicia y a los respectivos consejos de administración de 
las carreras del Órgano Judicial, adjuntando como parte integral del informe, en el caso de los dos últimos, 
los descargos del auditado.

Artículo 42. Informe de auditoría. Los informes de auditoría deberán rendirse en forma clara, precisa y objetiva, 
basándose en argumentos sólidos, sin entrar a censurar, aprobar o corregir las actuaciones y decisiones 
jurisdiccionales que hayan sido emitidas en el ejercicio del cargo.

Artículo 43. Encuesta trimestral y auditoría general de la labor judicial. Trimestralmente, el personal técnico de 
auditoría judicial aplicará encuestas a los usuarios del Sistema de Justicia para conocer el funcionamiento del 
servicio de Administración de Justicia.
 El Órgano Judicial contratará anualmente un especialista para que realice una auditoría general de la 
labor judicial, cuyos resultados se presentarán al Pleno de la Corte Suprema de Justicia y al Consejo Consultivo 
de Auditoría Judicial adjuntando una propuesta de los formularios y metodología que se emplearán para las 
encuestas trimestrales.

Artículo 44. Congreso Anual de la Administración de Justicia. El Consejo de Administración de la Carrera Judicial 
programará, organizará y realizará en el mes de septiembre de cada año, con la colaboración de las ofi cinas 
correspondientes y previa aprobación del programa por el Pleno de la Corte Suprema de Justicia, el Congreso 
Anual de Administración de Justicia, en el que se presentarán a las instancias institucionales y organizaciones 
vinculadas con el servicio los resultados de las auditorías y de la auditoría externa general de la labor judicial, 
como acto fundamental de rendición de cuentas y transparencia.
 En este Congreso se establecerán los lineamientos generales de los planes quinquenales y los objetivos 
anuales, previo análisis de los resultados obtenidos, desvíos y avances en la estrategia institucional y acciones 
programadas para su cumplimiento.

Sección 4.ª

Estadística Judicial

Artículo 45. Estadística del Órgano Judicial. La Unidad Técnica de Estadística del Órgano Judicial, sustentada 
en el principio de transparencia y rendición de cuentas, es la encargada de establecer. y coordinar el sistema 
estadístico de la información cuantitativa de todas las dependencias del Órgano Judicial, que facilite la planifi cación, 
toma de decisiones, implantación de innovaciones y evaluación del impacto de las medidas adoptadas.
 Los datos estadísticos del Órgano Judicial serán exhibidos en un contexto de disponibilidad permanente 
a la ciudadanía de la información actualizada, rigurosa y debidamente contrastada sobre la actividad y carga 
de trabajo de todos los juzgados, tribunales, ofi cinas, centros de servicio y dependencias administrativas de la 
Institución.

Artículo 46. Objetivos de la estadística del Órgano Judicial. La estadística del Órgano Judicial se obtiene y 
procesa para suministrar información que permita:
1. El cumplimiento del principio de transparencia y rendición de cuentas.
2. La planificación, desarrollo y ejecución de las políticas institucionales.
3. El fortalecimiento y modernización de la Organización Judicial.
4. La programación y gestión de recursos humanos y medios materiales al servicio de la Administración 
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de Justicia.
5. El ejercicio de la evaluación del desempeño y la auditoría de cada dependencia.

Artículo 47. Estructura orgánica de la Unidad Técnica de Estadística del Órgano Judicial. La Unidad Técnica de 
Estadística del Órgano Judicial se estructura por los órganos siguientes:
1. Consejo Consultivo de Estadística del Órgano Judicial.
2. Director de Estadísticas Judiciales.
3. Equipo estadístico.
4. Dirección Administrativa de Estadísticas Judiciales.

Artículo 48. Consejo Consultivo de Estadística del Órgano Judicial. La Unidad Técnica de Estadística del Órgano 
Judicial se administrará, a través de consejos consultivos, por jurisdicción, cuyas decisiones se adoptarán por 
mayoría absoluta de sus miembros y estará integrada por:
1. Un magistrado de la Corte Suprema de Justicia, solo con derecho a voz.
2. Un magistrado de Tribunal Superior.
3. Un juez de circuito, seccional o similar.
4. Un juez municipal.
5. Un defensor público.
6. El secretario técnico de Recursos Humanos.
7. Un estadístico perteneciente a la Facultad de Administración Pública de la Universidad de Panamá, elegido 

por el Consejo Judicial de una terna que presente el rector para tales efectos.
8. El director administrativo de Estadísticas.
 Cada integrante tendrá su suplente. La elección de principales y suplentes se realizará por el Consejo 
Judicial atendiendo a los mejores registros estadísticos, y para un periodo de dos años.
 Los integrantes del Consejo Consultivo elegirán a su presidente y secretario.

Artículo 49. Funciones del Consejo Consultivo de Estadística del Órgano Judicial. Son funciones del Consejo 
Consultivo de Estadística del Órgano Judicial:
1. Aprobar los planes estadísticos, generales y especiales.
2. Aprobar y reformar los formularios que deberán utilizarse para la emisión de los informes estadísticos que 

todas las dependencias judiciales y administrativas deben enviar mensualmente a la Dirección Administrativa 
de la Unidad Técnica de Estadística y a sus evaluadores y verifi car su efectividad.

3. Procurar la consignación en la página electrónica de la Institución de los registros estadísticos de cada 
dependencia judicial y administrativa y la consolidación general de resultados sobre el desempeño institucional.

4. Requerir a todas las dependencias judiciales y administrativas el uso adecuado de las herramientas de registro 
de entrada y seguimiento informático de expedientes judiciales o acciones administrativas, atendiendo al 
reparto o solicitudes efectuadas por los usuarios internos y externos.

5. Exigir a cada dependencia de la Institución la formación de inventario físico detallado y actualizado de los 
asuntos pendientes y su entrega a quien deba sucederles ante la ausencia temporal o absoluta de titulares o 
suplentes, con indicación de la fecha de iniciación y el estado en que se encuentran los procesos o solicitudes.

6. Atender y absolver las consultas que sobre la aplicación del sistema de estadística le sean formuladas.
7. Revisar los resultados de la estadística y las tendencias de las dependencias del Órgano Judicial en el 

cumplimiento de sus funciones.
8. Evaluar los dictámenes que formule el equipo técnico.
9. Comunicar las omisiones de rendición de cuentas en que incurran los obligados al Pleno de la Corte Suprema 

de Justicia y al consejo de administración respectivo, y elevar a las instancias correspondientes las solicitudes 
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de acciones de apoyo o disciplina a que haya lugar.
10. Suministrar al Consejo de Administración de la Carrera Judicial la información estadística necesaria para la 

preparación del Congreso Anual de Administración de Justicia.
11. Expedir el reglamento para su régimen interno.
12. Presentar informe anual de su gestión al Pleno de la Corte Suprema de Justicia.
13. Ejercer las demás funciones que le sean atribuidas por la ley, el Pleno de la Corte Suprema de Justicia y los 

reglamentos.

Artículo 50. Equipo estadístico. La Unidad Técnica de Estadística del Órgano Judicial contará con un equipo de 
especialistas que tendrán a su cargo la obtención y consolidación de los datos estadísticos, así como la preparación 
de los informes para la atención de solicitudes internas o externas que se le formulen. Estos especialistas deberán 
reportar mensualmente los resultados de sus investigaciones a la consideración del Consejo Consultivo de 
Estadística del Órgano Judicial.

Artículo 51. Requisitos para ser director y subdirector administrativos de la Unidad Técnica de Estadística del 
Órgano Judicial. Para ser director y subdirector administrativo de la Unidad Técnica de Estadísticas del Órgano 
Judicial se requiere:
1. Ser de nacionalidad panameña.
2. Haber cumplido treinta y cinco años de edad.
3. Estar en pleno goce de derechos civiles y políticos.
4. Contar con título de licenciatura en Estadística y maestría en Ciencias de la Administración o Estadística.
5. Haber ejercido, profesionalmente, en el campo de la Estadística durante cinco años. 
 Las personas titulares encargadas de la Dirección y Subdirección Administrativa de la Unidad Técnica de 
Estadística del Órgano Judicial serán elegidas mediante concurso de oposición por el Pleno de la Corte Suprema 
de Justicia para un periodo de cinco años, y podrán ser reelectas.
 Quien ostente el cargo de subdirector coadyuvará en la labor de la Dirección, suplirá las ausencias 
incidentales, accidentales, temporales y absolutas del director y realizará las tareas que le fueran encomendadas 
por él.
 
Artículo 52. Funciones de la Dirección Administrativa de la Unidad Técnica de Estadística del Órgano Judicial.
La Dirección Administrativa de la Unidad Técnica de Estadística del Órgano Judicial, además de las señaladas en 
otros ordenamientos jurídicos, tendrá las funciones siguientes:
1. Supervisar la labor de captación y procesamiento de datos que debe realizar el equipo estadístico.
2. Recoger y procesar información actualizada y fi able sobre la situación cuantitativa de los tribunales, juzgados, 

centros, despachos de la Defensa Pública y ofi cinas administrativas del Órgano Judicial.
3. Coordinar la consolidación de información que resulte de los datos obtenidos.
4. Comunicar al Consejo Consultivo de Estadística los hallazgos de información que evidencien diferencias o 

inconsistencias de acuerdo con su análisis individual o grupal entre dependencias con labores y recursos 
similares, que ameriten estudios más profundos.

5. Suministrar la información estadística que requieran los interesados.

Sección 5.ª

Secretaría Técnica de Asuntos Judiciales

Artículo 53. Secretaría Técnica de Asuntos Judiciales. La Secretaría Técnica de Asuntos Judiciales se encargará 
de planifi car, determinar, dirigir, coordinar, supervisar y controlar los proyectos y actividades que optimicen el 
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servicio de Administración de Justicia. En atención a ello, coordinará la gestión de las dependencias de apoyo 
judicial, entre las que se encuentran: la Secretaría de Modernización y Desarrollo Institucional, la Secretaría de 
Comunicaciones, la Dirección Nacional de Métodos Alternos de Resolución de Confl ictos, la Dirección Ejecutiva 
Nacional de Servicios Comunes, la Dirección de Auditoría Judicial, la Unidad de Acceso a la Justicia y Género, la 
Dirección de Asuntos Penitenciarios, el Departamento de Asistencia Legal para las Víctimas del Delito y aquellas 
que sean creadas en el futuro para la organización y mejora de la gestión judicial.
 Las personas encargadas de las dependencias coordinadas por la Secretaría Técnica de Asuntos 
Judiciales se reunirán una vez al mes con esta para rendir informe de su gestión y establecer las acciones a 
seguir o los planes a ejecutar para el correcto funcionamiento de los servicios que presta el Órgano Judicial. 
 La Secretaría Técnica de Asuntos Judiciales estará a cargo de un secretario elegido por el Pleno de 
la Corte Suprema de Justicia para un periodo de cinco años, y podrá reelegirse. La persona designada debe 
cumplir los mismos requisitos que se exigen para ser juez de circuito o seccional y haber ejercido funciones 
jurisdiccionales en el Órgano Judicial por un término mínimo de diez años.

Artículo 54. Funciones. Para el logro de sus objetivos, la Secretaría Técnica de Asuntos Judiciales realizará las 
funciones siguientes:
1. Levantar y mantener actualizado el inventario de cada dependencia del Órgano Judicial, donde consten, 

entre otros, los datos específi cos de su creación, ubicación, carga de trabajo, situación demográfi ca, 
socioeconómica, personal, rotación de personal, condiciones de infraestructura, mobiliario, equipo y 
tecnología, necesidades detalladas y todo dato que permita conocer el diagnóstico preciso y actualizado de 
su estado general.

2. Diagnosticar las modifi caciones estructurales y de personal que requiere cada dependencia, jurisdicción, 
instancia, tribunal u ofi cina del Órgano Judicial.

3. Determinar la necesidad de participación en programas de descarga, descongestión o asignación de jueces 
o magistrados adjuntos o itinerantes.

4. Diseñar y dar seguimiento a planes de acción para solucionar los problemas detectados y medir su impacto.
5. Mantener un inventario pormenorizado de los convenios de cooperación y asistencia recíproca, así como de 

las consultorías llevadas a cabo por la entidad, e identifi car su aplicación para la solución de situaciones o 
problemas concretos.

6. Desarrollar manuales operativos y manuales de buenas prácticas judiciales y administrativas.
7. Monitorear y reportar los avances técnicos y estructurales, que experimenten los poderes judiciales de otros 

países.
8. Elaborar y someter a la aprobación de la Sala Cuarta de la Corte Suprema de Justicia el reglamento de la 

coordinación.
9. Ejercer cualquier otra labor que le sea asignada por los consejos técnicos, consultivos o de administración de 

las carreras y por la Corte Suprema de Justicia o sus Salas.

Capítulo III

Ingreso al Órgano Judicial

Artículo 55. Requisitos generales de ingreso. Para ingresar al Órgano Judicial se requiere:
1. Ser de nacionalidad panameña.
2. Reunir los requisitos de edad, idoneidad, educación, experiencia y competencias claves que se exigen para 

desempeñar el puesto en la ley, reglamentos y manuales respectivos.
3. No tener incompatibilidad para el ejercicio del cargo, de conformidad con lo dispuesto en la Constitución 

Política y la ley.
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4. Haber aprobado satisfactoriamente los exámenes, pruebas orales, escritas y prácticas, cursos de formación 
y demás requisitos de ingreso exigidos.

5. Superar satisfactoriamente el periodo de prueba correspondiente, en caso de cargos de carrera.
6. Ser nombrado y tomar posesión del cargo.

Artículo 56. Prohibiciones generales de ingreso. No podrán ingresar al Órgano Judicial:
1. Los condenados por delito doloso, mediante sentencia ejecutoriada proferida por un tribunal de justicia.
2. Los que no estén en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos.
3. Los condenados por falta a la ética profesional.
4. Los sancionados disciplinariamente con destitución.
5. Los que consuman drogas ilícitas.
 El consejo de la carrera que corresponda podrá solicitar a la ofi cina respectiva la certifi cación de 
inexistencia de condena por delito doloso de los aspirantes, tal como lo dispone la Constitución Política, y la 
prueba negativa en el uso de drogas ilícitas exigible también en cualquier momento durante el ejercicio del cargo.

Artículo 57. Nombramiento. Obtenidos los resultados de los concursos realizados, la Secretaría Técnica de 
Recursos Humanos se encargará de girar la comunicación correspondiente a la unidad nominadora, con toda la 
documentación de quien ocupe el primer lugar en la lista de resultados emitida por el consejo de administración 
respectivo, de acuerdo con los puntajes obtenidos en cada una de las fases del proceso de selección.
 La unidad nominadora verifcará el cumplimiento de los requisitos por la persona ganadora y luego 
impartirá la orden de nombramiento a la Dirección de Gestión Administrativa de Recursos Humanos. De acuerdo 
con los datos de localización electrónicos y telefónicos ingresados al sistema en los procesos de reclutamiento y 
selección, la Secretaría Técnica de Recursos Humanos dará a conocer el nombramiento a la persona ganadora 
con solicitud de acuse de recibo en los próximos cinco días hábiles, de lo cual dejará constancia.

Artículo 58. Aceptación o excusa. Cuando la persona designada no pueda aceptar el puesto, lo comunicará al 
Consejo de Administración por correo electrónico o por escrito, dentro de los cinco días hábiles posteriores a la 
fecha en que conoció de su nombramiento. En este último caso, y si no se acusa el recibo de la comunicación del 
nombramiento, dentro del plazo indicado, se llevará a cabo el mismo procedimiento con las siguientes personas 
de la lista, conservando siempre la prelación que indique el resultado obtenido.

Artículo 59. Juramento y posesión. Una vez hecho y comunicado el nombramiento, los seleccionados prestarán 
juramento y tomarán posesión del cargo en acto solemne ante la unidad nominadora. Semestralmente, se hará 
el acto público de presentación de los nuevos integrantes de carrera, presidido por el consejo de administración 
correspondiente, en la fecha programada para tales efectos, que deberá ser comunicada con una anticipación 
mínima de cinco días hábiles a quienes deben intervenir en el acto.
 Con la torna de posesión se inicia el ejercicio del cargo.

Artículo 60. Proceso de integración. Las personas nombradas, luego de tomar posesión del puesto, deberán 
cumplir con un programa de formación obligatorio, que lleva corno propósito su orientación, integración, situación 
y adaptación a la labor del Órgano Judicial, el conocimiento de las responsabilidades, derechos y efectos del 
adecuado desempeño, el sistema de trabajo, los principios de ética judicial y sus implicaciones.
 La unidad nominadora debe entregar por escrito a quienes inicien labores las instrucciones específi cas 
del puesto de trabajo.
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Sección 1.ª

Derechos

Artículo 61. Disfrute. Solo gozarán de todos los derechos y garantías consagrados en esta Ley quienes hayan 
ingresado a la carrera mediante el cumplimiento de las exigencias establecidas en esta.

Artículo 62. Derechos generales. Son derechos de quienes laboran en el Órgano Judicial los siguientes:
1. Realizar las labores correspondientes a su puesto de trabajo y las que sean requeridas por su superior para 

coadyuvar a las metas u objetivos de trabajo y calidad que establezca la dependencia correspondiente.
2. Recibir una remuneración justa, que incluya compensación por jornadas extraordinarias laboradas.
3. Disfrutar de descanso por un mes remunerado anualmente y vacaciones proporcionales.
4. Obtener permisos para diligencias personales urgentes, por el tiempo máximo determinado por esta Ley.
5. Solicitar información de su expediente y desempeño al consejo de administración de la carrera correspondiente, 

a la Secretaría Técnica de Recursos Humanos y sus órganos. 
6. Recurrir las decisiones administrativas que le afecten.
7. Conocer, al inicio del periodo, las metas fi jadas, los indicadores, formularios y herramientas que serán 

auditados, evaluados o investigados, en los procesos de ética judicial, auditoría judicial, seguimiento y 
evaluación del desempeño y disciplina, respectivamente.

8. Gestionar su propio conocimiento, a través de la autoformación y la participación en los programas 
institucionales de entrenamiento y educación especializada a cargo de la Escuela Judicial.

9. Desarrollar sus labores en un ambiente seguro, higiénico y adecuado al digno propósito de administrár 
justicia. 

10. Contar con los implementos adecuados que garanticen su protección, higiene, salud, seguridad y que 
primordialmente sirvan de garantía a la calidad de la labor que debe desarrollar, sin que ello implique ningún 
costo personal para los servidores judiciales. 

11. Pago de tiempo compensatorio trabajado, siempre que haya sido aprobado previamente por el jefe inmediato.
12. Póliza de vida, salud, accidentes y lesiones personales.
13. Asociación para la promoción y dignifi cación del servicio judicial.
14. Jubilación, de acuerdo con las normas especiales establecidas por ley.
15. Participación en los concursos abiertos para llenar vacantes dentro del Órgano Judicial.
16. Descanso remunerado el día de su cumpleaños, siempre que este sea hábil. 
17. Bonifi cación en atención a la antigüedad en los casos de renuncia y jubilación.
18. Cualquier otro que les concedan la Constitución Política y la ley.

Artículo 63. Derechos de carrera. Son derechos de quienes hayan ingresado a los sistemas de carrera 
establecidos en la presente Ley:
1. Estabilidad en el cargo, condicionada a su competencia, lealtad y moralidad en la prestación del servicio.
2. Participación, de acuerdo con la naturaleza de los puestos que ocupa, de los procedimientos de traslado y 

ascenso, de conformidad con su antigüedad, desempeño y hoja de servicio.
3. Otorgamiento de declaración de situación de servicios que requiera.
4. Disfrute de los planes de benefi cios, prestaciones y bonifi caciones generales o especiales, establecidos por 

la Constitución Política, la ley, los reglamentos o acuerdos institucionales.
5. Bonifi cación en atención a la antigüedad en los casos de renuncia y jubilación.
6. Indemnización a sus herederos o benefi ciarios previamente designados, cuyo monto corresponda a seis 

meses de su último sueldo en caso de su fallecimiento.
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Sección 2.ª

Deberes

Artículo 64. Deberes generales. Son deberes generales de las personas que laboran en el Órgano Judicial los 
siguientes:
1. Cumplir y hacer cumplir la Constitución Política y la ley.
2. Procurar alcanzar los estándares de excelencia promovidos a través del Código de Ética Judicial panameño.
3. Realizar personalmente su labor, de forma competente, leal y moral en el servicio.
4. Clarifi car, planifi car y organizar su trabajo anualmente, establecer metas mensuales y acciones semanales y 

diarias que conviertan la estrategia institucional en resultados.
5. Desarrollar su labor atendiendo el plan trazado para alcanzar los objetivos establecidos periódicamente, 

alineados con la demanda de servicio.
6. Llenar formulario en el primer mes de cada año, bajo la gravedad del juramento, en el que conste el detalle 

de su estado patrimonial.
7. Asistir puntualmente y en condiciones físicas y psíquicas adecuadas para cumplir las labores asignadas a 

su puesto.
8. Informar inmediatamente a la ofi cina correspondiente, y en lo posible antes de que ocurran, las situaciones 

que pongan en riesgo a las personas o al prestigio de la Institución, suscitadas por accidentes o daños 
durante la ejecución del trabajo o en relación con este.

9. Acatar, el personal subalterno, las órdenes e instrucciones emanadas de su jefe inmediato, siempre que no 
contradigan la Constitución Política ni la ley y no atenten contra su dignidad.

10. Brindar un trato oportuno, atento, amable y cortés a los usuarios en su calidad de destinatarios de la labor 
del Órgano Judicial.

11. Conducirse con consideración y amabilidad en su trato con compañeros de trabajo, sean inferiores, superiores 
o pares.

12. Atender las peticiones que sean formuladas en forma respetuosa en el lapso máximo de un mes o en el 
término que determine la Constitución Política y la ley.

13. Guardar estricta reserva sobre la información o documentación confi dencial de que conoce en virtud o con 
ocasión del servicio que presta.

14. Trabajar tiempo extraordinario en los casos dispuestos en la ley y cuando el jefe lo solicite al personal 
subalterno para cumplir con la función ininterrumpidamente. 

15. Atender los asuntos de su competencia dentro de los términos legal o reglamentariamente establecidos.
16. Asistir y mantenerse en el puesto de trabajo hasta que llegue la persona que deba reemplazarle o concluya 

la gestión bajo su responsabilidad, salvo enfermedad grave o estado de embarazo.
17. Cuidar todos los documentos, bienes, útiles, materiales, herramientas, mobiliario y equipos confi ados a su 

custodia, uso o administración, con la diligencia de un buen padre de familia.
18. Evitar la alteración, retardo o negación injustifi cada del trámite de asuntos o prestación del servicio que le 

corresponde brindar a los usuarios.
19. Rechazar pagos o favores que ofrezcan los particulares, como contribución o recompensa por la ejecución 

de acciones inherentes a su puesto de trabajo.
20. Brindar trato igualitario en los trámites realizados por personas naturales o jurídicas que pretendan ser o sean 

proveedores o contratistas de la Institución.
21. Mantenerse en el puesto de trabajo durante la jornada laboral y solicitar permiso, el personal subalterno, al 

jefe inmediato cuando deba ausentarse por causa justifi cada o asuntos personales urgentes.
22. No adoptar conductas de acoso sexual ni laboral.
23. No actuar con nepotismo.
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24. Abstenerse de atentar de palabra o de hecho contra la dignidad y prestigio del Órgano Judicial y de sus 
compañeros de trabajo. 

25. Abstenerse de presentarse al trabajo bajo los efectos del consumo de drogas ilícitas o en estado de 
embriaguez.

26. Cumplir las medidas de seguridad, salud e higiene y evitar la realización de trabajo en condiciones que 
pongan en peligro a las personas o los bienes.

Sección 3.ª

Situaciones Laborales

Artículo 65. Situaciones laborales. Todos los servidores judiciales pueden encontrarse en las situaciones 
laborales siguientes:
1. Servicio activo.
2. Servicios especiales.
3. Comisión de servicios.
4. Licencia con o sin sueldo.
5. Permiso.
6. Vacaciones.
7. Suspensión de servicios.

Artículo 66. Servicio activo. Están en servicio activo quienes ocupen por concurso un puesto correspondiente a 
las Carreras existentes en la Institución.

Artículo 67. Servicios especiales. En el ejercicio del cargo titular, los miembros de las carreras tendrán derecho a 
ser declarados en situación de servicios especiales, de ofi cio o a petición de la persona interesada, por el consejo 
de administración de la carrera correspondiente, mientras sean requeridos para ocupar puestos en los consejos 
de administración, tribunales superiores o especiales, secretarías, direcciones, subdirecciones, coordinaciones 
de dependencias administrativas o en la Corte Suprema de Justicia, por el tiempo que sea necesario.
 Cuando sean autorizados por el mismo consejo a prestar asistencia técnica a otras dependencias del 
Estado u organismos internacionales o para trabajar en actividades en las cuales la Institución tenga interés, 
pueden solicitar que se les declare en la misma situación, hasta por el término de un año, prorrogable hasta por 
tres años. Estos servicios generan derecho a recibir sueldo solamente si en la dependencia u organismo no lo 
devenga y a mantener sus ingresos por antigüedad.

Artículo 68. Comisión de servicios. Los consejos de administración de las carreras podrán declarar en comisión 
de servicios a los miembros de carrera que así lo soliciten para ocupar otros puestos en el mismo Órgano Judicial, 
por un lapso de dos años, prorrogable hasta dos años más, o para representar a la Institución en congresos o 
conferencias hasta por treinta días.

Artículo 69. Derechos de la declaración de servicios. A quienes se encuentren en comisión de servicios o 
situación de servicios especiales, se les computará el término en que permanezcan en tal situación para los 
ascensos, antigüedad y demás derechos establecidos en esta Ley. También tendrán derecho a la reserva del 
puesto de carrera que ocupaban al momento de la declaración de tal situación. 
Artículo 70. Concesión de licencias por el consejo de administración correspondiente. Los servidores judiciales 
podrán benefi ciarse del otorgamiento de licencia con derecho a sueldo por enfermedad por lapso superior a los 
treinta días; adopción de un hijo para la madre hasta por ocho semanas; capacitación y perfección de estudios 
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por el tiempo que dure la actividad académica; conclusión de trabajo de graduación hasta por un mes; labor 
social universitaria por el tiempo asignado para esta actividad por el centro de estudios, y candidatura para ser 
miembro de los consejos de administración hasta por tres días. Además, quienes sean padres, madres o tutores 
de personas con discapacidad tendrán derecho a licencia con sueldo para acompañarlas a los tratamientos 
requeridos. Las condiciones para el otorgamiento de estas licencias requieren visto bueno del superior jerárquico; 
se regularán reglamentariamente y serán tramitadas ante el consejo de administración correspondiente.
 También podrá concederse licencia con sueldo hasta por diez días prorrogables excepcionalmente, 
basada en circunstancias personales o familiares debida y objetivamente acreditadas, que afecten gravemente la 
situación laboral del servidor judicial, a juicio del respectivo consejo de administración con visto bueno del superior 
inmediato.

Artículo 71. Concesión de licencias por la unidad nominadora y la Sala Cuarta de la Corte Suprema de Justicia. 
Asimismo, los servidores judiciales podrán benefi ciarse de licencia con derecho a sueldo por enfermedad por un 
periodo de hasta treinta días; por matrimonio hasta por tres días; por duelo por muerte de parientes o cónyuge de 
uno a cinco días según se reglamente; para acompañar a personas con discapacidad cuando sean los padres, 
madres o tutores de estas personas, por todo el periodo que duren los tratamientos requeridos; y sin derecho a 
sueldo para atender asuntos personales hasta por tres meses.
 Igualmente, los servidores judiciales con más de cinco años de servicio dentro del Órgano Judicial 
podrán solicitar ante la unidad nominadora licencia sin derecho a sueldo hasta por dos años por justa causa, 
prorrogables hasta por dos años más.
 Estas licencias serán concedidas por la unidad nominadora, que valorará las circunstancias y ordenará 
la acción de personal correspondiente.
 Excepcionalmente, la Sala Cuarta de Negocios Generales podrá conceder licencia sin sueldo para la 
prestación de servicios judiciales o administrativos en proyectos especiales desarrollados por la Institución, por el 
término que las necesidades del servicio lo requieran.

Artículo 72. Derechos derivados de la concesión de licencia. Quienes disfruten de la concesión de licencia con 
o sin sueldo tienen derecho a la reserva del puesto de carrera que ocupaban al momento de la declaración de tal 
situación.

Artículo 73. Reincorporación y renuncia al término de servicios y licencias. Quienes sean benefi ciados con la 
declaración de servicios o licencia deberán siempre comunicar a la autoridad que le otorgó el derecho, a más 
tardar dentro de los cinco días anteriores, la fecha de su reingreso al servicio activo o presentar las excusas 
cuando haya lugar. La situación de servicios y el tiempo de licencia son renunciables en todo o en parte en 
cualquier momento.

Artículo 74. Asistencia laboral. Quienes se desempeñen en la Judicatura y en la Magistratura deberán concurrir a 
sus ofi cinas durante los días y horas de despacho para atender los asuntos de su cargo y asistir a las audiencias, 
práctica de pruebas y diligencias que requieran su participación o dirección.
 Quienes ejerzan la Defensa Pública deberán participar en las diligencias que correspondan a la mejor 
defensa de los intereses de las personas que representan y gestionar oportunamente las actuaciones, solicitudes, 
recursos y medios que su labor requiera.
 El personal deberá cumplir con la jornada laboral que se determine reglamentariamente por la Sala 
Cuarta de la Corte Suprema de Justicia.
 Quienes superen las metas establecidas por el Sistema de Evaluación del Desempeño podrán acordar 
semanalmente con quienes ejerzan su supervisión el cumplimiento de hasta el 10% del total de las horas de 
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trabajo en horarios fl exibles.

Artículo 75. Permisos. Los permisos son las ausencias justifi cadas del puesto de trabajo por un máximo de 
dieciocho días al año para asuntos personales de importancia.
 Deberá coordinarse la utilización de los permisos para ausentarse de las labores por una parte o la 
totalidad de la jornada de trabajo diaria y se concederán solo por un lapso razonable de acuerdo con el lugar y la 
naturaleza del mismo.
 Quienes sean padres, madres o tutores de personas con discapacidad tendrán derecho a permiso para 
acompañarlas a los tratamientos requeridos y las madres para lactar a sus hijos durante sus primeros seis meses 
de vida.
 Las ausencias injustifi cadas serán descontadas del sueldo, sin perjuicio de las sanciones disciplinarias 
que correspondan.

Artículo 76. Derecho a vacaciones. Después de once meses de servicios continuos, habrá derecho a gozar de 
un mes de vacaciones con sueldo. Durante el tiempo de vacaciones del personal de apoyo judicial, el Consejo 
de Administración de la Carrera Judicial procurará establecer mecanismos adecuados para brindar apoyo a los 
tribunales y juzgados que permitan continuar la prestación del servicio en los niveles adecuados.
 La unidad nominadora o el servidor judicial con recurso humano a su cargo organizará la programación 
anual de vacaciones, las autorizará y evitará la acumulación de estas por más de dos meses y la congestión de 
la labor judicial.  Es obligatorio tomar las vacaciones, pudiéndose optar por tomarlas completas o fraccionadas, 
siempre que con ello no ocasione desajustes presupuestarios.
En caso de desvinculación, el Órgano Judicial deberá cancelar las vacaciones vencidas y las proporcionales en 
un término no mayor de treinta días.

Artículo 77. Suspensión. La situación de suspensión se declarará, únicamente, en la forma y en los casos 
establecidos en esta Ley.

Sección 4.ª

Sistema de Remuneración y Benefi cios

Artículo 78. Sistema de remuneración y política de sueldos. El sistema de remuneración es el medio a través del 
cual se determina el sueldo que le corresponde a cada puesto de acuerdo con las funciones y responsabilidades 
asignadas y su clasifi cación por grados.
 Cada puesto tendrá un sueldo base o mínimo que representará el monto más bajo con el que remunerará 
la Institución el desempeño de las funciones con la máxima dedicación de la capacidad personal. Ningún miembro 
del Órgano Judicial devengará un sueldo inferior a este monto. El sueldo aumentará a través de seis etapas de 
forma horizontal hasta llegar al máximo grado, al que se le otorga el sueldo tope previsto para el puesto durante 
la vigencia de la estructura de sueldos.
 Para pasar al siguiente grado o categoría del puesto, se deberá cumplir el tiempo correspondiente; 
adquirir los conocimientos, habilidades y actitudes que establezca el plan de carrera y mantener un desempeño 
satisfactorio.
 Se premiará el desempeño de acuerdo con los resultados obtenidos en la evaluación, incorporando en 
su justa dimensión los logros de perfeccionamiento profesional relacionados directamente con el cargo y aquellos 
afi nes a la naturaleza de la misión institucional.
 Los miembros del Órgano Judicial cuyas profesiones se encuentren reguladas en leyes especiales 
podrán acogerse solo íntegramente a tales sistemas o al que establece esta Ley para su crecimiento profesional, 
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con excepción de la evaluación y seguimiento de su desempeño, que es obligatoria para todo servidor judicial.

Artículo 79. Régimen de retribuciones de la Judicatura y la Magistratura. Son aplicables a quienes se desempeñen 
en la Judicatura y en la Magistratura los benefi cios establecidos en las normas anteriores. Sus retribuciones 
estarán integradas, con carácter general, por un componente fi jo y otro variable por objetivos.
 Las retribuciones fi jas se integrarán por dos elementos, el básico y el complementario. El componente 
básico corresponderá al nivel jerárquico y a la antigüedad de cada integrante. El complementario, a las 
características específi cas de cada puesto de trabajo relacionadas con la circunscripción territorial, carga y 
complejidad de los procesos que se conocen.
 El componente variable valorará específi camente el rendimiento individual acreditado con la califi cación 
del desempeño en las funciones jurisdiccionales y profesionales.

Artículo 80. Plan de remuneración. Los consejos de administración de carreras de la Institución evaluarán el plan 
de remuneración institucional que prepare la Secretaría Técnica de Recursos Humanos, a través de la Dirección 
de Estudios de Recursos Humanos, para luego someterlo a la aprobación de la Sala Cuarta de la Corte Suprema 
de Justicia.
 Este plan comprenderá todos los cargos del Órgano Judicial y deberá determinar la remuneración que le 
corresponde a cada clase de puesto, en cada uno de los seis grados que comprende, según las funciones que se 
desempeñen, méritos y antigüedad, que en todos los casos deberá considerar los índices de infl ación, la situación 
económica del país, las condiciones del mercado laboral y la realidad fi scal. Adicionalmente, todos los servidores 
judiciales tendrán derecho a percibir cada dos años un sobresueldo calculado sobre la base del 6 % del sueldo 
si es inferior a mil balboas (B/.1,000) o sobre el 6 % de mil balboas (B/.l,000.00) si el sueldo fuera mayor de esta 
cantidad.
 Cuando resulte que un servidor judicial tiene un sueldo inferior a la base del puesto, se le harán los ajustes 
requeridos para que permanezca en el nivel correspondiente. Si, por el contrario, su sueldo está en o sobre el 
mínimo, se le mantendrá hasta llevar a cabo la revisión de sueldos, conforme la evaluación del desempeño anual.
 Si fuera viable la cantidad de dinero será absorbida en el presupuesto vigente. De lo contrario, se 
efectuará el prorrateo necesario para tal fi n.
 Se podrán otorgar aumentos meritorios, dentro del intervalo del sueldo del cargo, cuando el desempeño 
resulte constante y superior al normal, como incentivos para mantener los estándares de excelencia observados 
siempre que los resultados se ubiquen por encima de lo esperado. Los aumentos meritorios serán calculados del 
2 al 5 % del sueldo devengado al momento de su aplicación.

Artículo 81. Prohibición de disminución de emolumentos. Los emolumentos no podrán ser disminuidos ni 
reducidos. No obstante, podrán ser aumentados en cualquier momento.

Artículo 82. Bonifi cación por antigüedad. Los miembros de la carrera tendrán derecho a la bonifi cación por 
antigüedad en los casos de supresión de empleos, renuncia o jubilación. Si se continúa laborando, este derecho 
se hará efectivo al tiempo del cese de labores.
 Esta bonifi cación se calculará en atención a los años de trabajo desempeñados en el Órgano Judicial. 
Tendrán derecho a bono por cuatro meses de sueldo al completar diez años, a seis meses de sueldo al completar 
quince años, a ocho meses de sueldo al completar veinte años y a diez meses de sueldo al completar veinticinco 
años.
 Si fallece un servidor judicial de carrera, su benefi ciario previamente determinado o sus herederos 
recibirán seis meses de sueldo.
 Los servidores judiciales que gozan de estabilidad otorgada por leyes anteriores que tengan más de diez 
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años de servicio en la Institución también se benefi ciarán de los derechos consignados en esta norma.
 En todos los casos, se considerará para la determinación de este derecho el periodo laborado desde el 
último ingreso al Órgano Judicial.

Artículo 83. Descanso o pago por tiempo extraordinario. Quienes laboran en el Órgano Judicial tienen derecho 
a descanso remunerado por los periodos que permanezcan trabajando después de la jornada regular o por la 
asistencia a seminarios obligatorios efectuados en horarios distintos a la jornada de trabajo.

Artículo 84. Formas de pago de tiempo compensatorio. La jornada extraordinaria se pagará en tiempo 
compensatorio a solicitud de la persona benefi ciada, siendo indispensable para ello que se compruebe la asistencia 
del personal subalterno mediante los mecanismos de control creados al efecto y que conste aprobación escrita 
del jefe inmediato o, en el caso de magistrados, jueces, defensores públicos, el detalle de la labor realizada.
 Se reglamentará el máximo tiempo compensatorio acumulable.

Sección 5.ª

Pérdida de la Condición de Carrera

Artículo 85. Pérdida de la condición de integrante de carrera. La condición de integrante de carrera se perderá 
por las causas siguientes:
1. Renuncia voluntaria manifestada por escrito y aceptada expresamente.
2. Restricción total o parcial que impida el ejercicio de la capacidad para el desempeño de la función, siempre que 

no se pueda lograr la readaptación profesional, ocupacional o en el puesto correspondiente o, en su defecto, 
sin menoscabar el sueldo respectivo, su reubicación de acuerdo con sus posibilidades y potencialidades.

3. Resultado positivo de la prueba de consumo de drogas ilícitas.
4. Evaluación del desempeño insufi ciente o defi ciente en dos periodos consecutivos evaluados.
5. Condena por motivo de delito doloso, impuesta mediante sentencia ejecutoriada. 
6. Incompatibilidad sobreviniente.
7. Destitución 
 La pérdida de la condición de integrante de carrera se declarará por la autoridad correspondiente.
 Una vez ejecutoriada la mencionada resolución, se comunicará a las ofi cinas respectivas para que se 
adopten las medidas de lugar.

Sección 6.ª

Registro de Información

Artículo 86. Escalafón judicial y vida laboral. La Secretaría Técnica de Recursos Humanos organizará y mantendrá 
actualizado el escalafón judicial, que deberá contener los datos siguientes:
1. Nombre completo.
2. Fecha de nacimiento.
3. Fecha y número de resolución de nombramiento.
4. Situación laboral.
5. Cargo desempeñado en la actualidad.
6. Años, meses y días de servicio en la Carrera Judicial.
7. Años, meses y días de servicio en el cargo que se ostente.
8. Especialidad.
9. Resultados de la evaluación del desempeño.
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10. Ausencia o historial de sanciones disciplinarias. 
 El escalafón judicial servirá para decidir los procedimientos de traslado y los ascensos de los magistrados 
y jueces, la designación para ocupar suplencias en cargos superiores provisionalmente y el otorgamiento de 
benefi cios.
 El Consejo de Administración de la Carrera Judicial aprobará el Programa Flexible de Benefi cios e 
Incentivos, para premiar el buen desempeño de los magistrados y jueces que ocupan los primeros puestos del 
escalafón judicial. Los incentivos pueden ser ascensos al grado inmediatamente superior, promociones y becas, 
cursos de especialización y participación en congresos y otros similares.
 Igualmente, se establecerá un registro central de información de personal, en el que se anotarán en 
orden cronológico todos los actos que comprendan la vida laboral de los miembros de la Institución, que servirá 
para todos los procesos de recursos humanos y para determinar la antigüedad y especialidad.
 Quienes laboren en el Órgano Judicial tendrán libre acceso a su expediente individual, en el que, en 
ningún caso, fi gurará dato alguno relativo a su raza, religión u opinión, ni cualquier otra circunstancia personal o 
social que no sea relevante para su trabajo.
 Reglamentariamente se aprobarán las normas que determinen la información que habrá de fi gurar en el 
registro y las medidas que hayan de establecerse para garantizar su confi abilidad.

Artículo 87. Cómputo de antigüedad en el cargo. Para computar la antigüedad se tomarán en cuenta indistintamente 
los años, meses, días y horas de servicio prestado en el Órgano Judicial, en puestos de inferior, igual o superior 
jerarquía al que se aspire.
 Cuando más de uno de los miembros de la Judicatura o Magistratura tomen posesión el mismo día, se 
considerará más antiguo él que tenga la hora de toma de posesión anterior y, si en este último caso coincidieren 
dos o más, aquel cuyo nombramiento sea de fecha anterior.

Artículo 88. Determinación de la especialidad. La especialidad se determina por alguno de los siguientes criterios:
1. La superación de los programas de especialización impartidos por la Escuela Judicial, universidades 

nacionales reconocidas o internacionales debidamente convalidados.
2. El ejercicio universitario en la materia.
3. La antigüedad en el ejercicio de la especialidad.
4. La realización de investigaciones y otros trabajos académicos similares en la materia.
5. Las publicaciones sobre materia especializada.
6. Los grados académicos de la especialidad.
7. Los trabajos desempeñados en materias afi nes.
 En caso de crearse nuevas especialidades, las personas interesadas pueden solicitar su cambio de 
especialidad al consejo de administración respectivo.

Capítulo IV

Declaración de Vacantes y Procedimientos para llenarlas

Artículo 89. Declaración y clases de vacantes. Los cargos del Órgano Judicial quedan vacantes por muerte, 
excusa presentada antes de la toma de posesión, vencimiento del plazo para acusar el recibo de la comunicación 
del nombramiento por la persona seleccionada sin que conste causa justifi cada, falta de comparecencia al acto de 
toma de posesión sin causa justifi cada, ausencia de requisitos para ocupar el cargo comprobada por el consejo 
de administración de la carrera correspondiente y pérdida de la condición de integrante de la Carrera Judicial.
 Acreditados los supuestos que generan la vacante, la unidad nominadora procederá a declararla y 
comunicarla dentro de los cinco días hábiles siguientes al consejo de administración respectivo, para que esta se 
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ocupe, de acuerdo con lo establecido en la presente Ley.
 La vacante descrita en el primer párrafo es absoluta. Es vacante temporal la que se genera por 
vacaciones, licencia, declaración de servicios especiales o suspensión cautelar o sancionatoria de funciones de 
la persona titular del cargo; es incidental la que ocurre por impedimento declarado judicialmente y accidental la 
acontecida por cualquier motivo distinto a los anteriores.

Artículo 90. Número y método para la designación de suplentes. Quienes ocupen cargos en la Judicatura, la 
Magistratura o la Defensa Pública tendrán dos suplentes designados por concurso, de acuerdo con las normas 
de Carrera Judicial o de la Carrera de la Defensa Pública, respectivamente, escogidos entre los miembros de las 
respectivas carreras que cumplan los mismos requisitos establecidos para ocupar los puestos como titulares y 
devengarán por el tiempo que ejerzan el cargo el mismo sueldo, incluyendo los gastos de representación.
 Los defensores públicos no podrán ser designados suplentes de magistrados de tribunales superiores o 
jueces, ni viceversa.
 Los suplentes que, al ser llamados para el ejercicio del puesto, dejen de encargarse sin causa justifi cada 
quedarán separados del cargo de suplentes y perderán los derechos que la ley o los reglamentos les otorguen.
 No podrá ser designada la misma persona a más de una suplencia a la vez.

Sección 1.ª

Procedimientos para llenar las Vacantes

Artículo 91. Procedimiento para llenar las vacantes de magistrados, jueces y defensores públicos. Mientras se 
surte el concurso para el caso de vacante absoluta y cuando la vacante no sea absoluta, se llenará con el primer 
suplente del magistrado o juzgado correspondiente en caso de ausencia o excusa de este, por el segundo.
 Cuando se excusen el primer y segundo suplentes, se escogerá por sorteo del banco de suplentes 
integrado por todos los primeros y segundos suplentes y, en su defecto, por los servidores judiciales que cumplan 
con los requisitos para ocupar el cargo. Igual procedimiento se seguirá para llenar las vacantes que se presenten 
para el caso de los defensores públicos.
 Salvo que exista enfermedad grave comprobada o licencia de gravidez, los servidores judiciales deberán 
permanecer en sus puestos hasta que sean reemplazados por quien deba sucederles.
 Cuando la vacante sea absoluta, se procederá a llenarla a través de los procedimientos de traslado, 
ascenso o concurso abierto, según las reglas que para cada carrera se establezcan.

Artículo 92. Objetivos y parámetros de los procedimientos de selección. Los procedimientos de selección para 
el ingreso, traslado y ascenso o promoción en las carreras del Órgano Judicial garantizarán que los elegibles 
exhiban las competencias organizacionales, específi cas y técnicas requeridas para que su desempeño en el 
puesto contribuya a alcanzar los objetivos institucionales.
 Los concursos generales para los procedimientos de ingreso y traslado para cada cargo serán convocados 
anualmente a través del sitio electrónico del Órgano Judicial y publicados en los murales de la Institución y de las 
entidades públicas y privadas que frecuenten los potenciales aspirantes que cuenten con el perfi l de los cargos. 
Los procedimientos se sujetarán a lo dispuesto en las normas subsiguientes.

Artículo 93. Procedimiento de traslado. Quienes pertenezcan a las carreras del Órgano Judicial tienen derecho 
al traslado voluntario para ocupar posiciones de la misma jerarquía que ostentan en distinto lugar del país, por 
razones de índole personal que impliquen un benefi cio sustancial en su entorno físico, familiar, laboral o académico. 
Para tales efectos, deberán participar del procedimiento de traslado al que convoque la Secretaría Técnica de 
Recursos Humanos, dentro de los plazos establecidos para ello, siempre que cumplan los requisitos siguientes:
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1. Formalización de interés completando la aplicación informática correspondiente, con indicación precisa de la 
posición a la que se aspira el traslado.

2. Consignación clara de las razones que motivan la intención del traslado.
3. Ejercicio del cargo actual por un mínimo de dos años.
4. Ausencia de sanciones disciplinarias en los dos años anteriores.
5. No haberse benefi ciado por traslado anterior en el mismo cargo.
 La decisión, que será adoptada por la comisión de evaluación de la carrera correspondiente, recaerá en 
quien ocupe la posición más alta en el escalafón judicial o registro central de información personal, de entre las 
personas concursantes. Las personas afectadas podrán presentar recurso de reconsideración contra la decisión 
adoptada, dentro de los dos días siguientes de aquel en que reciban la notifi cación por correo electrónico, el que 
deberá sustentarse al momento de la interposición o dentro de los dos días siguientes. Todas las reconsideraciones 
contra la misma decisión serán resueltas por la comisión de evaluación a través de un solo pronunciamiento 
dentro del término de diez días hábiles.

Artículo 94. Procedimiento de ascenso. Los miembros del Órgano Judicial recibirán formación que les habilite 
para ocupar los puestos superiores que faciliten la sucesión coordinada y oportuna en los cargos al momento en 
que se genere la vacante que deba llenarse por la vía del ascenso.
 El ascenso profesional se determinará de acuerdo con el lugar que se ostente en el escalafón judicial o 
registro central de información personal.
 Adquirirá el cargo vacante por la vía de ascenso, quien ocupe la primera posición en el escalafón judicial 
o en el registro central de información, según se disponga para la carrera de que se trate, previa comprobación 
de los requisitos y la formación para el desempeño de las tareas del puesto de trabajo superior por la comisión de 
evaluación correspondiente, que emitirá la decisión en la que dé cuenta de ello.
 Las personas que se consideren afectadas podrán presentar recurso de reconsideración contra 
la decisión adoptada, dentro de los dos días siguientes de aquel en que reciban la notifi cación por correo 
electrónico, el que deberá sustentarse al momento de la interposición o dentro de los dos días siguientes. Todas 
las reconsideraciones contra la misma decisión serán resueltas por la comisión de evaluación a través de un solo 
pronunciamiento dentro del término de diez días hábiles.

Artículo 95. Procedimiento de concurso abierto. El concurso abierto es el procedimiento a través del cual se 
deben llenar las vacantes que se generen en el Órgano Judicial que no sean susceptibles de ser cubiertas por las 
vías de traslado, ascenso o libre nombramiento de la unidad nominadora.
 Para el procedimiento de concursos abiertos, la Secretaría Técnica de Recursos Humanos efectuará 
la convocatoria anual correspondiente en que precisará los datos de los puestos de cada carrera, así como las 
instrucciones para la formalización de interés a través de la aplicación informática respectiva. Este procedimiento 
consta de las cinco fases siguientes:
1. Presentación electrónica de documentos vía Internet, debidamente escaneados, en que consten las 

ejecutorias y los antecedentes académicos y laborales, que posteriormente se autenticarán previa cita, por la 
Dirección de Selección de Recursos Humanos, que emitirá la certifi cación correspondiente. Esta fase tiene 
un valor máximo de 20 %.

2. Superación de pruebas psicológicas y técnicas aplicadas por la Dirección de Selección de Recursos Humanos 
de acuerdo con la naturaleza del cargo al que se aspira. Esta fase es valorada con un máximo de 20 %.

3. Curso de formación y pasantía, a cargo de la Escuela Judicial. Esta fase tiene un valor de hasta el 20 %.
4. Concurso de oposición, ante una comisión de evaluación y técnicos en competencias. Esta fase tiene un 

valor de hasta el 20 %.
5. Entrevista ante representantes de la unidad nominadora y un representante de la sociedad civil. Esta fase 
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tiene un valor de hasta el 20 %.
 La superación de cada fase, que se logra obteniendo un mínimo de 15 % del valor de esta, genera una 
califi cación parcial acumulativa y eliminatoria que al fi nal da un valor total que se traduce en el puntaje de cada 
concursante y determina su posición en la lista de resultados. Los resultados parciales son confi denciales y solo 
se darán a conocer a la persona que realice las pruebas, con el objeto de que no infl uyan en las ponderaciones 
subsiguientes.  Las personas que se sientan afectadas por la forma en que fueron evaluadas en las cuatro 
primeras fases podrán presentar recurso de reconsideración ante la autoridad encargada de la valoración de 
la fase correspondiente dentro de los dos días siguientes de aquel en que reciban la notifi cación por correo 
electrónico, el que deberá sustentarse al momento de la interposición o dentro de los dos días siguientes. Todas 
las reconsideraciones contra la misma decisión serán resueltas por la autoridad que la emite a través de un solo 
pronunciamiento dentro del término de diez días hábiles.
 Contra los resultados de la fase de entrevistas no cabe ningún recurso.
 El consejo de administración de la carrera correspondiente, con fundamento en el cumplimiento de los 
parámetros establecidos, emitirá la resolución en la que se consignen los detalles del procedimiento de selección, 
la puntuación fi nal obtenida y el nombre de quienes resulten ganadores, la comunicará por edicto, al público 
en general, que será fi jado en la página electrónica del Órgano Judicial y ordenará que la Secretaría Técnica 
de Recursos Humanos envíe la información correspondiente a las unidades nominadoras que deben llenar las 
vacantes, para que se realice el nombramiento de quien ocupe la primera posición. Con la misma lista se llenarán 
las vacantes que a través de concurso abierto deban ser ocupadas en el Órgano Judicial, hasta que se emita la 
decisión del próximo concurso.

Sección 2.ª

Evaluación de Aspirantes

Artículo 96. Evaluación de aspirantes. Para el concurso abierto las evaluaciones se realizarán a través de 
cinco fases. En las dos primeras fases las evaluaciones serán otorgadas electrónicamente, de acuerdo con los 
documentos presentados y las respuestas suministradas por quienes participan.
 En la fase de formación y pasantía, la evaluación se hará, a través de facilitadores y docentes de 
la Escuela Judicial, tomando en cuenta la participación, estudio, progreso y cumplimiento en las actividades 
programadas.
 En la fase de pruebas de oposición y competencias, la evaluación se llevará a cabo públicamente con la 
asesoría técnica del Centro de Valoración y la Secretaría Técnica de Recursos Humanos, por las comisiones de 
evaluación de aspirantes integradas en el mes de diciembre del año anterior para los dos años siguientes, luego 
de la remisión de las ternas correspondientes por parte de las entidades o grupos que, de acuerdo con la carrera 
de que se trate, deban proveerlas, a más tardar, el último día hábil del mes de noviembre del año en que debe 
hacerse la elección.
 En la fase de entrevistas, estas serán evacuadas por el Pleno de la Corte Suprema de Justicia y, en los 
demás casos, por quienes representan las unidades nominadoras en la respectiva comisión de evaluación de 
aspirantes. Quienes entrevisten llenarán los formularios en que se consignen los resultados y, si así lo solicitan, 
contarán para esta fase con asistencia técnica.



Capítulo V

Carrera Judicial

Sección 1.ª

Ámbito de Aplicación y Principios

Artículo 97. Ámbito de aplicación. La Carrera Judicial se aplica a: 
1. Los magistrados y jueces.
2. El personal de apoyo judicial y auxiliar especializado.
 El personal de secretaría y de servicio inmediatamente adscrito a los magistrados de la Corte Suprema 
de Justicia, que incluye escribientes, asistentes, conductores, citadores y porteros, así como asistentes de 
magistrados y jueces en general y sus secretarios ejecutivos, serán de libre nombramiento y remoción.
 A los miembros del Órgano Judicial, por el tiempo en que laboren en la Institución y de acuerdo con los 
requisitos exigidos por ley, se les garantiza el derecho a descanso remunerado por treinta días al año, vacaciones 
proporcionales, licencias, jubilaciones y pago de jornada extraordinaria.

Artículo 98. Principios de la Carrera Judicial. La Carrera Judicial se fundamenta en los principios consignados 
en la Constitución Política, en los principios generales de las carreras del Órgano Judicial y, además, en los 
siguientes:
1. Transparencia en todos los procedimientos establecidos para la selección, integración, traslado, promoción 

o ascenso, gestión y evaluación del desempeño.
2. Publicidad de todos los procedimientos que genera el Sistema de Carrera Judicial.
3. Igualdad de oportunidades para aspirantes a cargos judiciales que reúnan los requisitos exigidos, exhiban 

las competencias claves que requiera el desempeño del cargo respectivo y superen las pruebas y cursos 
correspondientes.

4. Formación obligatoria, actualizada y permanente en las especialidades de los cargos que se desempeñen, 
diseñada en función de las competencias claves.

5. Sujeción al Sistema de Evaluación del Desempeño basado en el modelo de competencias previamente 
defi nido.

6. Acatamiento de los cánones éticos establecidos en el Código de Ética Judicial, aprobado por el Pleno de la 
Corte Suprema de Justicia.

7. Reconocimiento a la excelencia en la prestación del servicio de Administración de Justicia.

Sección 2.ª

Administración de la Carrera Judicial

Artículo 99. Consejo de Administración de la Carrera Judicial. Se instituye el Consejo de Administración de la 
Carrera Judicial, que ejercerá sus competencias en todo el territorio nacional, de acuerdo con esta Ley y los 
reglamentos correspondientes.
 El Consejo de Administración de la Carrera Judicial estará integrado por los miembros siguientes:
1. Un magistrado de Tribunal Superior, elegido por los magistrados de Tribunal Superior.
2. Un juez de circuito, seccional o de similar jerarquía, elegido por los jueces de este nivel jerárquico.
3. Un juez municipal, elegido por los jueces municipales.
4. El secretario técnico de Recursos Humanos, solo con derecho a voz.
 Quienes integren el Consejo de Administración de la Carrera Judicial se escogerán por mayoría de 
votos, brindarán servicios para un periodo de dos años, con derecho a reelección por una sola vez en el periodo 
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inmediatamente siguiente al de su ejercicio. La designación del presidente y secretario se hará por el voto 
mayoritario de los integrantes de dicho Consejo.
 Cada miembro del Consejo de Administración de la Carrera Judicial tendrá su suplente seleccionado de 
la misma forma que el principal.

Artículo 100. Funciones del Consejo de Administración de la Carrera Judicial. Son funciones del Consejo de 
Administración de la Carrera Judicial las siguientes:
1. Administrar el Sistema de Carrera Judicial, procurando condiciones de acceso a aspirantes califi cados a 

través de procedimientos transparentes y objetivos, que generen personal idóneo, competente y honesto y 
garantice el respeto, decoro e independencia de la función judicial.

2. Supervisar la adecuada interpretación y aplicación de las normas y procedimientos del Sistema de Carrera 
Judicial y resolver las controversias que se susciten en relación con la aplicación de los Reglamentos de 
Carrera Judicial y de Evaluación del Desempeño.

3. Establecer y divulgar el calendario anual para el procedimiento de concurso abierto.
4. Participar en el diseño y aprobación de los cursos de formación especializada para aspirantes y miembros 

de la Carrera Judicial.
5. Emitir la resolución en la que conste la lista ofi cial de resultados de los concursos abiertos para el ingreso a 

la Carrera Judicial de conformidad con el procedimiento establecido en la presente Ley.
6. Aprobar y dar seguimiento a la programación anual de las auditorías judiciales y solicitar auditorías 

extraordinarias o especiales, cuando las condiciones lo ameriten.
7. Requerir a todas las dependencias judiciales el uso adecuado de las herramientas de seguimiento informático 

de expedientes judiciales y la entrega de inventario o relación de asuntos pendientes en el despacho, cuando 
sus titulares cesen en el cargo, con indicación de la fecha de iniciación y el estado en que se encuentran los 
procesos.

8. Defi nir las políticas y los objetivos de calidad y competencia de la Carrera Judicial, revisar su cumplimiento, 
evaluarlos y ajustarlos cuando así se requiera.

9. Establecer las directrices para los planes estratégicos que permitan alcanzar los objetivos de calidad del 
Sistema de Carrera Judicial.

10. Salvo el caso de los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, que elegirán en Pleno a sus representantes, 
nombrar a los miembros de las comisiones de evaluación para el ingreso a la Carrera Judicial, de acuerdo 
con las respectivas ternas que se le presenten para tal efecto, de conformidad con lo dispuesto en la presente 
Ley.

11. Salvo el caso de los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, que entrevistarán en Pleno a los aspirantes, 
escoger de las ternas recibidas, de forma aleatoria, a los representantes de la unidad nominadora que se 
encargarán de entrevistar a los aspirantes que han superado las fases previas en el concurso abierto.

12. Coordinar la difusión oportuna de las dimensiones del desempeño y competencias que serán evaluadas, así 
como de la programación, procedimientos e integración de los equipos de evaluadores y evaluados.

13. Promover el cumplimiento de las normas éticas contenidas en la ley y en el Código de Ética Judicial panameño.
14. Expedir el reglamento para su régimen interno.
15. Organizar el Congreso Anual de la Administración de Justicia.
16. Ejercer las demás funciones que le sean atribuidas por la ley, el Pleno de la Corte Suprema de Justicia y los 

reglamentos.
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I. González. Modalidades de Relaciones de Trabajo Disfrazadas o Ambiguas. Signos Distintivos. (Énfasis en Trabajo 

Agropecuario). Pág. 86 a 96

Sección 3.ª

Comisión de Evaluación de la Carrera Judicial

Artículo 101. Integración. La Comisión de Evaluación de Aspirantes a la Carrera Judicial se integrará por:
1. Tres representantes de las unidades nominadoras.
2. Un catedrático de la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas de la Universidad de Panamá de la especialidad 

correspondiente.
3. El director administrativo de la Escuela Judicial.
4. El secretario técnico de Recursos Humanos, con derecho a voz.
 En los casos en que la Corte Suprema de Justicia sea la unidad nominadora, el Pleno de esta corporación 
escogerá a sus representantes. Las asociaciones de magistrados y jueces, debidamente constituidas y con más 
de cinco años de existencia, y el decano de la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas de la Universidad de 
Panamá, respectivamente, presentarán al Consejo de Administración de la Carrera Judicial las temas de sus 
representantes que se formarán con unidades nominadoras de cada nivel jerárquico de acuerdo con la jurisdicción 
o de conformidad con la naturaleza de los cargos en concurso y de catedráticos universitarios por especialidad.
 Las personas que integren las comisiones de evaluación tendrán su suplente, que deberá escogerse de 
la misma tema. Integradas estas comisiones, elegirán su presidente y su secretario y participarán en la evaluación 
de aspirantes a cargos de su especialidad.

Sección 4.ª

Ingreso y Promoción de Magistrados y Jueces

Artículo 102. Selección de magistrados y jueces. Para llenar las vacantes que se produzcan en los cargos de 
magistrados y jueces de todas las jurisdicciones existentes o que se creen en el futuro, se aplicarán, de forma 
alterna y secuencial, las siguientes reglas:
Regla l.  Procedimiento de traslado o ascenso. Cuando se presente la primera vacante en el ámbito nacional, se 

llenará mediante el procedimiento de traslado entre los magistrados o jueces de la misma categoría que 
estuvieran interesados y, en su defecto, ascenderá el servidor judicial que ocupe el primer lugar en la 
posición inmediatamente inferior en el escalafón judicial, siempre que reúna los requisitos exigidos por 
la ley para desempeñar el cargo superior. Los magistrados y jueces podrán hacer uso del derecho de 
traslado solo por una vez en cada categoría.

Regla 2. Concurso abierto. Cuando se presente la segunda vacante para la misma clase de puesto, esta se 
someterá a concurso abierto en el que podrán participar servidores judiciales, así como aspirantes 
externos, siempre que reúnan los requisitos que fi je la ley y desarrolle el reglamento, los cuales incluyen 
la superación de exámenes, pruebas y cursos que permitan determinar si se poseen las competencias 
genéricas, específi cas y técnicas para el desempeño del cargo.

 Cuando en la primera vacante no comparezca aspirante para el concurso por traslado y no existan 
funcionarios para la categoría inmediatamente inferior, se aplicará la regla 2.

Artículo 103. Categorías de los cargos de magistrados y jueces. Las categorías de cargos de magistrados y 
jueces son las siguientes:
1. Magistrado de Tribunal Superior o de Apelaciones.
2. Juez de circuito o seccional, de garantías, de juicio o de cumplimiento.
3. Juez municipal o comarcano.
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Sección 5.ª

Ingreso y Promoción del Personal de Apoyo Judicial

Artículo 104. Selección de personal de apoyo judicial. Para ocupar las vacantes que se originen en los cargos de 
personal de apoyo judicial, se seguirán, de forma alterna y secuencial, las regias siguientes:
Regla 1.  Procedimiento de traslado o ascenso. Cuando se presente la primera vacante en el ámbito nacional, se 

llenará mediante el procedimiento de traslado entre el personal de apoyo judicial de la misma categoría 
que estuviera interesado y, en su defecto, ascenderá el servidor judicial que ocupe el primer lugar en 
la posición inmediatamente inferior según el registro central de información, siempre que reúna los 
requisitos exigidos por la ley para desempeñar el cargo superior. El personal de apoyo judicial podrá 
hacer uso del derecho de traslado solo por una vez en cada categoría.

Regla 2.     Concurso abierto. Cuando se presente la segunda vacante para la misma clase de puesto, esta se 
someterá a concurso abierto en el que podrán participar servidores judiciales interesados, así como 
aspirantes externos, siempre que reúnan los requisitos que fi je la ley y desarrolle el reglamento, los 
cuales incluyen la superación de exámenes, pruebas y cursos que permitan determinar si se poseen las 
competencias genéricas, específi cas y técnicas para el desempeño del cargo.

 Cuando en la primera vacante no comparezca aspirante para el concurso por traslado y no existan 
funcionarios para la categoría inmediatamente inferior, se aplicará la regla 2.

Artículo 105. Categorías de los cargos de apoyo judicial. Reglamentariamente se determinarán las categorías de 
los cargos de apoyo judicial.

Sección 6.ª

Garantías y Derechos de los Miembros de la Carrera Judicial

Artículo 106. Formalidad de movilidad de magistrados y jueces. El Estado garantiza a los magistrados y jueces 
la plena independencia en su actuación y asegura el desempeño del cargo según el principio de inamovilidad 
y el disfrute de los derechos que le son debidos en consideración al alto fi n que cumplen. En consecuencia, 
están exentos del desempeño de puestos obligatorios y de realizar prestaciones personales a la administración 
y no podrán ser obligados a comparecer ante autoridades administrativas dentro del territorio donde ejerzan su 
jurisdicción. Los datos o declaraciones que sean precisas se evacuarán por escrito o se llevarán a cabo en el 
despacho ofi cial del magistrado o juez.
 Para garantizar la independencia judicial, los magistrados y jueces son inamovibles. En consecuencia, 
no podrán ser objeto de destitución, suspensión o trasladados, sino en los casos y con las formalidades que 
disponga la Constitución Política, la ley, las normas que la desarrollan y, en especial, las contenidas en el Sistema 
de Evaluación del Desempeño, para los casos en que estas sean aplicables.

Artículo 107. Estabilidad en cargos desempeñados en el Órgano Judicial. Quienes desempeñen cargos de apoyo 
judicial que se encuentren amparados por la Carrera Judicial tienen derecho al mantenimiento de su condición 
de servidor judicial, al desempeño efectivo de tareas o funciones de su cargo y a no ser removidos del puesto 
de trabajo que desempeñen, sino en los supuestos y condiciones establecidos legalmente y, en especial, en las 
normas contenidas en el Sistema de Evaluación del Desempeño. En ningún caso se les podrá destituir sin ser 
oídos en los términos previstos en esta Ley.

Artículo 108. Competencia para detención de magistrados y jueces. Los magistrados y jueces no podrán ser 
detenidos, ni arrestados, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad judicial competente para juzgarlos, 
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en los casos y con las formalidades que disponga la ley. 

Artículo 109. Independencia económica. El Estado garantiza la independencia económica de los servidores 
judiciales mediante la retribución adecuada a la dignidad de la función jurisdiccional. El régimen de retribución 
de los servidores judiciales se inspirará en los principios de objetividad, equidad, transparencia y estabilidad, 
atendiendo para su fi jación la dedicación exclusiva a la función jurisdiccional, el nivel jerárquico y el tiempo de 
prestación del servicio. Se retribuirá, además, la responsabilidad del cargo y del puesto de trabajo.

Sección 7.ª

Amparo a la Independencia Judicial

Artículo 110. Amparo a la independencia judicial. Los magistrados y jueces que se consideren inquietados o 
perturbados en su independencia podrán solicitar amparo al magistrado investigador de Integridad y Transparencia 
dando cuenta de los hechos que fundamenten su petición.
 También podrá solicitar amparo al magistrado investigador de Integridad y Transparencia el magistrado 
o juez que considere que, de acuerdo al perfi l de los procesos que atiende, requiere que se le brinde seguridad.

Artículo 111. Conocimiento. El magistrado investigador de Integridad y Transparencia realizará las averiguaciones 
en defensa de la independencia de magistrados, jueces y tribunales para exigir el fi el cumplimiento del principio 
de independencia judicial a quien lo esté violentando.

Artículo 112. Supuestos de amparo a la independencia. Se considerarán, entre otras, actuaciones inquietantes 
o perturbadoras las siguientes:
1. Las declaraciones o manifestaciones hechas en público, que objetivamente supongan un ataque a la 

independencia judicial y sean susceptibles de infl uir en la libre capacidad de resolución de jueces o 
magistrados.

2. Aquellos actos y manifestaciones que, en atención a la cualidad o condición del autor o de las circunstancias 
en que tuvieran lugar, pudieran afectar, del mismo modo, la libre determinación de jueces o magistrados en 
el ejercicio de sus funciones.

Artículo 113. Procedimiento. El procedimiento de solicitud de amparo a la independencia judicial se iniciará 
a instancia del juez o magistrado afectado, mediante escrito razonado dirigido al magistrado investigador de 
Integridad y Transparencia, en el que deberán expresarse con claridad y precisión los hechos, circunstancias 
y motivos en cuya virtud considera que ha sido inquietado o perturbado en su independencia y el amparo que 
solicita para preservarla o restablecerla. Dicho escrito deberá presentarse en el plazo máximo de diez días hábiles 
desde que ocurrieron los hechos determinantes de la solicitud de amparo o, en su caso, desde que el juez o 
magistrado tuvo conocimiento de estos.
 El magistrado investigador de Integridad y Transparencia deberá pronunciarse inmediatamente sobre la 
admisión de la solicitud. 

Artículo 114. Inadmisión. El magistrado investigador de Integridad y Transparencia archivará la solicitud de 
amparo en los casos siguientes:
1. Cuando no se realice en el plazo señalado.
2. Cuando el procedimiento no se inste por el propio interesado.
3. Cuando carezca manifi estamente de fundamento.
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Artículo 115. Traslado. El magistrado investigador de Integridad y Transparencia dará traslado por cinco días a la 
persona, entidad o asociación de la cual deriven los actos que motivaron la petición de amparo para que efectúe 
sus descargos. Durante la tramitación, el magistrado investigador de Integridad y Transparencia podrá practicar 
cuantas diligencias estime adecuadas para la determinación y comprobación de los hechos denunciados.
Si se tratara de comunicaciones que se hubieran surtido entre el afectado y el presunto perturbador se requerirá 
autorización al Tribunal de Integridad y Transparencia para aportarlas al proceso. Las diligencias probatorias se 
sustanciarán dentro del término máximo de diez días.

Artículo 116. Conclusión de la investigación y decisión. Una vez recibidas las alegaciones y practicadas, en su 
caso, las diligencias expresadas en el artículo anterior, el magistrado investigador de Integridad y Transparencia 
remitirá el expediente, con su emisión de concepto, a la Secretaría del Tribunal de Integridad y Transparencia para 
que realice el reparto y lleve lo actuado al magistrado sustanciador, quien dictará resolución motivada otorgando 
o denegando el amparo solicitado.
 La resolución que otorga el amparo solicitado acordará:
1. Requerir a la persona, entidad o asociación el cese de la actuación que motivó la solicitud de amparo, con 

la imposición de sanción pecuniaria compulsiva y progresiva a razón de cien balboas (B/.100.00) diarios 
mientras dure su renuencia.

2. Adoptar o promover la adopción de las medidas que resulten necesarias para restaurar la independencia 
judicial conculcada, lo cual incluye la presentación de denuncia por fuerza, amenaza o intimidación a un 
funcionario del Órgano Judicial.

Artículo 117. Recursos. Contra la resolución dictada, los afectados podrán interponer recurso de apelación, 
dentro de los dos días siguientes a la notifi cación, ante el resto del Tribunal de Integridad y Transparencia, el cual 
se concederá en el efecto suspensivo.

Artículo 118. Notifi cación y publicación. La resolución adoptada será notifi cada al interesado, al magistrado 
investigador de Integridad y Transparencia, a la persona, entidad o asociación que motivó la solicitud de amparo 
y al Consejo de Administración de la Carrera Judicial, que ordenará la publicación de la resolución que otorga el 
amparo, una vez que esta se encuentre en fi rme.

Sección 8.ª

Deberes de Magistrados y Jueces

Artículo 119. Deberes de magistrados y jueces. Son deberes en general de los magistrados y Jueces:
1. Cumplir y hacer cumplir la Constitución Política y la ley.
2. Permanecer en sus puestos hasta que sean reemplazados por quien deba sucederlos, salvo los casos de 

enfermedad grave o licencia por gravidez.
3. Observar las normas de integridad y transparencia.
4. Orientar su labor con los principios ético-judiciales.
5. Contribuir con los procedimientos de evaluación del desempeño tanto en la función de revisores, como en la 

de evaluados.
6. Informar de los impedimentos que le afecten para conocer de un proceso y abstenerse de tramitarlo, salvo 

que el mismo se declare ilegal.
7. Hacer efectiva la igualdad de las partes en el proceso y obrar con legalidad y seguridad.
8. Prevenir, remediar y sancionar los actos contrarios a la dignidad, lealtad de la justicia, probidad, buena fe, 

tentativa de fraude procesal, que pretendan obtener fi nes prohibidos en la ley o actos procesales irregulares.
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9. Dirigir los procesos de su conocimiento y procurar la mayor Economía Procesal.
10. Ejercer de ofi cio las funciones de saneamiento previstas en la ley.
11. Disponer de ofi cio las diligencias conducentes a evitar nulidades procesales, conformar debidamente el 

litisconsorcio necesario y eliminar los otros motivos de sentencias inhibitorias.
12. Fijar las audiencias oportunamente y asistir a ellas con puntualidad.
13. Despachar los asuntos dentro de los términos legales.
14. Decidir los procesos en el orden en que ingresaron a su despacho, salvo la prelación legal.
15. Motivar las sentencias y autos.
16. Resolver expresamente las cuestiones planteadas por las partes y decidir la litis dentro de los límites en que 

fue propuesta o fuera de estos cuando la ley así lo faculte.
17. Sancionar a los abogados que presenten solicitudes para dilatar manifi estamente y de forma inefi caz el litigio 

para realizar un acto simulado o para perseguir un fi n prohibido en la ley, con multa de cien (B/.100.00) a mil 
balboas (B/.1,000.00), previa comprobación de los cargos a través de incidente.

Capítulo VI

Carrera Administrativa Judicial

Artículo 120. Creación de la Carrera Administrativa Judicial. Se crea la Carrera Administrativa Judicial de 
conformidad con lo dispuesto en la Constitución Política, cuyos destinatarios son los servidores que laboran 
en las dependencias administrativas del Órgano Judicial con el fi n de facilitar y optimizar la función esencial de 
Administración de Justicia por los tribunales y juzgados de la República.
La Carrera Administrativa Judicial regulará el reclutamiento, selección, traslado, promoción, evaluación y 
desvinculación de todos los servidores administrativos judiciales, excepto aquellos que, por la naturaleza de sus 
funciones, no forman parte de esta Carrera.

Artículo 121. Principios rectores. La Carrera Administrativa Judicial se soporta en los principios rectores de todas 
las carreras del Órgano Judicial, y en los siguientes:
1. Transparencia y publicidad en todos los procedimientos establecidos para la selección, integración, traslado, 

promoción o ascenso, gestión y evaluación del desempeño de los servidores administrativos judiciales.
2. Igualdad de oportunidades para aspirantes a cargos administrativos que reúnan los requisitos exigidos, 

exhiban las competencias claves que requiera el desempeño del cargo al que aspiren y superen las pruebas 
y cursos correspondientes.

3. Formación obligatoria, actualizada y permanente en las especialidades de los cargos que se desempeñen, 
diseñada en función de las competencias claves para el éxito del Órgano Judicial.

4. Conciencia permanente de que el fi n de la función administrativa judicial es contribuir, efectivamente, a la 
realización de la Administración de Justicia por los tribunales y juzgados de la República.

5. Sujeción al Sistema de Evaluación del Desempeño basado en el modelo de competencias previamente 
defi nido.

6.  Acatamiento de los cánones éticos establecidos en el Código de Ética Judicial, aprobado por el Pleno de la 
Corte Suprema de Justicia.

7. Reconocimiento a la excelencia en la prestación del Servicio Administrativo Judicial.
8. Respeto a la diversidad e identidad cultural de los grupos humanos.

Artículo 122. Consejo de Administración de la Carrera Administrativa Judicial. Se instituye el Consejo de 
Administración de la Carrera Administrativa Judicial, que ejercerá sus competencias en todo el territorio nacional, 
de acuerdo con esta Ley y los reglamentos correspondientes.
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Artículo 123. Integración del Consejo de Administración de la Carrera Administrativa Judicial. El Consejo de 
Administración de la Carrera Administrativa Judicial estará integrado por:
1. Un magistrado de Tribunal Superior miembro de la Carrera Judicial.
2. Un juez miembro de la Carrera Judicial.
3. Un defensor miembro de la Carrera de la Defensa Pública.
4. El secretario técnico del área respectiva.
5. El director del área respectiva.
6. El secretario técnico de Recursos Humanos, solo con derecho a voz. 
 Quienes integren el Consejo de Administración de la Carrera Administrativa Judicial, como representantes 
de las otras carreras, se escogerán por mayoría de votos entre sus pares, para un periodo de dos años, con 
derecho a reelección inmediata por una sola vez. Cada uno de ellos tendrá un suplente seleccionado de la misma 
forma que el principal.
 La designación del presidente y secretario se hará por el voto mayoritario de los integrantes de dicho 
Consejo.

Artículo 124. Funciones del Consejo de Administración de la Carrera Administrativa Judicial. Son funciones del 
Consejo de Administración de la Carrera Administrativa Judicial las siguientes:
1. Administrar el Sistema de Carrera Administrativa Judicial, procurando condiciones de acceso a aspirantes 

califi cados a través de procedimientos transparentes y objetivos que generen personal idóneo, competente 
y honesto.

2. Cuidar de la adecuada interpretación y aplicación de las normas y procedimientos del Sistema de Carrera 
Administrativa Judicial y resolver las controversias que se susciten con relación a la aplicación de los 
Reglamentos de Carrera Administrativa Judicial y de  Evaluación del Desempeño.

3. Salvo el caso del magistrado de la Corte Suprema de Justicia, quien será elegido por el Pleno, nombrar a los 
miembros de la Comisión de Evaluación para el ingreso a la Carrera Administrativa Judicial, de acuerdo con 
las respectivas ternas que se le presenten para tal efecto, de conformidad con lo dispuesto en la presente 
Ley.

4. Solicitar a la Sala Cuarta el nombre de los magistrados o de quienes estos designen para que evacuen las 
entrevistas en los procedimientos de concurso abierto.

5. Defi nir las políticas y los objetivos de calidad y competencia de la Carrera Administrativa Judicial, revisar su 
cumplimiento, evaluarlos y ajustarlos cuando así se requiera.

6. Participar en el diseño y aprobación de los cursos de formación especializada para aspirantes y miembros 
de la Carrera Administrativa Judicial.

7. Establecer las directrices para los planes estratégicos que permitan alcanzar los objetivos de calidad del 
Sistema de Carrera Administrativa Judicial.

8. Emitir la resolución en la que conste la lista ofi cial de resultados de los concursos abiertos para el ingreso a 
la Carrera Administrativa Judicial, de conformidad con el procedimiento establecido en la presente Ley.

9. Coordinar la difusión oportuna de las dimensiones del desempeño y competencias que serán evaluadas, así 
como de la programación, procedimientos e integración de los equipos de evaluadores y evaluados.

10. Expedir el reglamento para su régimen interno.
11. Ejercer las demás funciones que le sean atribuidas por la ley y los reglamentos.

Artículo 125. Miembros de la Carrera Administrativa Judicial. Son miembros de la Carrera Administrativa Judicial 
el personal profesional, técnico y operativo que labora en las áreas administrativas del Órgano Judicial. 
 No forman parte de la Carrera Administrativa Judicial:
1. Los secretarios y subsecretarios.
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2. Los directores y subdirectores.
3. Los coordinadores.
4. Los cargos enumerados son de libre nombramiento y remoción.

Artículo 126. Integración de la Comisión de Evaluación de la Carrera Administrativa Judicial. La Comisión de 
Evaluación de Aspirantes a la Carrera Administrativa Judicial se integrará por:
1. Un magistrado o juez integrante de la Carrera Judicial.
2. Un defensor público integrante de la Carrera de la Defensa Pública.
3. El secretario técnico del área respectiva.
4. Un catedrático de la Universidad de Panamá, de la especialidad que corresponda, elegido de la terna que 

sea presentada por el rector.
5.      El director administrativo de la Escuela Judicial.
6.      El secretario técnico de Recursos Humanos, solo con derecho a voz.
 Las asociaciones de magistrados y jueces o de defensores, debidamente constituidas y con más de 
cinco años de existencia, y el decano de la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas de la Universidad de Panamá 
presentarán al Consejo de Administración de la Carrera Administrativa Judicial las ternas de los magistrados 
y jueces o defensores y catedráticos que deben integrar estas comisiones. Estos contarán con un suplente, 
escogido de la misma forma que el principal. Una vez integradas, los comisionados elegirán un presidente y un 
secretario.

Artículo 127. Selección en la Carrera Administrativa Judicial. Para ocupar las vacantes que se originen en los 
cargos administrativos, se seguirán, de forma alterna y secuencial, las reglas siguientes:
Regla 1.  Procedimiento de traslado o ascenso. Cuando se presente la primera vacante en el ámbito nacional, se 

llenará mediante el procedimiento de traslado entre los servidores administrativos judiciales de la misma 
categoría que estuvieran interesados y, en su defecto, ascenderá el servidor administrativo judicial 
que ocupe el primer lugar en la posición inmediatamente inferior en el registro central de información, 
siempre que reúna los requisitos exigidos por la ley para desempeñar el cargo superior. Los servidores 
administrativos judiciales podrán hacer uso del derecho de traslado solo por una vez en cada categoría.

Regla 2.     Concurso abierto. Cuando se presente la segunda vacante para la misma clase de puesto, esta 
se someterá a concurso abierto en el que podrán participar aspirantes internos y externos, siempre 
que reúnan los requisitos que fi je la ley y desarrolle el reglamento, los cuales incluyen la superación 
de exámenes, pruebas y cursos que permitan determinar si se poseen las competencias genéricas, 
específi cas y técnicas para el desempeño del cargo.

 Cuando en la primera vacante no comparezca aspirante para el concurso por traslado y no existan 
funcionarios para la categoría inmediatamente inferior, se aplicará la regla 2.

Artículo 128. Categorías de los cargos de la Carrera Administrativa Judicial. Las categorías de los cargos de la 
Carrera Administrativa Judicial serán determinadas reglamentariamente.

Capítulo VII

Carrera de la Defensa Pública

Artículo 129. Creación. Con el objeto de brindar el servicio público de asesoría y defensa jurídica a quienes 
por su situación económica lo requieran, se crea la Carrera de la Defensa Pública, basada en un sistema de 
méritos para el reclutamiento, selección, traslado, evaluación del desempeño, incentivos, suplencias y régimen 
disciplinario de servidores de la Defensa Pública y su personal de apoyo, con el objeto de conservar y atraer 
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en su estructura un recurso humano independiente, técnico y comprometido con el acceso a la justicia y a la 
salvaguarda de las garantías fundamentales.
 Los defensores públicos devengarán el mismo sueldo de los magistrados y jueces ante quienes actúen.
 Corresponderá a cada defensor público nombrar a su personal de apoyo, de conformidad con las 
disposiciones contenidas en la presente Ley.

Artículo 130. Dirección Administrativa del Instituto de la Defensa Pública. La Dirección Administrativa del 
Instituto de la Defensa Pública se encargará de coordinar los asuntos administrativos y de apoyo logístico para 
el cumplimiento de las tareas que posibiliten la prestación adecuada del servicio de la Defensa Pública y estará 
integrada por un director administrativo, un subdirector administrativo y su personal de apoyo.
 El director administrativo y el subdirector administrativo del Instituto de la Defensa Pública serán elegidos 
por el Pleno de la Corte Suprema de Justicia mediante concurso de oposición para un periodo de cinco años, y 
podrán ser reelectos.
 El subdirector coadyuvará en la labor de la Dirección, suplirá las ausencias incidentales, accidentales, 
temporales y absolutas del director y realizará las tareas que le fueran encomendadas por él.

Artículo 131. Requisitos para ser director y subdirector administrativos del Instituto de la Defensa Pública. Para 
ser director administrativo del Instituto de la Defensa Pública se requiere:
1. Ser de nacionalidad panameña.
2. Haber cumplido treinta y cinco años de edad.
3. Estar en pleno goce de derechos civiles y políticos.
4. Poseer título de licenciatura en Derecho.
5. Contar con estudios de posgrado en, por lo menos, una de las siguientes especialidades: Derecho 

Constitucional, Derechos Humanos, Derecho Procesal, Criminología o Derecho Penal, o tener diez años de 
experiencia como defensor público.

6. Haber aprobado el curso inicial para defensores públicos.
 
Artículo 132. Principios rectores de la Carrera de la Defensa Pública. La Carrera de la Defensa Pública se 
fundamenta en los principios consignados a continuación:
1. Transparencia y publicidad en todos los procedimientos de selección, integración, traslado, promoción o 

ascenso, gestión y evaluación del desempeño de los servidores de la Defensa Pública.
2. Igualdad de oportunidades para aspirantes que reúnan los requisitos exigidos por la ley y el Manual de 

Puestos, exhiban las competencias claves que requiera el desempeño del puesto al que aspiren y superen 
las pruebas y cursos correspondientes.

3. Garantía de defensa profesional y de alta calidad a los destinatarios de este benefi cio.
4. Formación obligatoria, actualizada y permanente en las especialidades de los puestos que se desempeñen.
5. Sujeción al Sistema de Evaluación del Desempeño basado en el modelo de competencias previamente 

defi nido.
6. Acatamiento de los cánones éticos establecidos en el Código de Ética Judicial, aprobado por el Pleno de la 

Corte Suprema de Justicia.
7. Reconocimiento a la excelencia en la prestación del servicio de Administración de Justicia.

Artículo 133. Creación e integración del Consejo de Administración de la Carrera de la Defensa Pública. Se 
instituye el Consejo de Administración de la Carrera de la Defensa Pública, que ejercerá sus competencias en todo 
el territorio nacional, de acuerdo con esta Ley y los reglamentos correspondientes. El Consejo de Administración 
de la Carrera de la Defensa Pública estará integrado por los miembros siguientes:
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1. El director del Instituto de la Defensa Pública, solo con derecho a voz.
2. Tres defensores públicos, uno por cada nivel jerárquico.
3. El secretario técnico de Recursos Humanos, solo con derecho a voz.
 Los defensores y sus suplentes serán elegidos por sus pares, por mayoría de votos.  Los consejeros 
brindarán servicios para un periodo de dos años, con derecho a reelección por una sola vez en el periodo 
inmediatamente siguiente al de su ejercicio.
 La designación del presidente y secretario se hará por el voto mayoritario de los integrantes de dicho 
Consejo.

Artículo 134. Funciones del Consejo de Administración de la Carrera de la Defensa Pública. Son funciones del 
Consejo de Administración de la Carrera de la Defensa Pública las siguientes:
1. Administrar el Sistema de Carrera de la Defensa Pública, procurando condiciones de seceso a aspirantes 

califi cados a través de procedimientos transparentes y objetivos, que generen personal idóneo, competente 
y honesto y garantice el respeto, decoro e independencia de los servidores de la Defensa Pública.

2. Cuidar de la adecuada interpretación y aplicación de las normas y procedimientos del Sistema de Carrera 
de la Defensa Pública y resolver las controversias que se susciten en relación con la aplicación de los 
Reglamentos de Carrera de la Defensa Pública y de Evaluación del Desempeño.

3. Participar en el diseño y aprobación de los cursos de formación especializada para aspirantes y miembros 
de la Carrera de la Defensa Pública.

4. Aprobar y dar seguimiento a la programación anual de auditorías y solicitar auditorías extraordinarias o 
especiales, cuando las condiciones lo ameriten.

5. Defi nir las políticas y los objetivos de calidad y competencia de la Carrera de la Defensa Pública, revisar su 
cumplimiento, evaluarlos y ajustarlos cuando así se requiera.

6. Establecer las directrices para los planes estratégicos que permitan alcanzar los objetivos de calidad del 
Sistema de Carrera de la Defensa Pública.

7. Salvo el caso del magistrado de la Corte Suprema de Justicia, quien será elegido por el Pleno, nombrar a los 
miembros de la Comisión de Evaluación para el ingreso a la Carrera de la Defensa Pública, de acuerdo con 
las respectivas ternas que se le presenten para tal efecto, de conformidad con lo dispuesto en la presente 
Ley.

8. Solicitar al Pleno de la Corte Suprema de Justicia el nombre de los magistrados o de quienes estos designen 
para que evacuen las entrevistas en los procedimientos de concurso abierto.

9. Emitir la resolución en la que conste la lista ofi cial de resultados de los concursos abiertos para el ingreso a 
la Carrera de la Defensa Pública, de conformidad con el procedimiento establecido en la presente Ley.

10. Coordinar la difusión oportuna de las dimensiones del desempeño y competencias que serán evaluadas, así 
como de la programación, procedimientos e integración de los equipos de evaluadores y evaluados.

11. Promover el cumplimiento de las normas éticas contenidas en la ley y en el Código de Ética Judicial panameño.
12. Expedir o modifi car el Reglamento del Instituto de la Defensa Pública. Expedir el reglamento para su régimen 

interno.
13. Ejercer las demás funciones que le sean atribuidas por la ley y los reglamentos.

Artículo 135. Integración de la Comisión de Evaluación de Aspirantes de la Defensa Pública. Las Comisiones de 
Evaluación de Aspirantes a la Carrera de la Defensa Pública se integrarán por:

1. El director del Instituto de la Defensa Pública.
2. Tres defensores públicos, uno por cada nivel jerárquico.
3. Un catedrático de la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas de la Universidad de Panamá, de la especialidad 
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del puesto sometido a concurso.
4. El director de la Escuela Judicial.
5. El secretario técnico de Recursos Humanos, con derecho a voz. 

 Las asociaciones de defensores públicos, debidamente constituidas, y el decano de la Facultad de 
Derecho y Ciencias Políticas de la Universidad de Panamá, respectivamente, presentarán las ternas de defensores 
y catedráticos universitarios de cada especialidad, que deben integrar estas comisiones.
 Cada comisionado contará con un suplente escogido de la misma forma que el principal. Los comisionados 
elegirán su presidente y su secretario y participarán en la evaluación de aspirantes a cargos de su especialidad.

Artículo 136. Selección de defensores públicos. Para llenar las vacantes que se produzcan en los cargos de 
defensores públicos, se procederá de acuerdo con las reglas siguientes:

Regla 1.  Procedimiento de traslado o ascenso. Cuando se presente la primera vacante en el ámbito nacional, 
se llenará mediante el procedimiento de traslado entre defensores públicos de la misma categoría que 
estuvieran interesados y, en su defecto, ascenderá el defensor público que ocupe el primer lugar en 
la posición inmediatamente inferior, según el registro central de información, siempre que reúna los 
requisitos exigidos por la ley, para desempeñar el cargo superior. Solo se podrá hacer uso del derecho 
de traslado por una vez en cada categoría.

Regla 2.    Concurso abierto. Cuando se presente la segunda vacante para la misma clase de puesto, esta se 
someterá a concurso abierto en el que podrán participar todos los servidores judiciales que tengan 
interés, así como aspirantes externos, siempre que reúnan los requisitos que fi je la ley y desarrolle el 
reglamento, los cuales incluyen la superación de exámenes, pruebas y cursos que permitan determinar 
si se poseen las competencias genéricas, específi cas y técnicas para el desempeño del cargo.

 Cuando en la primera vacante no comparezca aspirante para el concurso por traslado y no existan 
personas en la categoría inmediatamente inferior, se aplicará la regla 2.

Artículo 137. Categorías de la Carrera de la Defensa Pública. Las categorías de los cargos de la Defensa Pública 
serán determinadas reglamentariamente.

Artículo 138. Selección de personal de apoyo de la Defensa Pública. Para ocupar las vacantes que se originen 
en los cargos de personal de apoyo de la Defensa Pública se seguirán las reglas siguientes:
Regla l.      Procedimiento de traslado o ascenso. Cuando se presente la primera vacante en el ámbito nacional, 

se llenará mediante el procedimiento de traslado entre el personal de apoyo de la Defensa Pública de la 
misma categoría que estén interesados y, en su defecto, ascenderá el servidor de apoyo de la Defensa 
Pública que ocupe el primer lugar en la posición inmediatamente inferior según el registro central de 
información, siempre que reúna los requisitos exigidos por la ley, para desempeñar el cargo superior. Se 
podrá hacer uso del derecho de traslado solo por una vez en cada categoría.

Regla 2.   Concurso abierto. Cuando se presente la segunda vacante para la misma clase de puesto, esta se 
someterá a concurso abierto en el que podrán participar todos los servidores judiciales interesados, así 
como aspirantes externos, siempre que reúnan los requisitos que fi je la ley y desarrolle el reglamento, 
los cuales incluyen la superación de exámenes, pruebas y cursos ‘que permitan determinar si se poseen 
las competencias genéricas, específi cas y técnicas para el desempeño del cargo.

Artículo 139. Categorías de los cargos de apoyo de la Carrera de la Defensa Pública. Reglamentariamente se 
establecerán las categorías de los cargos de apoyo de la Defensa Pública.
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Título II

Evaluación del Desempeño

Artículo 140. Sistema de Evaluación del Desempeño. Se crea el Sistema de Evaluación del Desempeño, aplicable 
a quienes presten servicios en el Órgano Judicial, incluso como suplentes, cuyo objetivo es la verifi cación periódica 
del cumplimiento de los criterios de desempeño previamente defi nidos para obtener:
1. Calidad y efectividad en la respuesta a la demanda de servicios.
2. Comportamientos alineados con la misión institucional.
3. Competencias necesarias para el logro de tales objetivos.
 Los resultados del desempeño profesional serán considerados para la política de sucesión en los 
cargos o ascensos, formación, identifi cación de talentos, incentivos, régimen disciplinario y para conservar en la 
Institución los servidores judiciales mejor califi cados.

Artículo 141. Metodología aplicable para la evaluación del desempeño. El proceso de evaluación del desempeño 
se realizará, bajo la orientación y apoyo técnico de la Dirección de Gestión del Desempeño, tomando como base 
los principios de transparencia y publicidad, mediante la obtención de datos objetivos de la gestión individual y su 
impacto en el logro de las metas institucionales, previamente defi nidas y adecuadas a cada dependencia.
 Las evaluaciones del desempeño se realizarán anualmente. Las metas individuales se acordarán entre el 
revisor y el evaluado, por lo menos, un mes antes del inicio del periodo a evaluar y se programarán verifi caciones 
bimestrales que permitan corregir desviaciones e implementar acciones de orientación y apoyo oportunas para el 
logro de los objetivos anuales defi nidos en las metas, que deben cumplirse antes de que se realice la evaluación 
fi nal que tendrá lugar al completar el periodo.
 Las metas individuales se orientarán al mejoramiento de la situación de la persona evaluada en atención 
a los factores fundamentales de evaluación.
 El cumplimiento de las actividades o acciones programadas para el logro de las metas individuales 
estará a cargo de la persona evaluada y serán examinadas por el revisor de acuerdo con los resultados obtenidos.

Artículo 142. Objetivos de la evaluación del desempeño. La evaluación del desempeño será determinante para:
1. La elaboración del escalafón judicial y el registro de información personal.
2. La adopción de acciones para combatir factores que generan defi ciencia en el desempeño.
3. La determinación de aspectos relevantes para la elaboración de los planes de estudios personalizados de la 

Escuela Judicial.
4. La comunicación a la persona evaluada de las áreas de formación en que debe participar para mejorar su 

desempeño.
5. El impedimento temporal para ascender, participar en promociones y benefi cios como consecuencia directa 

e inmediata del proceso de evaluación del desempeño.
6. Las sanciones disciplinarias de suspensión sancionatoria o defi nitiva y destitución.

Artículo 143. Factores fundamentales de la evaluación del desempeño, ponderación, defi nición y cálculo.
El Sistema de Evaluación del Desempeño se orientará a las actividades de la persona evaluada y no a sus 
decisiones. Se valorarán fundamentalmente los factores siguientes:
1. Productividad de la persona evaluada, ponderada en un 45%: se defi ne como las resoluciones o actuaciones 

vitales o críticas y se mide a través de la cantidad de actuaciones emitidas entre iguales.
2. Competencias, ponderadas en un 25%: defi nidas en los perfi les de cada puesto y se miden a través de la 

aplicación de formularios por parte de los técnicos del Centro de Valoración de la Escuela Judicial. Para los 
casos en los que proceda, se consignarán las evidencias de ejecutorias o formación universitaria o interna 
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en las áreas de la especialidad. El puntaje de las ejecutorias y la formación se determinará de acuerdo con 
la extensión en páginas de los libros, artículos y ponencias presentados por escrito y número de créditos 
respectivamente.

3. Buenas prácticas judiciales o administrativas, ponderadas en un 10%: defi nidas como las actividades 
establecidas en el Manual de Buenas Prácticas Judiciales o Administrativas aprobado y revisado cada 
dos años por el consejo de la carrera correspondiente y se miden a través de formularios aplicados por la 
Dirección de Auditoría Judicial y la Dirección de Auditoría Interna.

4. Cumplimiento de normas de ética y disciplina, ponderado en un 10%: defi nido como la ausencia de reporte 
de casos, que es medida de acuerdo con una o más sanciones impuestas por falta gravísima 0%, por falta 
grave 3%, por falta leve 5% y por ausencia de faltas 10%.

5. Clima laboral, ponderado en un 5%: se mide a través de la aplicación de encuestas al equipo de trabajo.
6. Calidad del servicio al usuario, ponderado en un 5%: se defi ne como la percepción exteriorizada y se mide a 

través de los resultados de encuestas aplicadas.

Artículo 144. Clases de evaluación del desempeño. Las evaluaciones del desempeño se requieren para 
determinar si se ha superado el periodo de prueba en el puesto y se ingresa a la carrera, para verifi car el avance 
en el cumplimiento de las metas de desempeño fi jadas y para califi car el desempeño al fi nal del periodo a evaluar.

Artículo 145. Reglamento y consecuencias de ausencia de componentes para la evaluación del desempeño. El 
reglamento que regule los periodos y formularios del procedimiento de evaluación del desempeño será revisado 
anualmente y aprobado para el año siguiente por el consejo de administración correspondiente y, posteriormente, 
será publicado en la Gaceta Ofi cial con tres meses de anticipación al inicio del periodo evaluado. Los parámetros 
de la evaluación del desempeño deberán ser regulados en la ley.
 En los casos en que la Escuela Judicial no dicte los cursos académicos dentro del periodo de evaluación 
del desempeño para los cargos del Órgano Judicial, la ponderación correspondiente a las competencias será 
la que resulte de la aplicación del formulario de evaluación de competencias por el Centro de Valoración de la 
Escuela Judicial.

Artículo 146. Administración del procedimiento de evaluación del desempeño. La administración del procedimiento 
de evaluación del desempeño corresponde al consejo de administración de la carrera respectiva, apoyado en la 
Secretaría Técnica de Recursos Humanos y la Dirección de Gestión del Desempeño, para lo cual aprobará los 
instructivos y guías de este procedimiento, y se desarrollará de acuerdo con las pautas siguientes:
1. Las Direcciones de Estadística Judicial, de Auditoría Judicial y de Auditoría Interna suministrarán toda 

la información necesaria recabada en las auditorías y demás medios de conocimiento del estado de los 
despachos judiciales o administrativos.

2. El Consejo de Administración de la Carrera Judicial coordinará con los superiores jerárquicos de la jurisdicción 
correspondiente la designación de evaluadores o revisores de los magistrados y jueces.

3. La evaluación del desempeño de los secretarios judiciales y del personal de apoyo judicial se llevará a cabo 
por el superior jerárquico.

4. La evaluación del desempeño de secretarios, subsecretarios, directores y jefes administrativos estará a 
cargo de la Sala Cuarta de la Corte Suprema de Justicia.

5. La evaluación del desempeño del personal administrativo judicial se llevará a cabo por su superior jerárquico.
6. El Consejo de Administración de la Carrera de la Defensa Pública coordinará la evaluación del desempeño 

de los defensores públicos y su personal de apoyo.

Artículo 147. Califi cación. La evaluación se califi cará de acuerdo con la escala siguiente:
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1. De 85 hasta 100 %: Excelente.
2. De 70 hasta 84 %: Buena.
3. De 60 hasta 69 %: Insufi ciente.
4. De 0 a 59 %: Defi ciente.

Artículo 148. Recursos. Los resultados fi nales del procedimiento de evaluación del desempeño son susceptibles 
del recurso de reconsideración ante el evaluador, dentro del término de diez días hábiles, que será resuelto en el 
término de treinta días.

Título III

Jurisdicción de Integridad y Transparencia

Capítulo I

Jurisdicción y Competencia

Artículo 149. Jurisdicción Especial de Integridad y Transparencia. Se instituye la Jurisdicción Especial de 
Integridad y Transparencia en el Órgano Judicial que se ejercerá de manera permanente en todo el territorio 
nacional a través del Tribunal de Integridad y Transparencia, la Unidad de Investigación y la Defensoría Especial, 
a cuyos cargos estará la investigación, juzgamiento, defensa y aplicación de las sanciones que correspondan a 
las faltas cometidas por los servidores judiciales de carrera, permanentes, temporales u ocasionales, nombrados 
dentro del Órgano Judicial, como principales, suplentes, interinos, itinerantes o encargados de los puestos que 
ocupan, de conformidad con lo establecido en esta Ley.

Artículo 150. Principios que rigen el procedimiento ante las autoridades de Integridad y Transparencia. El 
procedimiento de integridad y transparencia será regido por los principios siguientes:
1. Legalidad. Ningún servidor judicial podrá ser sancionado disciplinariamente por violación a las normas de 

integridad y transparencia sin que previamente se lleve a cabo el procedimiento previsto en la presente Ley.
2. Oralidad. El proceso será oral, en primera y segunda instancia, y se dejará constancia digital de todo lo 

actuado.
3. Inmediación. Las autoridades competentes practicarán por sí mismas todas las diligencias probatorias y 

audiencias del proceso, sin que puedan delegar tales actuaciones a su personal subalterno.
4. Separación de funciones. El magistrado investigador no podrá realizar las funciones jurisdiccionales. A su 

vez, ni la Sala Unitaria de Juzgamiento ni la de segunda instancia podrán actuar como investigadoras.
5. Prohibición de doble juzgamiento disciplinario. Ningún servidor judicial podrá ser procesado ni sancionado 

disciplinariamente dos veces por los mismos hechos. Es permitido que la misma conducta genere 
simultáneamente investigación penal y disciplinaria, únicamente cuando se vulneran bienes jurídicos 
protegidos en estas distintas esferas jurisdiccionales.

6. Celeridad. El proceso debe sustanciarse y decidirse en el término establecido en esta Ley.
7. Autorregulación. El órgano de control de Integridad y Transparencia es parte del Órgano Judicial.
8. Transparencia y rendición de cuentas. Todas las actuaciones que se surtan ante la Jurisdicción de Integridad 

y Transparencia son públicas y se informan sus resultados periódicamente a la ciudadanía.
9. Responsabilidad por omisión de las autoridades de la Jurisdicción de Integridad y Transparencia. El 

incumplimiento de los términos fi jados en esta Ley para la investigación y juzgamiento de las faltas a la 
integridad y transparencia, así como la omisión de las autoridades instituidas para el conocimiento y la 
defensa de estas conductas en el ejercicio de sus respectivas funciones, constituye infracción de los deberes 
de los servidores públicos, de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal.
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10. Derecho a defensa. El denunciado tiene derecho a nombrar defensor o asumir su propia defensa si fuera 
abogado, desde que le es notifi cado el inicio de la investigación hasta su culminación. Si no lo hace, el 
Órgano Judicial le asignará uno.

11. Objetividad en la investigación. Es obligatorio investigar lo desfavorable y lo favorable al denunciado y demás 
implicados en el proceso. El fi n de la investigación es descubrir la verdad.

12. Proporcionalidad. Las sanciones previstas se aplicarán de acuerdo con la gravedad de la falta demostrada.

Artículo 151. Juzgamiento de magistrados de la Corte Suprema de Justicia. Las denuncias por faltas a las 
normas de integridad y transparencia de la función judicial contenidas en la presente Ley, que se presenten contra 
los magistrados integrantes de la Corte Suprema de Justicia, así como sus suplentes, por actos cometidos en 
el ejercicio de estos cargos, serán conocidas por la autoridad competente, de conformidad con el procedimiento 
establecido en la presente Ley.

Capítulo II

Tribunal Especial de Integridad y Transparencia

Artículo 152. Tribunal Especial de Integridad y Transparencia. Se crea el Tribunal Especial de Integridad y 
Transparencia con jurisdicción y competencia en todo el territorio nacional para conocer de las causas especiales 
señaladas en la presente Ley, cuya sede estará en la ciudad de Panamá.

Artículo 153. Integración del Tribunal Especial de Integridad y Transparencia. El Tribunal Especial de Integridad y 
Transparencia estará integrado por tres magistrados seleccionados por concurso abierto, tal como está dispuesto 
en el artículo 95, procurando que en el procedimiento de evaluación de aspirantes se garantice la participación 
de la sociedad civil organizada, entre cuyos objetivos fi gure el fortalecimiento de la Administración de Justicia.
 Para cada magistrado principal se nombrarán dos suplentes, elegidos de la misma forma que los 
principales.
 El Pleno de la Corte Suprema de Justicia podrá encomendar, de forma temporal o permanente, a cada 
uno de los magistrados del Tribunal Especial de Integridad y Transparencia, que atiendan adicionalmente asuntos 
administrativos del Órgano Judicial, siempre que no colisionen con las funciones propias de sus cargos.

Artículo 154. Requisitos. Para ser magistrado del Tribunal Especial de Integridad y Transparencia, titular o 
suplente, se deberán cumplir los requisitos siguientes:
1. Ser de nacionalidad panameña.
2. Haber cumplido cuarenta y cinco años de edad.
3. Estar en pleno goce de derechos civiles y políticos.
4. No haber sido condenado por la comisión de delito doloso.
5. No haber sido sancionado por proceso disciplinario o por faltas a la ética.
6. Pertenecer a la Carrera Judicial.
7. Contar con más de diez años de ejercicio en la Judicatura o la Magistratura.

Artículo 155. Derechos y prerrogativas. Los magistrados del Tribunal Especial de Integridad y Transparencia 
gozarán de los mismos derechos y prerrogativas reconocidos a los magistrados de Tribunales Superiores del 
Órgano Judicial y sus ingresos serán calculados en un 20 % adicional al que corresponda a tales servidores 
judiciales.

Artículo 156. Escogencia de la directiva del Tribunal. Cada dos años el Tribunal Especial de Integridad 
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y Transparencia elegirá, por mayoría de votos y en sala de acuerdos, su presidente, vicepresidente y vocal, 
quienes ejercerán las mismas funciones que correspondan a dichos cargos en los Tribunales Superiores de 
Distrito Judicial, a excepción de lo que se establezca en esta Ley.

Artículo 157. Procedimiento. En la sustanciación y decisión de las causas de que conoce el Tribunal Especial de 
Integridad y Transparencia, se procederá de acuerdo con las reglas siguientes:

1. En todos los casos, la denuncia se interpondrá oralmente ante la Secretaría de la Unidad Especial de 
Investigación de Integridad y Transparencia, bajo los rigores del juramento.

2. El magistrado investigador decidirá sobre la admisibilidad o archivo de la denuncia.
3. Concluido el término legal de la investigación, el magistrado investigador solicitará a la autoridad competente 

el archivo o la audiencia para determinar la responsabilidad del denunciado.
4. La Secretaría del Tribunal de Integridad y Transparencia realizará el reparto del proceso a uno de los 

magistrados que lo integran, el cual actuará como sustanciador y los dos restantes integrarán la Sala Especial 
de segunda instancia.

5. El magistrado sustanciador practicará todas las diligencias y dictará, bajo su responsabilidad, todos los autos 
y providencias a que haya lugar.

6. La audiencia se celebrará ante el magistrado sustanciador.
7. Las sentencias y los autos que le pongan fi n al proceso o imposibiliten su continuación serán fi rmados por el 

magistrado sustanciador.
8. La decisión sancionatoria es apelable en el efecto suspensivo ante el resto de los magistrados integrantes 

del Tribunal, quienes actuarán en Sala Especial para que se surta la segunda instancia. El fallo de primera 
instancia solo será revocado si existe unanimidad entre los dos magistrados ante quienes se surte la alzada. 
En caso contrario, la decisión de primera instancia se confi rmará conservándose el derecho de razonar el 
voto en este supuesto.

9. Las notifi caciones que deban realizarse se harán mediante la fi jación del edicto correspondiente, en la 
Secretaría de la Unidad de Investigación, por el término de cinco días hábiles, el cual será fi jado a partir del 
día siguiente de aquel en que se dicta la respectiva resolución, salvo los casos de inicio de la investigación, 
fi jación de fecha de audiencia y decisión fi nal, que requieren notifi cación personal, que se realizará de 
conformidad con lo dispuesto en el Código Judicial.

Artículo 158. Secretaría del Tribunal. Se crea una secretaría adscrita al Tribunal Especial de Integridad y 
Transparencia, a cargo de un secretario nombrado por el Pleno de este de conformidad con las normas de la 
Carrera Judicial, quien tendrá los mismos derechos y emolumentos reconocidos a secretarios de Sala de la Corte 
Suprema de Justicia, siéndole aplicable lo establecido en esta Ley en cuanto a destitución, suspensión cautelar o 
sancionatoria e incompatibilidades del cargo.
 El secretario del Tribunal deberá remitir al Registro Judicial para su publicación todos los fallos emitidos 
por el Tribunal tan pronto como se encuentren ejecutoriados.

Artículo 159. Requisitos para ser secretario del Tribunal. Para ocupar el cargo de secretario se requieren los 
mismos requisitos que para ser magistrado de Integridad y Transparencia.

Artículo 160. Personal subalterno del Tribunal. Los magistrados en Pleno designarán al personal subalterno 
que sea necesario para el adecuado funcionamiento del Tribunal, de conformidad con las normas de la Carrera 
Judicial.
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Artículo 161. Registro de causas. El secretario ordenará un registro separado de las causas que se ventilen por 
faltas a las normas de integridad y transparencia, con indicación precisa de la fecha de reparto, de forma tal que 
se sigan numeraciones independientes para las denuncias en contra de magistrados y jueces y de los demás 
servidores judiciales.
 El reparto de las denuncias que se presenten se llevará a cabo de forma aleatoria y electrónica, de 
conformidad con las reglas que adopte el Tribunal.

Artículo 162. Informe. Los magistrados de la Jurisdicción Especial de Integridad y Transparencia rendirán al 
Pleno de la Corte Suprema de Justicia un informe cada tres meses con la información acerca de las denuncias 
presentadas, los casos que hayan sido sancionados y absueltos, las clases de sanciones impuestas y cualquier 
otro hecho relevante.
 El presidente de la Corte Suprema de Justicia podrá solicitar también informes extraordinarios sobre 
casos específi cos o actuaciones que conozca el Tribunal Especial de Integridad y Transparencia.

Artículo 163. Análisis y comunicación de las causas de las denuncias. Adicional a la competencia judicial señalada 
en la presente Ley, el Tribunal Especial de Integridad y Transparencia podrá identifi car paulatinamente las causas 
de las denuncias y comunicarlas a los consejos de administración respectivos, para procurar medidas tendientes 
a la erradicación de malas prácticas en el servicio de justicia.

Capítulo III

Unidad Especial de Investigación de Integridad y Transparencia

Artículo 164. Unidad Especial de Investigación de Integridad y Transparencia. Se crea la Unidad Especial de 
Investigación de Integridad y Transparencia, a cargo de un magistrado investigador quien, de manera independiente 
y coadyuvante del Tribunal Especial, llevará a cabo la investigación de las denuncias que se presenten en contra 
de los servidores judiciales descritos en la presente Ley, y podrá iniciar de ofi cio la investigación.
 El magistrado investigador ejercerá sus funciones en todo el territorio de la República y tendrá sus 
ofi cinas en la ciudad de Panamá cercanas a la sede del Tribunal Especial de Integridad y Transparencia.
 Se crea una Secretaría adscrita a la Unidad Especial de Investigación de Integridad y Transparencia, a 
cargo de un secretario nombrado por el magistrado investigador, quien tendrá los mismos requisitos, prohibiciones, 
derechos, emolumentos y prerrogativas previstos en esta Ley para el secretario del Tribunal Especial de Integridad 
y Transparencia.

Artículo 165. Nombramiento del magistrado investigador. La selección y el nombramiento del magistrado 
investigador se realizarán de conformidad con el procedimiento establecido en el artículo 95.
 El magistrado investigador deberá cumplir los mismos requisitos que se establecen para ser magistrado 
del Tribunal Especial de Integridad y Transparencia y tendrá los mismos derechos, emolumentos y prerrogativas 
que estos. El magistrado investigador contará igualmente con dos suplentes que lo reemplazarán en su orden, en 
los casos de vacante temporal o absoluta, los cuales serán nombrados de la misma forma que el titular.

Artículo 166. Personal subalterno y unidades de apoyo. El magistrado investigador nombrará el personal 
subalterno y de apoyo que se requiera, de conformidad con las normas de Carrera Judicial, para el óptimo 
desempeño de las funciones de la entidad.
 Todas las unidades, direcciones, departamentos y dependencias administrativas del Órgano 
Judicial coadyuvarán en las tareas de investigación que lleve a cabo la Unidad Especial de Investigación 
de Integridad y Transparencia, resolviendo con prontitud y confidencialidad las solicitudes que con fines 
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investigativos esta les requiera.
 Esta norma se hace extensiva también a los magistrados y jueces de las distintas jurisdicciones del 
país, autoridades y empresas públicas y privadas, de las cuales el magistrado investigador podrá requerir la 
información que considere necesaria para los fi nes exclusivos de la investigación que se realiza.

Capítulo IV

Defensoría Especial de Integridad y Transparencia

Artículo 167. Defensoría Especial de Integridad y Transparencia. Se crea la Defensoría Especial de Integridad y 
Transparencia que, de manera independiente, ejercerá la representación legal de los servidores judiciales en las 
denuncias que en su contra se promuevan de conformidad con lo dispuesto en el presente Título.
 La Defensoría Especial de Integridad y Transparencia también tendrá a su cargo la defensa de los 
servidores judiciales frente a otras acciones siempre que se relacionen con el ejercicio de sus funciones.
 Los defensores de Integridad y Transparencia serán nombrados de la misma forma que los magistrados 
del Tribunal Especial de Integridad y Transparencia y gozarán de los derechos y emolumentos reconocidos a 
estos magistrados.

Artículo 168. Requisitos para ser defensor de Integridad y Transparencia. Los defensores de la Jurisdicción 
Especial de Integridad y Transparencia deberán cumplir los requisitos siguientes:
1. Ser de nacionalidad panameña.
2. Haber cumplido treinta y cinco años de edad.
3. Estar en pleno goce de derechos civiles y políticos.
4. No haber sido sancionado por delito doloso, proceso disciplinario o por faltas a la ética judicial ni forense.
5. Ser graduado en Derecho y tener diploma debidamente inscrito en el Ministerio de Educación o en la ofi cina 

que la ley señale para este efecto.
6. Pertenecer a la Carrera de la Defensa Pública.
7. Contar con más de diez años de ejercicio en la defensa.
 La Defensoría Especial de Integridad y Transparencia contará con el personal de apoyo requerido.

Capítulo V

Competencia para conocer Procesos Disciplinarios contra los Miembros de la Jurisdicción Especial de 
Integridad y Transparencia

Artículo 169. Competencia. Corresponde a la Corte Suprema de Justicia la competencia para conocer y 
decidir las causas disciplinarias contra los magistrados y defensores de la Jurisdicción Especial de Integridad y 
Transparencia, de acuerdo con el procedimiento establecido en la presente Ley.

Capítulo VI

Denuncia e Investigación

Artículo 170. Denuncias. Las denuncias en contra de los servidores judiciales se presentarán oralmente ante la 
Secretaría de la Unidad Especial de Investigación de Integridad y Transparencia.
 En esos casos, cuando el magistrado investigador estuviera realizando otras diligencias, los secretarios 
están facultados para juramentar a los declarantes, observando las formalidades de ley.
 Las denuncias deberán ser formuladas adecuadamente indicando con claridad el nombre y número de 
cédula de quien comparece a denunciar, su domicilio, el nombre de la persona denunciada, el cargo que ejerce y, 
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al menos, una explicación de los motivos en que se fundamenta. También podrán acompañarse las pruebas que 
sustentan la denuncia, salvo que no se tuvieran, en cuyo caso así se indicará.

Artículo 171. Denunciantes. Las denuncias podrán ser formuladas por las personas siguientes:
1. Servidores judiciales.
2. Particulares, partes o abogados que se sientan afectados en sus intereses o en los de las personas 

que representan debido a las actuaciones de la persona denunciada, que atenten contra la integridad y 
transparencia de la Institución.

3. Los consejos de administración de las carreras del Órgano Judicial, con motivo de la información que les 
fuera suministrada.

Artículo 172. Colaboración del denunciante. En ningún caso quien denuncia goza de legitimidad como parte 
en el proceso. Sin embargo, se le podrá llamar por parte de la Unidad de Investigación cuando esta requiera su 
ampliación o aclaración y podrá colaborarle en caso de contar con información o pruebas de los hechos.

Artículo 173. Protección de denunciantes. El Órgano Judicial velará por la protección de los denunciantes, 
testigos y colaboradores, sin menoscabo del derecho del denunciado a conocer los detalles de los hechos bajo 
investigación para procurar su defensa.

Artículo 174. Efectos de la denuncia. La denuncia se hará oralmente y bajo los rigores de la declaración jurada 
de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal.

Artículo 175. Efectos de nuevas denuncias en el proceso de integridad y transparencia. La interposición de 
denuncias penales o disciplinarias posteriores a la asignación de procesos no constituye causal de impedimento 
o recusación para la investigación ni el conocimiento de las causas por faltas a la integridad y transparencia.

Capítulo VII

Fase de Investigación

Artículo 176. Inicio de la investigación. El magistrado investigador dictará una resolución en la que se informe 
los motivos de inicio de la investigación, la cual será notifi cada personalmente al denunciado, en el respectivo 
despacho dentro del cual labora y en horario regular de funciones. Durante el tiempo de incapacidad, licencia por 
maternidad o disfrute de vacaciones, no se podrá, bajo pena de nulidad, iniciar el proceso de investigación o de 
juzgamiento de faltas, ni comunicar ninguna de las sanciones previstas en esta Ley. Para tales efectos, durante 
este periodo quedan suspendidos los términos de prescripción.
 A partir de la notifi cación, y mientras dure la investigación, quien hubiera sido denunciado y quienes 
por razón de la misma investigación resultaran implicados quedarán obligados para con la Unidad Especial de 
Investigación a prestar toda la colaboración que sea necesaria para el esclarecimiento de los hechos objeto de la 
investigación.

Artículo 177. Traslado. Admitida la denuncia, se dará traslado a la persona denunciada, por el término de ocho 
días hábiles, para que conteste y acompañe las pruebas que considere necesarias para su defensa, quien 
podrá hacerse representar por medio de apoderado judicial particular o de la Defensoría Especial de Integridad 
y Transparencia. Posteriormente, la Unidad Especial de Investigación de Integridad y Transparencia realizará la 
investigación pertinente a fi n de determinar la comisión o no de la falta. La investigación se extenderá también a 
quienes pudieran resultar implicados directa o indirectamente en el hecho que se investiga, en los casos en que 
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tales personas estuvieran sometidas a esta jurisdicción disciplinaria.
 Cuando surjan indicios de la comisión de delitos o faltas, cuyo conocimiento sea competencia de otra 
autoridad, se hará la comunicación correspondiente a tales autoridades o entidades públicas o privadas.

Artículo 178. Término de la investigación. El magistrado investigador tendrá un término de cuarenta días hábiles 
para llevar a cabo la investigación. Vencido este plazo, deberá remitir lo actuado al Tribunal Especial de Integridad 
y Transparencia.

Artículo 179. Deber de proporcionar información. Los servidores públicos y las personas naturales y jurídicas 
tienen el deber de proporcionar copias, documentos, informes, auditorías, datos y demás informaciones que 
solicite la Unidad Especial de Investigación de Integridad y Transparencia en la realización de una investigación.
 El magistrado sustanciador, a solicitud del magistrado investigador, podrá imponer a las personas que 
incumplan injustifi cadamente este deber las sanciones que establezca el Código Judicial en materia de desacato. 
Contra esta decisión cabe el recurso de apelación ante la Sala Cuarta de la Corte Suprema de Justicia, el cual se 
interpondrá en el acto de la notifi cación y puede ser sustentado en el mismo acto o dentro del término de los dos 
días siguientes de aquel en el que tenga lugar la notifi cación. La apelación se concederá en el efecto devolutivo.
 El desacato será tramitado en cuaderno aparte y no suspenderá el trámite del proceso.

Artículo 180. Actuación del investigador. Concluida la investigación, el magistrado investigador solicitará a la 
Secretaría del Tribunal de Integridad y Transparencia la asignación del caso.
 En caso de que el magistrado investigador considere que no existe mérito para el juzgamiento, podrá 
solicitar que se desestime la denuncia. En este supuesto, el Tribunal ordenará su archivo.
 Si el magistrado investigador concluye que hay méritos para enjuiciar al denunciado, solicitará la fi jación 
de fecha de audiencia para la continuación del trámite.

Artículo 181. Principio de reserva. El contenido de las investigaciones tienen carácter reservado y solamente 
tendrán acceso a estas los servidores judiciales denunciados y sus apoderados judiciales si los tuvieran. El 
magistrado investigador tendrá el deber de informar al investigado sobre las pruebas recabadas. De la misma 
forma que deberá hacerlo el servidor judicial investigado.

Capítulo VIII

Juzgamiento ante el Tribunal Especial de Integridad y Transparencia

Artículo 182. Oralidad. Los procesos para determinar responsabilidad por violación a las normas de integridad y 
transparencia se sustanciarán oralmente.

Artículo 183. Reglas de juzgamiento. El juzgamiento para determinar responsabilidad por violación de las normas 
de integridad y transparencia, que en ningún caso podrá demorar más de treinta días hábiles, se sujetará a las 
reglas siguientes:
1. El magistrado sustanciador, ante quien se surte la primera instancia, procederá a fi jar fecha y hora para que 

las partes comparezcan a la audiencia.
2. La audiencia se llevará a cabo, previa notifi cación personal del investigado, aun sin su asistencia, ante el 

magistrado sustanciador, quien la presidirá.
3. El magistrado investigador y el servidor judicial investigado podrán, hasta tres días hábiles antes de la 

audiencia, solicitar que se cite a los testigos con clara indicación de la dirección donde son localizables o a 
su cargo.
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4. Iniciado el acto, el magistrado sustanciador solicitará al magistrado investigador que formule la acusación y 
presente sus pruebas.

5. Una vez hecho lo anterior, el servidor judicial acusado podrá admitir los hechos u oponerse a la acusación, 
objetar las pruebas presentadas por el magistrado investigador y proponer sus pruebas, las cuales el 
magistrado investigador podrá igualmente objetar.

6. El magistrado sustanciador procederá a admitir las pruebas pertinentes, rechazando en el acto las que no 
se refi eran a los hechos discutidos, las notoriamente dilatorias, inconducentes o prohibidas por la ley, para 
luego evacuar las que así lo requieran. Si fuera necesario, se suspenderá la audiencia para continuarla el día 
siguiente hábil, de forma que puedan evacuarse todas las pruebas admitidas oportunamente.

7. Evacuadas las pruebas, las partes procederán a formular sus alegaciones, en un periodo de treinta minutos 
cada una.

8. Terminados los alegatos, el magistrado sustanciador pasará de inmediato y sin interrupción a determinar en 
sesión permanente la responsabilidad del servidor judicial enjuiciado.

9. El magistrado sustanciador comunicará, en voz alta ante los asistentes, su decisión, previa expresión clara y 
precisa de las razones de hecho y de Derecho por las cuales la decisión se adopta.

10. Si se eximiera de responsabilidad al servidor judicial, el magistrado sustanciador declarará de inmediato 
terminado el asunto, se ordenará su reintegro al cargo y el pago del sueldo dejado de percibir en caso de que 
haya sido suspendido cautelar o provisionalmente.

11. Si se impusiera sanción de destitución o suspensión, el magistrado sustanciador inmediatamente dará cuenta 
a quien corresponda para los fi nes legales consiguientes.

12. Las decisiones que se adopten en el curso de la audiencia se consideran notifi cadas el día en que esta se 
celebre, aunque no haya concurrido una de las partes.

13. De la audiencia, se levantará un acta digital debidamente identifi cada con los datos del proceso.
14. En caso de que los cargos de la denuncia resulten evidentemente temerarios a juicio del magistrado 

sustanciador, se remitirá copia de lo actuado al Ministerio Público para la investigación correspondiente.
15. Las cuestiones incidentales solo podrán proponerse en la fase de alegatos, salvo que se trate de recusación. 

En caso de que existiera violación de garantías y derechos fundamentales se decretará la nulidad de lo 
actuado. Si se tratara de irregularidades que no afecten el derecho al debido proceso ni, en especial, el 
derecho a la defensa, estas serán desestimadas.

16. El investigador y el acusado podrán solicitar la posposición de la audiencia, por una sola vez y por justo 
motivo invocado antes de que se inicie. El magistrado sustanciador procederá a fi jar la nueva fecha para que 
la audiencia se realice, dentro de un término que no supere los cinco días hábiles siguientes a la petición.

Artículo 184. Impedimentos y recusaciones. Los magistrados y defensores de la Jurisdicción Especial de 
Integridad y Transparencia se manifestarán impedidos y serán recusables cuando sean parientes, dentro del 
segundo grado de consanguinidad o primero afi nidad, del denunciante, alguna de las partes o de sus apoderados 
o hayan participado en los hechos que motivan la investigación.
 Los impedimentos y recusaciones, cuando se refi eran al magistrado investigador o al defensor especial, 
serán resueltos por el magistrado sustanciador. En los demás supuestos, por el magistrado suplente del magistrado 
integrante del Tribunal, quien pasará a conocer, si se declara legal el impedimento o probado el incidente, según 
sea el caso.
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Capítulo IX

Recursos

Artículo 185. Recursos. Solo serán apelables las resoluciones que decreten medidas cautelares y las que decidan 
el proceso, las cuales se concederán en el efecto suspensivo. En estos casos, las apelaciones se promoverán 
ante el resto de los integrantes del Tribunal Especial de Integridad y Transparencia.

Artículo 186. Apelación de la decisión. La apelación de la decisión deberá interponerse oralmente al fi nal de la 
audiencia. Este recurso se concederá en el efecto suspensivo. Enseguida, el secretario del Tribunal de Integridad 
y Transparencia hará un reparto de segunda instancia y, sin más trámite, pasará lo actuado al magistrado ponente 
para que se surta la alzada.

Artículo 187. Sustanciación de la apelación. Recibido el expediente en la segunda instancia, el magistrado 
ponente fi jará la fecha de audiencia dentro de los cinco días hábiles siguientes a su ingreso. La audiencia será 
estrictamente para alegar y se fallará en el acto.

Capítulo X

Faltas

Artículo 188. Clasifi cación y prescripción de faltas. Las faltas según su gravedad son leves, graves y gravísimas.
 La acción para denunciar o investigar faltas gravísimas prescribirá en dos años; graves, en un año y 
leves, en seis meses. El plazo de prescripción comienza desde el momento en que se produjeran los hechos 
constitutivos de la infracción, o desde que se tuvo conocimiento en caso de faltas gravísimas, y se interrumpirá 
desde la presentación de la denuncia ante la Unidad Especial de Investigación de Integridad y Transparencia.

Artículo 189. Ámbito de responsabilidad disciplinaria. Todos los servidores judiciales, con independencia de 
la situación laboral en que se encuentren, están sujetos a responsabilidad disciplinaria, en los casos y con las 
garantías establecidas en la Constitución Política y la ley.

Artículo 190. Faltas leves. Incurren en faltas leves los servidores judiciales cuando:
1. Se ausenten del lugar de trabajo sin causa justifi cada, por dos días en el curso de un mes.
2. Incumplan injustifi cadamente los plazos establecidos en la ley para realizar sus labores.
3. Incumplan la obligación de remitir el informe periódico de gestión o estadístico de la relación de expedientes 

en el tribunal o despacho.
4. Sean desconsiderados en su trato a sus iguales, superiores, inferiores, servidores que ante ellos actúen o 

ciudadanos en general, por razón del servicio que prestan. Incumplan el deber de prestar declaración jurada 
de su patrimonio.

Artículo 191. Faltas graves. Incurren en faltas graves los servidores judiciales cuando:
1. Se ausenten del lugar de trabajo sin causa justifi cada, por más de tres días, en el curso de un mes.
2. Incumplan injustifi cadamente las decisiones judiciales cuya ejecución tengan encomendadas.
3. Incumplan injustifi cadamente con los actos procesales o administrativos que deben llevarse a cabo con 

audiencia pública.
4. Retrasen injustifi cadamente la tramitación de los asuntos que conozcan, siempre que se compruebe esta falta.
5. Incurran en negligencia o morosidad en el cumplimiento de sus deberes ofi ciales o incumplan los niveles 

satisfactorios de desempeño, según resulte de la tramitación correspondiente, con arreglo a las normas 
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legales y reglamentarias que regulan la evaluación del desempeño.
6. Obstaculicen el ejercicio de las funciones auditoras o evaluadoras del desempeño.
7. Se abstengan injustifi cadamente de diligenciar y decidir las situaciones procesales o administrativas 

planteadas en los expedientes o en labores que son de su conocimiento.
8. El personal de apoyo judicial o administrativo desobedezca las órdenes o instrucciones verbales o escritas 

de su jefe, emitidas en el ejercicio de sus competencias y referidas a funciones o tareas propias del puesto 
de su trabajo, salvo que sean manifi estamente inconstitucionales o ilegales.

9. Retarden, omitan o rehúsen injustifi cadamente actos propios de su cargo o instrucciones impartidas por sus 
superiores jerárquicos, siempre que estas no violen la Constitución Política o la ley.

10. Dirijan a servidores públicos o a corporaciones ofi ciales, felicitaciones o censuras por sus actos.
11. Se excedan o abusen de su autoridad con ciudadanos, instituciones, subordinados y el resto del personal de 

servicio en el Órgano Judicial, abogados o agentes del Ministerio Público.
12. Revelen, fuera de los casos legalmente establecidos, hechos o actos de los que conocen con ocasión o en 

el ejercicio de su función.
13. Actúen con negligencia en la custodia de documentos bajo su responsabilidad que dé lugar a su difusión o 

conocimiento indebido.
14. Utilicen indebidamente, en provecho propio o para fi nes de especulación, documentación, informes, 

materiales y/o equipos de trabajo.
15. Ocasionen intencionalmente daños o pérdidas de bienes, expedientes o documentos que hayan llegado a su 

poder en razón de sus funciones.
16. Concedan entrevistas privadas, a puerta cerrada, y escuchen argumentos o comunicaciones destinados a 

infl uir en una actuación judicial.
17. Escojan a los curadores, síndicos, depositarios, peritos y otras personas que deban intervenir como auxiliares 

de la Administración de Justicia, mediando nepotismo o favoritismo.
18. Nombren servidores judiciales en los cargos de partidores, depositarios de bienes u otros, que sean materia 

de procedimiento judicial o administrativo, salvo las excepciones de ley.
19. Desempeñen los cargos de partidores, depositarios de bienes que sean materia de procedimiento judicial o 

administrativo o cualquier otro, cuando dicho nombramiento le corresponda a los despachos judiciales, de 
instrucción o a las partes en el proceso, salvo las excepciones de ley.

20. Utilicen el tiempo y recursos del Estado en benefi cio propio.
21. Introduzcan o porten armas de cualquier naturaleza durante las horas de trabajo, sin estar debidamente 

autorizados por ley para ello.
22. Falten de palabra, por escrito o de obra, el respeto a sus superiores, inferiores o iguales o censuren 

injustifi cadamente su conducta ofi cial.
 En el caso de la determinación de la mora en el cumplimiento de los deberes, se tomará en consideración 
la actividad desplegada por el servidor judicial al que se le ha abierto el expediente disciplinario, en el despacho 
donde se desempeña y las condiciones generales del Tribunal.

Artículo 192. Faltas gravísimas. Incurren en faltas gravísimas los servidores judiciales cuando:
1. Infrinjan las incompatibilidades establecidas en esta Ley.
2. Se afi lien o tomen parte en reuniones, manifestaciones o en cualquier acto de carácter político que no sea el 

de depositar su voto en los comicios electorales o cualesquiera consultas o plebiscitos populares de carácter 
ofi cial.

3. Marquen la tarjeta de tiempo de otra persona al iniciar o terminar la jornada de trabajo.
4. Dirijan órdenes o presiones de cualquier tipo en asuntos cuya resolución corresponda a los tribunales 

competentes.
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5. Falten al despacho sin causa justifi cada más de dos lunes en el curso de un mes o más de seis en el curso 
de un año: teniéndose como lunes el día que siga a uno de fi esta o duelo nacional.

6. Den a las partes o terceras personas opiniones, consejos, indicaciones o información confi dencial, en relación 
con asuntos pendientes en sus despachos.

7. Porten o usen injustifi cadamente sustancias ilícitas que produzcan dependencia física o psíquica, o asistan 
en estado de embriaguez o bajo el efecto de estupefacientes a sus labores.

8. Sugieran a jueces y tribunales la decisión de negocios pendientes.
9. Nombren o contribuyan al nombramiento para un cargo judicial, a una persona que esté comprendida en las 

prohibiciones que establece la Constitución Política o la ley. 
10. Incurran en negligencia o morosidad en el cumplimiento de sus deberes ofi ciales o incumplan los niveles 

satisfactorios de desempeño, habiendo sido sancionados en el año anterior por esta misma falta.
11. Cometan o participen en la comisión de cualquier delito doloso, siempre que haya sido declarada su 

culpabilidad por sentencia fi rme.
12. Soliciten o reciban dinero o cualquier forma de pago o recompensa por servicios propios de su cargo, salvo 

las excepciones de ley.
13. Revelen hechos o datos conocidos en el ejercicio de su función o en ocasión de esta, que causen algún 

perjuicio a la tramitación de un proceso o a cualquier persona. 
14. Omitan la motivación de las sentencias y autos, siempre que dicha falta haya sido apreciada en resolución 

judicial fi rme y así lo denuncie la parte afectada con el procedimiento.
15. No se presenten a ocupar el cargo una vez transcurrido el término de la licencia que le haya sido concedida 

o de la prórroga, sin causa justifi cada.
16. Utilicen la condición de servidor judicial para la obtención de un benefi cio indebido para sí o para un tercero.

Capítulo XI

Suspensión

Artículo 193. Suspensión cautelar o provisional de servidores judiciales. Los servidores judiciales serán 
suspendidos cautelar o provisionalmente en el ejercicio de sus funciones cuando:
1. Hubieran sido llamados a juicio por cualquier delito y el auto respectivo se encuentre ejecutoriado.
2. Se instruya proceso criminal en su contra por delito cometido en el ejercicio de sus funciones y la gravedad 

de los cargos lo justifi que.
3. Se instruya proceso disciplinario por causa gravísima y a juicio del Tribunal de Integridad y Transparencia se 

justifi que la medida cautelar de suspensión.
4. Se instruya proceso disciplinario contra magistrados de la Corte Suprema de Justicia y a juicio de la autoridad 

competente se justifi que la medida cautelar de suspensión.
 En los dos primeros casos, el tribunal competente de la jurisdicción penal determinará la adopción de 
la medida y, en el tercero y cuarto, será adoptada por el Tribunal de Integridad y Transparencia o la autoridad 
competente para decidir la causa por violación a las normas de integridad y transparencia, previo cumplimiento 
de los requisitos establecidos en esta Ley.
 La suspensión cautelar o provisional del cargo por causa disciplinaria se notifi cará personalmente al 
servidor judicial sobre quien recaiga.

Artículo 194. Término máximo de suspensión. La suspensión en el primer y segundo caso durará el tiempo de 
la causa hasta cuando recaiga en ella sentencia o sobreseimiento y en el tercero, mientras dure la investigación 
disciplinaria, que no podrá superar los tres meses. Al vencerse el término anterior, sin que el proceso haya 
terminado, la persona afectada regresará al cargo y devengará el sueldo que corresponda.
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 En todo caso en que se proceda a la suspensión cautelar o provisional no se efectuará el pago de sueldos, 
que se le entregarán acumulados, si la causa termina con sentencia absolutoria o el archivo del expediente 
disciplinario.
Se evitará, en todo momento, que se vea afectada la continuidad del funcionamiento de los despachos judiciales 
o administrativos.

Artículo 195. Suspensión cautelar o provisional por investigación en virtud de proceso por violación a las normas 
de integridad y transparencia. El magistrado sustanciador podrá decretar la medida de suspensión cautelar o 
provisional del ejercicio del cargo, cuando se instruya investigación o se adelante proceso en la Jurisdicción 
Especial de Integridad y Transparencia, siempre que existan los elementos sufi cientes de vinculación de la 
persona investigada con la realización del hecho y, a su juicio, se justifi que la adopción de esta medida cautelar.
 La medida de suspensión cautelar o provisional del cargo también podrá ser solicitada por el investigador 
durante el desarrollo de la fase investigativa.
 La resolución que ordene la suspensión cautelar o provisional del cargo admitirá el recurso de apelación, 
ante el resto del Tribunal de Integridad y Transparencia, para lo cual se contará con un término de dos días, que 
corren a partir de la notifi cación personal.

Capítulo XII

Sanciones

Artículo 196. Aplicación de sanciones. Las violaciones a las normas de integridad y transparencia en que incurran 
los servidores judiciales permanentes, temporales u ocasionales que se desempeñan dentro del Órgano Judicial, 
independientemente de la calidad en virtud de la cual ejerzan o hayan ejercido sus respectivas funciones, como 
principales, suplentes, interinos, itinerantes o encargados de los puestos que ocupan, serán sancionadas de 
acuerdo con las normas establecidas en este Capítulo.

Artículo 197. Clases de sanciones. Se impondrán las siguientes sanciones de conformidad con la gravedad de 
la falta:
1. Amonestación pública que consiste en un llamado de atención escrito que se hace al sancionado, dejando 

constancia en su registro.
2. Multa que consiste en pago al Fisco de una cantidad determinada de dinero, que oscila entre el 10 % y el 25 

% de la remuneración mensual que devengue la persona sancionada.
3. Suspensión sancionatoria o defi nitiva del ejercicio del cargo y privación de sueldo, tal como es defi nida 

en esta Ley, por un lapso de hasta tres meses, del que se descontará el tiempo de suspensión cautelar o 
provisional.

4. Destitución que consiste en la cancelación del título y pérdida del cargo, que excluye la posibilidad de 
reingresar a la carrera y a los cargos judiciales.

 Las faltas leves solo serán sancionadas con amonestación pública o multa; las graves, con multa o 
suspensión sancionatoria o defi nitiva y privación de sueldo hasta por dos meses; las gravísimas, con suspensión 
sancionatoria o defi nitiva y privación de sueldo hasta por tres meses o destitución, siguiendo los principios de 
necesidad y proporcionalidad. En todo caso en que se declare, mediante sentencia fi rme, que se actuó con dolo, 
fraude o arbitrariedad, la persona enjuiciada será sancionada con destitución del cargo que ocupa.
 Las sanciones impuestas deben reposar en el expediente personal respectivo.

Artículo 198. Comunicación de la aplicación de la multa y de la privación de sueldo. De las multas que se impongan 
se hará la respectiva comunicación a la ofi cina correspondiente para que la haga efectiva, descontándolas de 
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los sueldos de las personas sancionadas en tres partidas, cuando no fueran pagadas dentro del término legal. 
También se comunicará la sanción de destitución, o la privación del sueldo como consecuencia de la suspensión 
defi nitiva o sancionatoria del cargo.
 La comunicación de que trata este artículo solo se hará efectiva cuando el fallo se encuentre ejecutoriado.

Artículo 199. Reiteración de faltas. Cuando se haya impuesto sanción a la persona enjuiciada en el lapso de 
hasta dos años por falta grave o gravísima y se haga acreedora a nueva sanción, perderá el cargo. Lo mismo 
ocurrirá cuando cometa dentro del lapso establecido tres faltas leves.

Artículo 200. Declaración patrimonial. Los magistrados de la Corte Suprema de Justicia rendirán una declaración 
jurada de bienes patrimoniales a la Contraloría General de la República al principio y fi nal de su gestión.
 Las personas que laboran en el Órgano Judicial están obligadas a presentar a su ingreso y en la primera 
semana del mes de enero de cada año de labores, una declaración jurada de bienes patrimoniales al Órgano 
Judicial, que para estos fi nes editará los formularios correspondientes en los cuales se deberán especifi car 
la clase y cantidad de los bienes que se poseen y el tiempo en que fueron adquiridos. Dichos formularios se 
completarán electrónicamente y se enviarán a la Unidad de Investigación de Integridad y Transparencia, así como 
a la Dirección de Gestión Administrativa de Recursos Humanos, o se llenará para que reposen en el expediente 
personal. La Dirección prestará colaboración y orientación a quienes así lo requieran.
 Esta obligación se determinará sin menoscabo de lo dispuesto en leyes especiales.

Artículo 201. Procesos en trámite. A partir de la entrada en vigencia de la presente Ley, los procesos por faltas 
éticas y disciplinarias que actualmente se ventilen en las dependencias del Órgano Judicial y sobre los cuales no 
haya recaído una decisión fi nal, deberán ser decididos de acuerdo con el trámite vigente al tiempo de la falta, y 
en el lapso de tres meses.

Título IV

Ética Judicial

Capítulo I

Fines y Principios

Artículo 202. Fines. A fi n de contribuir al fortalecimiento de la dignidad y prestigio del Órgano Judicial y asegurar 
la mayor estimación pública, a través de un correcto ejercicio de la función judicial, las personas que prestan 
servicios en el Órgano Judicial, según la naturaleza de las funciones de que estén investidos, deben cumplir con 
los principios éticos establecidos en este Capítulo y desarrollados en el Código de Ética Judicial panameño.

Artículo 203. Principios éticos. La función desempeñada en el Órgano Judicial se rige por los principios éticos 
siguientes:
1. Independencia de los magistrados y jueces, como garantía del derecho de los ciudadanos a una decisión 

justa, para evitar arbitrariedades y salvaguardar los derechos fundamentales, cuya perturbación debe ser 
denunciada por los juzgadores.

2. Imparcialidad de los servidores judiciales con igualdad y sin discriminación, manteniendo equivalente distancia 
con las partes y abogados, evitando comportamientos que refl ejen favoritismo, predisposición o prejuicio.

3. Motivación de las decisiones, orientada al aseguramiento de la legitimidad, el adecuado sistema de 
impugnaciones procesales y el control del poder del que los magistrados y jueces son titulares.

4. Conocimiento y capacitación permanente de los magistrados y jueces, como fundamento del derecho de la 
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sociedad de obtener un servicio de calidad en la Administración de Justicia.
5. Justicia y equidad, para que sin transgredir el derecho vigente se resuelvan los casos mediante criterios 

coherentes con los valores o razones en que se fundamenta el ordenamiento jurídico.
6. Responsabilidad institucional, mediante el cumplimiento de las obligaciones específi cas de carácter individual 

y el comportamiento de todo el Sistema de Justicia, para promover en la sociedad una actitud de confi anza 
y respeto hacia la labor judicial.

7. Cortesía en las relaciones con los usuarios, abogados, testigos, justiciables, servidores judiciales y todos los 
que se relacionen con la Administración de Justicia, adoptando una actitud respetuosa y tolerante respecto a 
las opiniones dirigidas a la gestión, decisiones y comportamientos.

8. Integridad de la conducta, cuya labor demanda exigencias superiores, debiendo observar un comportamiento, 
lenguaje y vestimenta mesurados y acordes con las reglas de urbanidad, cortesía y educación, predominantes 
en la sociedad en la que se presta la función.

9. Transparencia en las actuaciones de los magistrados y jueces, pudiendo emitir declaraciones de forma 
directa o a través de la ofi cina correspondiente sin adelantar criterios, debiendo conducirse con los medios 
de comunicación social de forma equitativa y prudente, de suerte que no resulten perjudicados los derechos 
e intereses legítimos de las partes y de sus abogados.

10. Secreto profesional, debiendo observarse absoluta reserva con relación a las causas en trámite, tanto en 
el ámbito profesional como en el estrictamente privado, para salvaguardar los derechos de las partes y sus 
allegados, frente al uso indebido de información obtenida por razón del cargo.

11. Prudencia, realizando su labor a través de un juicio luego de haber meditado y valorado los argumentos y 
contraargumentos, manteniendo una actitud abierta para reconocer cuando debe rectifi car criterios o puntos 
de vista asumidos, al analizar las distintas alternativas que ofrece el Derecho.

12. Diligencia, para evitar la injusticia que representa una decisión tardía.
13. Honestidad profesional, para impedir que se entienda que se aprovecha de los usuarios del Sistema de 

Justicia, del trabajo del personal a su cargo o de los medios que se le confían, o que se perciba que su 
situación patrimonial es ilegítima.

Capítulo II

Confl icto de Intereses

Artículo 204. Deber de abstención. El desempeño de la función judicial debe realizarse con apego a los principios, 
deberes y prohibiciones que de ella se derivan, con absoluta abstención del ejercicio de ningún cargo privado que 
la obstaculice o pueda obstaculizarla. Ningún magistrado o juez podrá aceptar regalos ni favores de litigantes ni 
abogados que estén ejerciendo ante su tribunal y, en general, de ninguna persona cuyos intereses pueden ser 
afectados con sus fallos.

Artículo 205. Solicitud de impedimento. Los magistrados y jueces deben solicitar que se les separe del 
conocimiento de los procesos respecto de los cuales se verifi quen las causales que se encuentran expresamente 
establecidas en la ley.

Artículo 206. Reserva. Los magistrados, jueces y el resto de los servidores judiciales tienen el deber de reserva 
respecto a los asuntos que conocen cuando la ley así lo establezca.

Artículo 207. Atención a la prensa. El Órgano Judicial facilitará la divulgación de las noticias judiciales, cuando 
esté claro que con ello no se afectarán los derechos de las partes, la recepción o práctica de pruebas o la misma 
independencia judicial.
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 Los servidores judiciales podrán emitir declaraciones por sí mismos o a través de la Secretaría de 
Comunicaciones de la Corte Suprema de Justicia, sin que puedan adelantar criterios sobre el fondo de las 
cuestiones planteadas.

Capítulo III

Aplicación de Normas Éticas

Artículo 208. Ámbito de aplicación. Las disposiciones establecidas en este Título se aplican a todos los servidores 
judiciales.

Artículo 209. Contribución con la Administración de Justicia. Dentro de su ámbito de competencia, todo servidor 
judicial deberá contribuir con el mejoramiento de la Administración de Justicia, generando ideas y siendo receptivo 
de un apropiado análisis de cuestiones jurídicas y de organización judicial, sobre todo en lo que atañe a la 
modernización del Sistema de Justicia, restringiendo, al mínimo, las formalidades que no establece la ley en los 
asuntos que le corresponda conocer.

Artículo 210. Formación actualizada y colaboración con la Escuela Judicial. Las personas que prestan servicios 
en el Órgano Judicial deben procurar su constante actualización académica en las áreas de competencia 
relacionadas con sus funciones, que aseguren que el servicio sea oportuno y de calidad.
 Cuando en atención a sus condiciones y conocimientos, se les solicite brindar servicios de docencia a 
favor de colegas o compañeros en la Escuela Judicial, salvo que exista causa justifi cada que lo impida, están en 
el deber de colaborar con la capacitación judicial, en la forma y con los reconocimientos que reglamentariamente 
se acuerden para este tipo de actividades.

Artículo 211. Carácter regulador mínimo de normas éticas. Los imperativos éticos establecidos en este Capítulo 
son desarrollados por el Código de Ética Judicial panameño. Estos tienen un carácter regulador mínimo, no 
excluyen la existencia de otros contenidos en diferentes cuerpos legales o que se consideren de tradicional 
exigencia, por ser inherentes al prestigio y honor de la Administración de Justicia y a la función judicial.
 Para la imposición de las sanciones a los servidores judiciales, derivadas de actos impropios, habrá que 
ceñirse a las normas legales específi cas, según la naturaleza del acto y sanción aplicable.

Título V

Consejo Judicial

Artículo 212. Naturaleza. El Consejo Judicial será un organismo consultivo, encargado de establecer fórmulas 
y proponer políticas conjuntas de colaboración para el fortalecimiento del Sistema de Administración de Justicia.

Artículo 213. Miembros. El Consejo Judicial estará integrado por los miembros siguientes:
1. El presidente de la Corte Suprema de Justicia o el magistrado de la Corte Suprema de Justicia que este 

designe.
2. El procurador general de la Nación.
3. El procurador de la Administración.
4. El presidente del Colegio Nacional de Abogados.
5. El decano de la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas de la Universidad de Panamá.
6. Un representante de las asociaciones de magistrados y jueces existentes en el Órgano Judicial.
7. Un representante de las asociaciones de funcionarios existentes en el Órgano Judicial.
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8. Un representante de las asociaciones de defensores, existentes en el Órgano Judicial.
9. Un miembro de las agrupaciones de la sociedad civil organizada, entre cuyos fi nes fi gure el fortalecimiento 

de la Administración de Justicia, elegido por ellas.
10.   El secretario general de la Corte Suprema de Justicia, solo con derecho a voz.
 La presidencia de este organismo será anual y rotativa en el orden que sea determinado por el propio 
Consejo.

Artículo 214. Funciones. Son funciones del Consejo Judicial:
1. Procurar la efectividad de la Administración de Justicia que garantice la seguridad jurídica, con principios y 

normas claras para que la ciudadanía tengan acceso a ella.
2. Proponer políticas para el mejoramiento del Sistema de Administración de Justicia.
3. Promover la formación ética y moral de los aspirantes a la profesión de abogado, destacando su importancia 

en el ejercicio privado, así como en el desempeño de los cargos de magistrados, jueces, defensores públicos 
y agentes del Ministerio Público.

4. Analizar los ordenamientos procesales y sugerir reformas.
5. Rendir informes anuales sobre las recomendaciones necesarias para el fortalecimiento del sistema de 

Administración de Justicia.

Artículo 215. Secretario del Consejo Judicial. El secretario general de la Corte Suprema de Justicia servirá como 
secretario del Consejo Judicial para el desarrollo de las actividades propias de este organismo.

Artículo 216. Regulación interna. El Consejo Judicial dictará el reglamento de su régimen interno, celebrará 
sesiones ordinarias dos veces al año y extraordinarias cuando así se requiera, debiendo presentar los resultados 
de su gestión a la Corte Suprema de Justicia en el mes de enero de cada año sobre el año inmediatamente 
anterior.

Artículo 217. Acciones para el logro de objetivos. Cada uno de los miembros del Consejo Judicial debe procurar 
que la instancia por él representada realice las acciones que correspondan para el logro de sus objetivos.

Título VI

Disposiciones Adicionales

Artículo 218. Se deroga el primer párrafo del artículo 7 del Código Judicial.

Artículo 219. Se deroga el artículo 9 del Código Judicial.

Artículo 220. Se deroga el artículo 10 del Código Judicial.

Artículo 221. Se deroga el artículo 13 del Código Judicial.

Artículo 222. Se deroga el artículo 15 del Código Judicial.

Artículo 223. Se deroga el artículo 18 del Código Judicial.

Artículo 224. Se deroga el artículo 20 del Código Judicial.
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Artículo 225. Se subroga el artículo 21 del Código Judicial en lo que concierne al Órgano Judicial.

Artículo 226. Se subroga el artículo 22 del Código Judicial en lo que concierne al Órgano Judicial.

Artículo 227. Se subroga el artículo 23 del Código Judicial en lo que concierne al Órgano Judicial.

Artículo 228. Se subroga el artículo 24 del Código Judicial en lo que concierne al Órgano Judicial.

Artículo 229. Se subroga el artículo 25 del Código Judicial en lo que concierne al Órgano Judicial.

Artículo 230. Se subroga el artículo 26 del Código Judicial en lo que concierne al Órgano Judicial.

Artículo 231. Se deroga el artículo 27 del Código Judicial. 

Artículo 232. Se deroga el artículo 28 del Código Judicial.

Artículo 233. Se deroga el artículo 29 del Código Judicial.

Artículo 234. Se deroga el artículo 30 del Código Judicial.

Artículo 235. Se deroga el artículo 32 del Código Judicial.

Artículo 236. Se deroga el artículo 33 del Código Judicial.

Artículo 237. Se deroga el artículo 34 del Código Judicial.

Artículo 238. Se deroga el artículo 35 del Código Judicial.

Artículo 239. Se deroga el artículo 36 del Código Judicial.

Artículo 240. Se deroga el artículo 37 del Código Judicial.

Artículo 241. Se deroga el artículo 38 del Código Judicial.

Artículo 242. Se deroga el artículo 39 del Código Judicial.

Artículo 243. Se deroga el artículo 43 del Código Judicial.

Artículo 244. Se deroga el artículo 44 del Código Judicial.

Artículo 245. Se subroga el artículo 46 del Código Judicial en lo que concierne al Órgano Judicial.

Artículo 246. Se deroga el artículo 47 del Código Judicial.

Artículo 247. Se deroga el artículo 48 del Código Judicial.
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Artículo 248. Se deroga el artículo 49 del Código Judicial.

Artículo 249. Se deroga el artículo 50 del Código Judicial.

Artículo 250. Se deroga el artículo 51 del Código Judicial.

Artículo 251. Se deroga el artículo 53 del Código Judicial.

Artículo 252. Se subroga el artículo 54 del Código Judicial en lo que concierne al Órgano Judicial.

Artículo 253. Se subroga el artículo 55 del Código Judicial en lo que concierne al Órgano Judicial.

Artículo 254. Se subroga el artículo 57 del Código Judicial en lo que concierne al Órgano Judicial.

Artículo 255. Se subroga el artículo 60 del Código Judicial en lo que concierne al Órgano Judicial.

Artículo 256. Se subroga el artículo 61 del Código Judicial en lo que concierne al Órgano Judicial.

Artículo 257. Se subroga el artículo 63 del Código Judicial en lo que concierne al Órgano Judicial.

Artículo 258. Se deroga el artículo 79 del Código Judicial.

Artículo 259. Se deroga el artículo 120 del Código Judicial.

Artículo 260. Se deroga el artículo 156 del Código Judicial.

Artículo 261. Se deroga el artículo 172 del Código Judicial.

Artículo 262. Se deroga el artículo 184 del Código Judicial.

Artículo 263. Se deroga el artículo 185 del Código Judicial.

Artículo 264. Se subroga el artículo 191 del Código Judicial en lo que concierne al Órgano Judicial.

Artículo 265. Se deroga el artículo 196 del Código Judicial.

Artículo 266. Se deroga el artículo 199 del Código Judicial.

Artículo 267. Se deroga el artículo 200 del Código Judicial.

Artículo 268. Se deroga el artículo 214 del Código Judicial.

Artículo 269. Se deroga el artículo 226 del Código Judicial.

Artículo 270. Se deroga el último párrafo del artículo 267 del Código Judicial.
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Artículo 271. Se deroga el Título XII del Libro Primero del Código Judicial.

Artículo 272. Se deroga el artículo 302 del Código Judicial.

Artículo 273. Se deroga el artículo 307 del Código Judicial.

Artículo 274. Se deroga el artículo 308 del Código Judicial.

Artículo 275. Se deroga el artículo 315 del Código Judicial.

Artículo 276. Se deroga el artículo 316 del Código Judicial.

Artículo 277. Se deroga el artículo 317 del Código Judicial.

Artículo 278. Se deroga el artículo 421 del Código Judicial.

Artículo 279. Se deroga el artículo 432 del Código Judicial.

Artículo 280. Se deroga el artículo 438 del Código Judicial.

Artículo 281. Se deroga el artículo 439 del Código Judicial.

Artículo 282. Se deroga el artículo 440 del Código Judicial.

Artículo 283. Se deroga el artículo 441 del Código Judicial.

Artículo 284. Se deroga el artículo 442 del Código Judicial.

Artículo 285. Se deroga el artículo 443 del Código Judicial.

Artículo 286. Se deroga el artículo 444 del Código Judicial.

Artículo 287. Se deroga el artículo 445 del Código Judicial.

Artículo 288. Se deroga el artículo 447 del Código Judicial.

Artículo 289. Se deroga el artículo 448 del Código Judicial.

Artículo 290. Se deroga el artículo 449 del Código Judicial.

Artículo 291. Se deroga el artículo 450 del Código Judicial.

Artículo 292. Se deroga el artículo 451 del Código Judicial.

Artículo 293. Se deroga el artículo 452 del Código Judicial.
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Artículo 294. Se deroga el artículo 453 del Código Judicial.

Artículo 295. Se deroga el artículo 454 del Código Judicial.

Artículo 296. Se deroga el artículo 455 del Código Judicial.

Artículo 297. Se deroga el artículo 456 del Código Judicial.

Artículo 298. Se deroga el artículo 457 del Código Judicial.

Artículo 299. Se deroga el artículo 458 del Código Judicial.

Artículo 300. Se deroga el artículo 459 del Código Judicial.

Artículo 301. Se deroga el artículo 460 del Código Judicial.

Título VII

Disposiciones Finales

Artículo 302. Elección escalonada de miembros de los consejos. A fi n de facilitar la sucesiva elección escalonada 
de sus integrantes, los miembros de los primeros consultivos y de administración de las carreras serán elegidos 
por los siguientes periodos:
1. Los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, Tribunal Superior y jueces municipales, por un año.
2. Los jueces circuitales, seccionales o similares, defensores públicos y directores, por dos años.
3. Transcurridos estos plazos, se procederá a elegir a quienes deban sustituirles por el término completo de 

dos años.

Artículo 303. Elección escalonada de magistrados del Tribunal Especial de Integridad y Transparencia. A fi n de 
facilitar la sucesiva elección escalonada de sus integrantes, los magistrados del Tribunal Especial de Integridad y 
Transparencia serán nombrados por los siguientes periodos:
1. Un magistrado por tres años.
2. Un magistrado por cuatro años.
3. Un magistrado por cinco años.
4. Transcurridos estos plazos, se procederá a elegir a quienes deban sustituirles por el término completo de 

cinco años.

Artículo 304. Conservación de derechos y estabilidad. Quienes hayan sido elegidos de conformidad con 
las normas de Carrera Judicial establecidas en el Código Judicial pasarán a los nuevos sistemas de carrera 
conservando sus derechos adquiridos.
 Gozarán de estabilidad quienes hayan ocupado por más de cuatro años puestos de las carreras públicas 
del Órgano Judicial, una vez superadas dos evaluaciones del desempeño con resultados satisfactorios.
 A los servidores judiciales que estén desempeñando cargos permanentes de acuerdo con la Ley 29 de 
1984, modifi cada por la Ley 19 de 1991, se les garantiza la estabilidad y continuidad en el servicio para los efectos 
de vacaciones, licencias, sobresueldos, ascensos, jubilaciones y cualesquiera otros derechos existentes.
 Los concursos pendientes de resolver, a la entrada en vigencia de la presente Ley, continuarán su curso 
con base en el procedimiento legal con el cual se iniciaron, con el fi n de elegir defi nitivamente al aspirante que 
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debe ocupar el cargo.

Artículo 305. Nombre y valuación de puestos. Los nombres de los puestos del personal subalterno de tribunales, 
juzgados y ofi cinas administrativas podrán ser modifi cados de acuerdo con las necesidades del Órgano Judicial, 
a través del procedimiento de cambio de título del puesto que será desarrollado reglamentariamente, sin que ello 
implique perjuicios de ninguna índole.
 Se tomarán oportunamente las previsiones presupuestarias para la pronta implementación de la correcta 
valuación de puestos y la correspondiente implementación del sistema de remuneración y de la evaluación del 
desempeño.

Artículo 306. Asignación de partidas presupuestarias. Dentro del presupuesto del Órgano Judicial se designarán 
las partidas necesarias para el cumplimiento de los objetivos de la Escuela Judicial y del Instituto de la Defensa 
Pública.

Artículo 307. Comisión de implementación. Para la implementación de esta Ley, se integrará una comisión 
formada por los magistrados de la Corte Suprema de Justicia encargados de la Carrera Judicial, el presidente de 
la Comisión de Gobierno, Justicia y Asuntos Constitucionales y el presidente de la Comisión de Presupuesto de 
la Asamblea Nacional, un representante del Colegio Nacional de Abogados y, como observadores, con derecho 
a voz, los presidentes de las asociaciones del Órgano Judicial.

Artículo 308. Aplicación de la ley en el tiempo. Las disposiciones de esta Ley serán aplicadas dentro de los 
términos siguientes:
1. A partir de su promulgación, entrarán en vigencia las normas relativas a las faltas y sanciones, cuyo 

conocimiento se mantendrán a cargo de la unidad nominadora hasta que se implemente la Jurisdicción 
Especial de Integridad y Transparencia.

2. Con la promulgación de esta Ley, se iniciarán las adecuaciones de las instalaciones físicas y de personal que 
posibiliten la implementación de la evaluación del desempeño y la reestructuración de la Carrera Judicial.

3. Seis meses después de la promulgación de esta Ley, se deberá contar con la estructura de las unidades 
técnicas que regula.

4. Los nombramientos de los integrantes de los consejos de administración de las distintas carreras, así como el 
Tribunal, la Unidad de Investigación y la Defensoría de Integridad y Transparencia, deberán realizarse dentro 
de los seis meses siguientes a la promulgación de esta Ley.

5. Los reglamentos de régimen interno de los consejos de administración, el Tribunal de Integridad y 
Transparencia, la Unidad de Investigación y la Defensoría deberán aprobarse dentro del primer mes en que 
estas ofi cinas empiecen a funcionar.

6. En el primer mes de funciones de los consejos de administración, iniciará el procedimiento de solicitudes de 
ternas de quienes deben proveerlas, para que un mes antes de los primeros concursos se hayan seleccionado 
y posesionado los integrantes de las comisiones de evaluación.

7. Los primeros concursos generales de las carreras del Órgano Judicial se deberán convocar ocho meses 
después de la promulgación de esta Ley.

8. Tan pronto como se venza el plazo para acogerse al retiro compensatorio, se someterán a concurso las 
posiciones de las personas que hayan optado por este benefi cio, de acuerdo con las normas de carrera 
previstas en la presente Ley, para que al tiempo en que el retiro se haga efectivo puedan ser ocupadas por 
las personas que resultaran seleccionadas.

9. Seis meses después de la promulgación de esta Ley, todos los despachos judiciales y administrativos del 
Órgano Judicial habrán preparado en soporte tecnológico el inventario físico de procesos, solicitudes y 
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actividades pendientes.
10. La primera evaluación del desempeño comprenderá los resultados obtenidos por los evaluados desde el mes 

de julio de 2015 hasta el 31 de junio de 2016.
11. El Instituto de la Defensa Pública contará con su propia estructura administrativa adecuada para administrar 

sus acciones de personal y presupuesto. Las normas de esta Ley, relacionadas con la Carrera de la Defensa 
Pública, pasarán a formar parte de la ley que desarrolle la autonomía, organización y estructura de esta 
entidad, conservando sus miembros los derechos adquiridos.

Artículo 309. Indicativo. Esta Ley subroga los artículos 21, 22, 23, 24, 25, 26, 46, 54, 55, 57, 60, 61, 63 y 191 en 
lo que concierne al Órgano Judicial, y deroga el primer párrafo del artículo 7 y los artículos 9,10,13,15,18,20,27,2
8,.29,30,32,33,34,35,36,37,38, 39, 43, 44,47,48,49,50,51,53,79, 120, 156, 172, 184, 185, 196, 199,200,214,226, 
el último párrafo del artículo 267, el Título XII del Libro Primero, y los artículos 302, 307, 308, 315, 316,317,421,
432438,439,440,441,442,443,444,445,447,448,449,450,451,452,453, 454,455,456,457,458,459  y 460 todos del 
Código Judicial.

Artículo 310. Vigencia: Esta Ley comenzará a regir desde su promulgación. 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE.

Proyecto 44 de 2014 aprobado en tercer debate en el Palacio Justo Arosemena, ciudad de Panamá, a los seis 
días del mes de agosto del año dos mil quince. 
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INSTRUCCIONES A LOS AUTORES

Publicación de ensayos 

Editorial y Publicaciones del Órgano Judicial publica trimestralmente la revista de 
contenido jurídico titulada “Sapientia”, escrita por funcionarios del Órgano Judicial 
y profesionales de reconocida trayectoria, dirigida a la comunidad forense nacional 
e internacional y demás interesados en temas del derecho.

El ensayo, de 8 a 12 páginas de extensión, debe ser escrito a doble espacio, en letra 
arial N°12 en hoja tamaño 8 y ½ x 11 (formato carta, documento word). Al inicio debe 
incluirse un resumen de no más de 100 palabras en idioma Español y palabras claves, 
ambos con su traducción al idioma Inglés.

Deben estar correctamente escritos en cuanto a su gramática, sintaxis y estilo, sin 
errores de ortografía y puntuación. No deben haber sido publicados ni en medios 
impresos ni digitales, total  ni parcialmente; deben ser originales y contener 
doctrina, jurisprudencia y derecho comparado.  El desarrollo de temas técnicos debe 
contemplar rigor científi co.

Se recomienda que las citas y referencias  bibliográfi cas se presenten acompañadas de 
la correspondiente bibliografía manteniendo un único sistema de cita bibliográfi ca, 
de preferencia APA (Asociación Psicológica Americana).

En documentos aparte, los autores deben enviar un resumé de su hoja de vida de 10 
líneas de extensión en formato word, y una foto tamaño carné tomada de frente en 
formato jpg; todo enviado al correo sapientia@organojudicial.gob.pa.  Los ensayos 
se recibirán durante el transcurso del año.

Proceso de selección

Los textos serán sometidos a una revisión temática por los editores de la revista; 
una vez aprobados, pasarán al Consejo Editorial quien evaluará los contenidos. Se 
notifi cará a los autores del resultado de la evaluación que puede ser:

• Rechazado (inapelable)
• Aceptación condicionada. Se indicarán las recomendaciones del Consejo 

Editorial al autor quien debe atenderlas para que su escrito sea publicado.
• Aceptación. El artículo será publicado sin modifi caciones sustanciales.
 Los artículos aceptados serán programados para su publicación, fecha que le 

será informada a los autores. 

Para lograr apertura editorial se recurre a Evaluadores Externos especialistas en los 
diversos temas.
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